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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Allende Bussi, Isabel
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 63ª y 64ª, ambas ordinarias, en 2 y 3 de noviembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Nueve de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de ley sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (boletín N° 7.308-06) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Con los cuatro siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (boletín N° 7.075-06).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que efectúa un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal, y compensa menores ingresos de comunas afectadas por el terremoto y el maremoto del 27 de febrero de 2010 (boletín N° 7.262-06).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que amplía el Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de la Policía de Investigaciones de Chile (boletín N° 7.164-25).



4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.882, en materia de dedicación exclusiva respecto del cargo de Subdirector Médico (boletín N° 7.140-11).



Con el sexto y el séptimo retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Chadwick, Allamand, Cantero, Lagos e Ignacio Walker, en primer trámite constitucional, sobre violencia escolar (boletín N° 7.123-04).



2.- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre recuperación y continuidad en condiciones críticas y de emergencia del sistema público de telecomunicaciones (boletín N° 7.029-15).



Con los dos últimos hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11).



2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro (boletín N° 6.242-21).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que informa que se ausentará del territorio nacional entre los días 10 y 17 de noviembre del presente año, para participar en la Reunión Cumbre de Líderes de Apec, en la ciudad de Yokohama, Japón, y en visita de Estado, en la ciudad de Beijing, República Popular China.



Informa, además, que durante su ausencia lo subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



--Se toma conocimiento.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo de Enmienda al Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y Bolivariana de Venezuela", suscrito en la ciudad de Porlamar, Venezuela, el 26 de septiembre de 2009 (boletín N° 7.214-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo informa que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley, iniciado en mociones de los Senadores señor Letelier y señora Allende, respectivamente, que suspende indefinidamente la inscripción de taxis colectivos en el Registro Nacional de Transporte de Pasajeros (boletines números 6.559-15 y 7.028-15, refundidos).



--Se toma conocimiento y se remite el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero remite copia autorizada de la resolución dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38 ter de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo remite copia autorizada de la sentencia dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 97, N° 4, inciso primero, parte final, del Código Tributario, y 292 y 293 del Código Penal.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Ignacio Walker, respecto de la construcción del túnel Chacabuco II.



Del señor Director Nacional de Vialidad, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Horvath, relativo a la construcción de un puente en el sector de Río Blanco, comuna de Aysén.



Del señor Secretario Ministerial de Economía, Fomento y Turismo de la Región de La Araucanía, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor García, acerca del “Plan Araucanía”.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Certificado de la discusión en particular de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que complementa y modifica ley N° 20.387, sobre bonificación por retiro voluntario de funcionarios municipales, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 7.216-06) (Véase en los Anexos, documento 3).


De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que efectúa un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal y compensa menores ingresos de comunas afectadas por el terremoto y el maremoto del 27 de febrero de 2010, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.262-06) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 4.426-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para tabla.

Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Chadwick, para ausentarse del país entre los días 11 y 18 de noviembre del año en curso.



--Se accede.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- En relación con la Cuenta, señor Presidente, deseo plantear algo respecto del proyecto de ley que suspende indefinidamente la inscripción de taxis colectivos en el Registro Nacional de Transporte de Pasajeros.



En realidad, fue aprobado en forma distinta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por cinco años.

El señor NOVOA.- No sé qué se podría hacer para cambiar el resumen de la iniciativa, porque allí se usa el adverbio “indefinidamente”. Si este se elimina, la frase correspondiente quedaría “suspende la inscripción de taxis colectivos...”.



Desconozco si ello tiene alguna importancia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se pedirá a la Secretaría que, si puede hacerse, efectúe el cambio. Si no, tal vez en el momento de la promulgación de la ley, el Gobierno pueda realizarlo.

El señor NOVOA.- Perfecto.



En cuanto a la otra materia a la cual quería referirme, prefiero que lo haga la  Senadora señora Rincón, quien me va a interpretar plenamente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, solicitamos recabar el asentimiento de la Sala para discutir en general una iniciativa que se aprobó en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones hace un rato. Se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece que a cada región administrativa corresponda una zona primaria de servicio telefónico local.



En el fondo, significa que se reducen las zonas de larga distancia en el país para que esta no exista en una misma Región.

El señor BIANCHI.- Intrarregión.

La señora RINCÓN.- Así es.



La idea es que en el futuro habrá solo una zona.



Solicitamos que se autorice discutirlo en general hoy, a fin de despachar el segundo informe el próximo martes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Veremos si alcanza el tiempo, porque también hay una solicitud de la Comisión de Constitución para analizar, luego del proyecto número 1, el que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos.

La señora RINCÓN.- Habrá informe oral.

El señor PIZARRO (Presidente).- En este último caso sí, pero en el otro no hay informe. 



Esperemos que llegue el informe, para saber si tenemos tiempo. De ser así lo incluimos en la tabla.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, el informe de la Comisión de Transportes lo va a entregar verbalmente el Senador señor Chahuán.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señora Senadora, no es tan así la cosa porque tenemos otros proyectos. Ignoro la urgencia de este asunto.



Estamos tratando de ordenar la tabla con los acuerdos que ya adoptamos.



Ayer quedamos sin tratar la iniciativa que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, que se ha ido postergando. Además, tenemos esta otras dos peticiones. Si hay tiempo los despachamos todos.

)----------------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Quiero, en nombre de la Sala, y en especial de los Senadores señores Ruiz-Esquide y Pérez Varela, saludar a los alumnos del Colegio Manuel Blanco Encalada, de los Ángeles, presentes en las tribunas.





--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, solicitar el acuerdo para discutir en general y en particular el proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, podríamos acceder a lo solicitado por la Comisión.

El  señor TUMA.- No.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el Reglamento establece que el primer informe puede contener discusión general y particular si lo piden cinco señores Senadores, lo cual no significa que no haya segundo informe. Se hace una discusión más a fondo en el primer informe, pero eso no es óbice para el segundo informe.



Hago la aclaración, porque, al parecer, el Senador señor Tuma pensaba que se estaban saltando trámites. No es así.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se puede omitir el segundo informe con acuerdo unánime de la Sala.

El señor NOVOA.- No se trata de evitar la discusión particular, pues esta se lleva a cabo en el primer informe.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entiendo lo que plantea, señor Senador. Pero también puede darse la situación de que, por acuerdo unánime del Senado, se resuelva discutir un proyecto en general y en particular a la vez.

El señor NOVOA.- Pero no es lo que se está pidiendo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador señor Tuma, ¿se allana a la petición?

El  señor TUMA.- Señor Presidente, no tengo inconveniente en dar celeridad al trámite del proyecto. 



Hay un compromiso para que esta iniciativa sea despachada en forma rápida. Pero no se trata solo de ese compromiso, pues necesariamente tiene que pasar por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Lo que estamos haciendo en la de Derechos Humanos es que, una vez aprobado en general el proyecto en la Sala, vuelva a esta última y se tramite después a la Comisión de  Constitución.



No es apropiado aprobar un proyecto en general y en particular, cuando hay la necesidad de que vaya a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

El señor PIZARRO (Presidente).-Si quiere insistir, Honorable señora Lily Pérez, puede hacer llegar su petición por escrito a la Mesa, con la firma de cinco Senadores, para proceder como lo ha planteado.

)------------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, en primer lugar, solicito que se abra plazo para presentar indicaciones al proyecto del Transantiago entre hoy y mañana, a fin de introducir algunas indicaciones del Ejecutivo.



Y, en segundo término, pido que se permita a la Comisión de Salud funcionar simultáneamente con la Sala, entre las 17 y las 18, para tratar el proyecto de ley sobre responsabilidad jurídica por la acción de animales potencialmente peligrosos.

El señor PIZARRO (Presidente).- En cuanto a lo primero, del proyecto sobre el Transantiago, ¿habría acuerdo para fijar como plazo para formular indicaciones el lunes 15, a las 12, en la Comisión?



Acordado.



Y respecto del funcionamiento de la Comisión de Salud en paralelo con la Sala, entre las 17 y las 18, solicito la anuencia de la Sala para ello.



Acordado.

)-----------------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, pido solicitar el acuerdo del Senado  para desarchivar el proyecto sobre valoración y protección de los glaciares, materia ya incorporada a la ley, a la institucionalidad ambiental y también a las tareas del Ministerio de Obras Públicas. 



Por lo tanto, hay elementos más que necesarios como para que tal iniciativa vuelva a su trámite legislativo, máxime cuando fue aprobada en general por la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para la solicitud del Senador señor Horvath? 



Acordado.



Se procederá a su desarchivo.



V. ORDEN DEL DÍA

BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse en el  proyecto  de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.387, sobre bonificación por retiro voluntario de funcionarios municipales, con segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, y urgencia calificada de  “discusión inmediata”.
--Los antecedentes sobre el proyecto (7216-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 61ª, en 26 de octubre de 2010.


Informes de Comisión:


Certificado de Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, sesión 65ª, en 9 de noviembre de 2010.


Certificado de discusión en particular de Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, sesión 66ª, en 10 de noviembre de 2010.


Discusión:



Sesión 65ª, en 9 de noviembre de 2010 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto se aprobó en general en la sesión del día de ayer y cuenta con un certificado de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, las que dejan testimonio de que no se formularon indicaciones al texto aprobado en general por la Sala, razón por la que dio su aprobación en particular a la iniciativa en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, respecto de esta iniciativa se acordó tramitarla en las Comisiones de Gobierno y de Hacienda, unidas, las que la analizaron en el día de hoy.



Fue aprobada por unanimidad.



Pedimos, entonces, que ojalá sea despachada cuanto antes, porque los trabajadores municipales la están esperando con mucha ansiedad.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solo deseo ratificar mi apoyo.



Entiendo que en esta ocasión los recursos para cubrir la inversión son superiores a los gastos.



Quiero reconocer la voluntad de los dirigentes de la ASEMUCH, que han estado persistentemente apurando el despacho de esta normativa, que es muy importante. Se encuentra en medio de otras negociaciones del sector público. Y, junto con otros señores Senadores, queremos ir dando señales respecto de otros temas pendientes relativos a los trabajadores del sector público.



Espero que esta norma sobre bonificación se despache luego. Lamentablemente, no hay representantes del Gobierno. 



Sería bueno tener una discusión global de qué va a pasar con las bonificaciones por retiro voluntario de los funcionarios en aquellas organizaciones vinculadas a la ANEF. Es una de las discusiones que ahora se encuentran en la mesa de negociación. Y esperamos estudiar pronto tal materia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en verdad este proyecto viene a dar respuesta a una inquietud y preocupación de los trabajadores del sector público. Ha sido ampliamente discutido en el Parlamento, pero también fuera de él.



Creo que todos los legisladores hemos sido llamados por los dirigentes nacionales para darnos a conocer su preocupación, inquietud y necesidad de modificar la legislación vigente, a fin de extender el beneficio y bonificar el retiro voluntario de los funcionarios municipales.



Esta es una de nuestras deudas pendientes con el sector. Pero hay otras, las que debieran ser abordadas y discutidas por el Parlamento, pues provocan serios problemas al ámbito de las municipalidades, a sus funcionarios y, con ello, a la ciudadanía.



En consecuencia, declaro mi conformidad, mi alegría, mi respaldo a nuestros funcionarios municipales. Espero que avancemos en la mejora de sus remuneraciones y en resolver, mediante leyes, los asuntos pendientes, que causan problemas a alcaldes y trabajadores en innumerables municipios.



Por lo tanto, me siento contenta con el acuerdo de la Comisión. Y expreso nuestro apoyo al proyecto de ley y a lo que vendrá por delante en la discusión legislativa sobre la materia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, también deseo sumarme al balance positivo de la aprobación de esta iniciativa.



Creo que es muy importante que la actual Administración dé continuidad a decisiones tomadas en el mandato de la Presidenta Bachelet.



El proyecto guarda relación con una política de protección social, que fue el eje o columna vertebral de ese Gobierno desde el punto de vista de las políticas públicas, especialmente hacia un sector de funcionarios tan desfavorecido, en comparación con sus colegas del sector público. Necesariamente debe avanzarse en ello en el curso del próximo período.



Nos parece sumamente importante mantener el criterio de sostener una política de privilegio hacia sus demandas.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en particular (25 votos a favor y un pareo), y queda despachado en este trámite.

 

Votaron a favor las señoras Allende, Alvear, Matthei y Rincón y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Tuma.


--(Aplausos en tribunas).

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, ¿podría agregar mi voto afirmativo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable de Su Señoría.
LEVANTAMIENTO DE SECRETO BANCARIO EN INVESTIGACIÓN DE LAVADO DE ACTIVOS
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4426-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 37ª, en 4 de agosto de 2009.


Informe de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sesión 66ª, en 10 de noviembre de 2010.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es perfeccionar la legislación sobre persecución de los delitos de lavado de activos y financiamiento del terrorismo.



Para ello, entre otras disposiciones, se incorporan normas que fortalecen la función de la Unidad de Análisis Financiero, a fin de permitirle acceder a información sujeta a reserva bancaria, sin necesidad de contar con autorización judicial previa.



Además, se complementa el listado de delitos base de lavado de activos y se propone que los fiscales tengan la facultad de acceder a las cuentas corrientes bancarias y a toda la información que resulte pertinente, cuando investiguen operaciones financieras relacionadas con ese delito.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Patricio Walker.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la parte pertinente del primer informe de la Comisión, y es el mismo que la Cámara de Diputados despachó en el primer trámite constitucional.



Cabe señalar que el artículo 38, agregado por el número 11) del artículo 1°, y los artículos 2° y 3° del proyecto requieren, para su aprobación, los votos conformes de 21 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, como muy bien sabe la Sala, el lavado de activos y el terrorismo y su financiamiento son las lacras más graves que aquejan a la comunidad internacional. Nuestro país, lamentablemente, no está al margen de poder sufrirlas y de las nefastas consecuencias de la comisión de tales delitos.



Por ello, tanto la comunidad internacional como nuestro país se han abocado a perfeccionar la legislación que combate estos flagelos.



En el último tiempo hemos suscrito tratados internacionales y adecuado progresivamente la legislación a las más modernas técnicas investigativas destinadas a detectar aquellas conductas y desbaratar las organizaciones que las promueven. 



Nuestras obligaciones internacionales en esta materia se sustentan, esencialmente, en la participación en la OCDE y en el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI).



Señor Presidente, como todos sabemos, Chile se incorporó a la OCDE. Y en el mes de diciembre próximo nuestro país deberá concurrir a la sede de esa organización, con el objeto de informar acerca del cumplimiento de ciertas normas que le fueron exigidas. Entre ellas, el proyecto de ley que nos ocupa. Es importante, entonces, que la representación chilena pueda señalar en esa reunión que lo aprobamos en el Senado al menos en general. No sé si lo alcanzaremos a despachar en particular, porque debe ir a la Comisión y tenemos algunos reparos a su texto.



En ese contexto, la Cámara de Diputados ya aprobó una iniciativa que introduce diversas enmiendas a la ley que creó la Unidad de Análisis Financiero, con el objeto de reforzar sus atribuciones para examinar ciertas operaciones sospechosas que pudiesen estar vinculadas al financiamiento del terrorismo y lavado de activos, y de agregar a nuevos sujetos obligados a informar este tipo de operaciones, tales como bolsas de valores, sociedades anónimas deportivas, cooperativas de ahorro y crédito.



El proyecto en debate también permitiría a la Unidad de Análisis Financiero acceder a información sujeta a reserva bancaria, sin necesidad de contar con autorización judicial previa. 



Además, contempla la aplicación de un nuevo procedimiento administrativo de retención preventiva o congelamiento de activos, y establece sanciones por el incumplimiento de la obligación de reportar las operaciones sospechosas vinculadas al financiamiento del terrorismo.



Asimismo, se complementa el listado de delitos base de lavado de activos y se fijan reglas específicas para sancionarlos. 



Con este mismo propósito, se refuerzan las atribuciones del Servicio Nacional de Aduanas en sus labores de prevención.



Por otra parte, en el Ministerio Público esta iniciativa incorpora dos artículos que ya habían sido aprobados por el Congreso Nacional cuando discutimos la Ley N° 20.119, que modificó la legislación que regula el funcionamiento de la Unidad de Análisis Financiero. Sin embargo, estos dos preceptos fueron objetados en su momento por el Tribunal Constitucional, en atención a su quórum de aprobación. Por ello, debieron ser incluidos en la iniciativa que nos ocupa.



El primero de ellos permite a los fiscales, previa autorización del juez de garantía, requerir a las instituciones financieras la entrega de todos los antecedentes relacionados con cuentas bancarias, cuando investiguen los delitos establecidos en la ley que creó la Unidad de Análisis Financiero.



El segundo modifica la Ley General de Bancos, a fin de facultar al Ministerio Público, también previa autorización del juez de garantía, para requerir a las instituciones financieras, con ocasión de una investigación de lavado de activos, la entrega de todos los antecedentes sobre depósitos, captaciones u otras operaciones.



En consecuencia, esta última parte del proyecto ya fue conocida por la Sala. Ahora solo estamos subsanando la observación que nos formuló el Tribunal Constitucional.



Debo poner de relieve que la iniciativa fue informada favorablemente por la Corte Suprema, salvo en lo referido al artículo 38, que establece que le corresponderá a un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago la ratificación de las medidas de seguridad adoptadas por la Unidad de Análisis Financiero. El Máximo Tribunal estima, en cambio, que tal actuación podría corresponder, con mayor propiedad, al juez de garantía competente.



Este último punto es una de las materias que deberemos analizar durante la discusión en particular del proyecto, si esta tarde la Sala lo aprueba en general.



Hago presente que la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó la idea de legislar, en el ánimo de perfeccionar el articulado en el próximo trámite reglamentario.



Finalmente, insisto en la importancia de que Chile concurra a la próxima reunión de la OCDE con este proyecto de ley ya avanzado en su tramitación en el Senado.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero reforzar lo señalado por la Honorable señora Alvear en el sentido de la urgencia de la iniciativa.



En diciembre de este año Chile debe mostrar los avances que ha experimentado durante el período 2006-2010 en materia de legislación preventiva, persecutoria y sancionadora de lavado de activos.



Obviamente, si el proyecto no se halla aprobado, Chile va a recibir una mala calificación de carácter internacional, la que nos va a repercutir por los próximos cuatro años, pues la siguiente evaluación se llevará a cabo en 2014. Y es evidente que a nuestro país no le conviene estar mal o débilmente calificado en este ámbito.



Por otra parte, destaco que se trata solo de la votación en general, puesto que la iniciativa requiere enmiendas -el Ejecutivo se comprometió a respaldarlas- a lo menos en tres materias:


En primer lugar, modificar el nombre del proyecto. El actual induce a errores, debido a que el levantamiento del secreto bancario en investigaciones por lavado de activos ya es ley de la República.



En segundo término, establecer que, para que la Unidad de Análisis Financiero aplique el procedimiento administrativo de retención preventiva o congelamiento de activos presuntamente terroristas, dictaminado en las resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, debe existir la autorización previa -y no posterior- del Poder Judicial.



Finalmente, clarificar que la iniciativa alude solo a la información sujeta a reserva bancaria, para calificar en términos generales que la Unidad de Análisis Financiero tiene el legítimo interés de contar con dicha información, y no se refiere nunca a aquella sujeta a secreto bancario, y que, para acceder a ella, dicha Unidad debe solicitar en forma previa la autorización de un juez de corte de apelaciones, tal como lo contempla la ley vigente.



El proyecto establece que, de acuerdo a lo señalado en el artículo 154 de la Ley General de Bancos, la Unidad de Análisis Financiero podrá acceder a la información sujeta a reserva bancaria sin necesidad de contar con autorización judicial previa, por ser un organismo público con legitimidad institucional suficiente para solicitar dicha información.



En virtud de lo anterior, señor Presidente, solicito la aprobación de esta iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, discrepo de quienes me antecedieron en el uso de la palabra. No es en función del informe o de las exigencias de la OCDE que se debe legislar en esta materia. 


El punto central es otro.



Cuando organizaciones criminales incurren en lavado de activos y no existen herramientas eficaces para detectar el delito, en la práctica estamos fortaleciendo patrimonialmente a aquellas. Eso es lo que ha ocurrido.



El caso que más conozco es el del narcotráfico. Si hoy este se extiende a través de todo el territorio es porque existen redes que operan en el país. Y no tengo la menor duda de que hay un componente importante vinculado al lavado de dinero. 


Pero cabe preguntar: ¿Cuántas sentencias se han dictado en Chile en materia de lavado de activos durante la última década? Prácticamente ninguna. En gran parte ello se debe a que los organismos llamados a investigar son débiles y no cuentan con los instrumentos y mecanismos necesarios. 


Se produjo un gran avance cuando se legisló respecto de la Unidad de Análisis Financiero. Y con este proyecto se está dando un paso adicional para investigar mejor este tipo de casos, para reunir mayores pruebas, para asegurar, en definitiva, investigaciones eficaces que permitan impedir el lavado de dinero.



Chile corre un doble riesgo en esta materia. A diferencia de lo que puede ocurrir en otros lugares, nuestra economía es abierta. Las transferencias de capitales se hacen de manera rápida y expedita. Ello representa un doble riesgo.


Por eso, señor Presidente, no por las exigencias de la OCDE es importante legislar sobre el particular, sino para evitar que las organizaciones criminales se fortalezcan patrimonialmente. Esa es la cuestión de fondo. Si adicionalmente podemos rendir cuentas favorables ante la OCDE, ¡qué bien! Pero no es esa la condición para legislar.



Lo relevante es que nos protejamos como nación para que los dineros de origen ilícito no se transformen en dineros lícitos mediante el uso del sistema financiero, entre otros mecanismos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero plantear dos asuntos.



En primer lugar, creo que el país debe avanzar en la lucha contra el crimen organizado, porque ese es un valor que nos interesa.



Los argumentos de que hay que hacer las cosas pensando en la OCDE me importan poco, en verdad, por cuanto lo trascendente son nuestros estándares. Ya somos parte de la OCDE. Y nos guiaremos por los parámetros que fijemos en conjunto, pero ello no debe ser el eje de nuestro quehacer. Lo central es fijar los criterios que nos permitan luchar contra el lavado de dinero, porque detrás de tal delito opera el crimen organizado. Y eso es lo que nos preocupa.



En este punto me sumo a lo señalado por el colega que me antecedió en el uso de la palabra. 



En segundo término, no me siento en condiciones de votar a favor del proyecto por la forma en que está redactado. Me acerqué a consultarle el punto a la Senadora señora Alvear, quien informó sobre la materia, y queda claro que aquí se establece un principio, a mi juicio, tremendamente peligroso: el problema del límite.



No creo en el secreto bancario. Entiendo que hay acciones que son reservadas y otras -entre comillas-, secretas.



El Estado debe contar con los instrumentos adecuados para investigar el lavado de dinero, pero no corresponde que ello se haga según el buen entender y saber de cualquier persona. Se requiere siempre una orden judicial. ¡Siempre! Tal investigación no puede ser algo que se le ocurrió a un fiscal o que decidió la Unidad de Análisis Financiero. ¡No! 


En mi concepto, la esencia del Estado de Derecho es que se respeten ciertos procedimientos y que, en este caso, sea un juez quien autorice realizar todo tipo de investigaciones.



En consecuencia, no votaré a favor de la idea de legislar. Aquí, más que investigar el lavado de dinero, se nos pide -como idea matriz- saltarnos la autorización judicial. Y eso me parece grave.



Si en otro momento se presenta un proyecto distinto sobre la materia, no tendré problemas en respaldarlo. Pero el que nos ocupa contiene un punto que marca una profunda diferencia respecto de mi visión de lo que se debe hacer.


Entiendo que todos los miembros de la Comisión manifestaron reparos sobre el mismo aspecto. Confío en que, de haber indicaciones en ese sentido, podamos sumarnos a la iniciativa.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, desde luego, anuncio mi voto favorable al proyecto en general.



Ya hemos discutido y aprobado otras leyes similares. 



El avance que se ha producido en todas partes del mundo y en sus organizaciones -la OCDE es una de las fundamentales- hace que los países que no adoptan tales medidas queden aislados. Eso ha pasado con los paraísos tributarios, bancarios: sus cheques prácticamente no los reciben en ninguna parte del mundo. Entonces, ellos mismos han ido tomando este tipo de medidas, con el fin de perseguir los ingresos cuantiosos del narcotráfico y de algunas otras actividades ilegales. Porque se empiezan a encontrar con que ya sus platas no se las aceptan en ningún otro país. Y nosotros, que hemos avanzado mucho en materia de transparencia, también tenemos que adecuarnos a esas leyes.



Sin embargo, estoy completamente de acuerdo con lo que han manifestado los miembros de la Comisión en el sentido de que la entrega de antecedentes debe contar con la autorización del juez de garantía -de eso no me cabe duda alguna-, ya que él está para dar garantía del respeto de la Constitución, de la ley y de todos los derechos de los ciudadanos.



Por eso, voto a favor, con la seguridad de que en las indicaciones, para las que seguramente se va a fijar un plazo, podrá corregirse la situación de excesiva permisividad que se le otorga a la Unidad de Análisis Financiero.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ciertamente voy a concurrir, como el resto, a aprobar en general este proyecto de ley, que es importante. 



Me permito, sí, discrepar de algunos de mis colegas, porque creo que no es menor -o indiferente- que un organismo como la OCDE nos exija ponernos al día en ciertas instituciones básicas. Uno debería hacerlo por sí solo, sin necesidad de que un organismo internacional o un tratado lo requirieran. Pero ha quedado demostrado muchas veces, en Chile y en otros países, que son precisamente estos instrumentos internacionales, que nos exigen ciertos estándares mínimos -algunos dirán “civilizatorios”- para poder entendernos, los que hacen que las sociedades legislen y avancen en determinadas materias que, de lo contrario, tal vez podrían tomar más tiempo. Por cierto, estamos de acuerdo en que lo ideal sería hacer esto por nuestra propia iniciativa.



Entonces, creo que estas medidas y disposiciones son bienvenidas desde todo punto de vista.



Se pregunta cuáles son los beneficios de que Chile sea miembro de la OCDE. Uno de los argumentos principales que, según recuerdo, se dieron hace 12 ó 15 años, cuando comenzamos este proceso, fue decir que como miembro de esa organización al país le ponen exigencias en una serie de temas: la forma en que lleva las estadísticas nacionales, la manera en que se entienden ciertas políticas públicas, y, entre otras cosas, el tipo de legislación de que se dispone para hacer frente a problemas que no son solamente nacionales, sino también internacionales. 



El ejemplo que da el Senador Orpis es muy claro: el narcotráfico no es un problema puntual de un país. Para poder combatirlo se requiere una acción colectiva, mancomunada, con legislación internacional que permita que distintos Estados puedan coordinarse. Y en cuanto al lavado de dinero  cabe señalar que el acceso a los movimientos de capitales es completamente inútil si se hace en un punto particular del océano y no en todos los países del mundo.



Pero ello no es válido solo respecto del lavado de dinero. También deberíamos tener nuestra propia conciencia nacional en cuanto a cómo actuar en lo relativo al medio ambiente. Y no es menos cierto que los tratados internacionales, las convenciones, nos exigen estándares que nos ayudan a empujar, y nos estimulan, si se quiere, a avanzar más rápidamente.



Pongo otro caso: el laboral, que va a ser un tema en la agenda internacional en poco tiempo más. Así como ocurre hoy con el medio ambiente, en que se nos exige un tipo de economía y de relaciones con el entorno, pronto se nos obligará a tener una forma de producir y de exportar con estándares laborales más altos. Y, si nosotros no lo hacemos por nuestra cuenta, como lo estamos realizando hoy día, por ejemplo, cuando hemos ido tomando conciencia del drama que se vive en la minería, nos lo van a recordar desde fuera. 



La pregunta es si somos capaces de avanzar más rápido nosotros mismos o vamos a tener que esperar a que países más fuertes, con democracias más desarrolladas, con sociedades civiles más decentes, impongan sus normas. Yo esperaría que lo hiciéramos nosotros por nuestra cuenta. De lo contrario, van a ser nuevamente las OCDE del mundo las que nos van a imponer el tipo de estándares que requerimos en estas materias.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, comparto que la razón por la cual debemos legislar en este ámbito es la necesidad de que Chile tenga normas claras respecto del lavado de dinero y, también, del financiamiento del terrorismo internacional. Si bien este último no es -hasta donde se sabe- muy relevante entre nosotros, lo primero sí pareciera haberse incrementado en los últimos años.



Independientemente de eso, creo que, si hay compromisos internacionales, ello puede hacer que esta decisión como país la concretemos en forma más acelerada. Pero, por cierto, el mérito principal de tomar una medida de esta naturaleza tiene que ver con la necesidad de que Chile concurra en el combate al lavado de dinero y a este tipo de operaciones encubiertas que, en definitiva, no solo distorsionan el funcionamiento de la economía, sino que entrañan actitudes delictivas de carácter internacional respecto de las cuales tenemos que poner la mano firme.



Las normas que aquí se plantean parecen razonables: se amplía el ámbito de las operaciones sospechosas, se incrementa el universo de personas naturales y jurídicas que tienen obligaciones de informar, se mejoran los procedimientos administrativos para la retención preventiva de los activos, se dan mayores atribuciones al Ministerio Público, se agregan delitos que son base precisamente de actitudes como las de lavado de dinero, en fin. Me parece que, en lo fundamental, hay un perfeccionamiento de estas normas.



El resultado práctico -y esa fue una información que nos entregaron en la Comisión- es que, gracias a la legislación y a las modificaciones que se han ido estableciendo, la cantidad de casos que se están procesando es muy alta. Este año nos hablaban de que ya había una cantidad importante de personas procesadas y formalizadas por estos delitos. Y hasta septiembre recién pasado hay ya siete u ocho condenados por lavado de dinero en Chile, una situación probablemente nueva. 



Quizá no es que se hayan incrementado estos delitos, sino que ahora, con los instrumentos legislativos diseñados, por la existencia de la Unidad de Análisis Financiero, se detectan, se conocen casos que son motivo de investigación y sanción judicial.



Por lo mismo, es muy importante seguir avanzando en este camino, fijando nuestras propias pautas y normas para combatir esta situación, que obviamente es del todo inconveniente.



Ahora, la solicitud de autorización judicial me parece que es un punto que podemos analizar en detalle en la discusión en particular.



Por eso, señor Presidente, soy partidario de aprobar esta iniciativa, por su contenido y porque nos sirve además para ir fijando nuestro comportamiento ante estándares internacionales que también debemos tener presentes.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor NOVOA.- ¿Requiere quórum especial el proyecto?

El señor LARRAÍN.- Sí.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Efectivamente, es de quórum orgánico constitucional.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Matthei y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Letelier.
El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Honorables señores Bianchi y Cantero.



Corresponde fijar plazo para la presentación de indicaciones. 

El señor LARRAÍN.- Tiene “suma urgencia”, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, propongo el lunes próximo, a las 12.



--Así se acuerda.
APORTE EXTRAORDINARIO A FONDO COMÚN MUNICIPAL Y COMPENSACIÓN A COMUNAS AFECTADAS POR TERREMOTO
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que efectúa un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal y compensa menores ingresos de comunas afectadas por el terremoto y maremoto del 27 de febrero de 2010, con urgencia calificada de “suma”, e informe de las Comisiones unidas de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7262-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 65ª, en 9 de noviembre de 2010.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, sesión 66ª, en 10 de noviembre de 2010.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es efectuar, por una sola vez, un aporte extraordinario de diez mil millones de pesos al Fondo Común Municipal para ser distribuidos a todos los municipios del país y disponer recursos por la misma cantidad, también por una sola vez, que se distribuirán entre los municipios de las Regiones afectadas por el terremoto.



Las Comisiones unidas de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda discutieron este proyecto solamente en general, y aprobaron la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Lagos, Pérez Varela y Sabag.



El texto del proyecto que se propone aprobar en general se consigna en el primer informe de las Comisiones unidas.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, este es un proyecto muy importante y urgente, mediante el cual se inyectan diez mil millones de pesos al Fondo Común Municipal para ser distribuidos entre todas las municipalidades del país, y otros diez mil millones de pesos que se distribuirán entre las comunas de las Regiones afectadas por el terremoto, esto es, de Valparaíso, del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule, del Biobío, de La Araucanía y Metropolitana de Santiago.



Y digo que es urgente, porque, obviamente, los municipios tienen compromisos en función de estos dineros, de los cuales una parte significativa es para paliar la disminución de ingresos que han tenido durante el presente año como consecuencia del terremoto y maremoto. Con ellos podrán ponerse al día con muchos de sus proveedores.



Por lo tanto, me permito sugerir a la Sala la aprobación de esta iniciativa, de tal manera que las entidades edilicias cuenten cuanto antes con tales recursos.



He dicho

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en nombre de las Comisiones unidas de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, paso a informar el proyecto que efectúa un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal.



A la sesión concurrieron, además sus miembros, de parte de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo el Jefe de la División Jurídica, el Jefe de la División de Municipalidades y el abogado señor Álvaro Villanueva.



Como se ha señalado, la iniciativa tiene por objeto efectuar, por una sola vez, un aporte extraordinario de diez mil millones de pesos al Fondo Común Municipal, para ser distribuidos a todos los municipios del país, y disponer recursos por la misma cantidad -otros diez mil millones de pesos-, también por una sola vez, que se distribuirán entre las entidades edilicias de las Regiones afectadas por el terremoto del 27 de febrero, con el fin de compensar sus menores ingresos por permisos de circulación, impuesto territorial y derechos de aseo.



Al respecto, quiero señalar también que muchos municipios se hallan hoy en una situación económica muy aflictiva, porque efectuaron con sus propios recursos muchos gastos derivados del terremoto y posterior maremoto. Y no han recibido una compensación del Ejecutivo para enfrentar dichos egresos.



Por lo menos aquí va una distribución -diría- proporcional en parte a los gastos que ellos ya efectuaron.



Entregamos, además, el detalle correspondiente a cada uno de los municipios compensados.



Señor Presidente, el proyecto es muy urgente. El Gobierno tiene el propósito de cancelar dentro del año estos dineros, para lo cual solicita que lo despachemos ojalá en esta misma sesión.



En la Comisión acordamos pedir la aprobación en general y en particular, pues el único que tiene iniciativa en esta materia es el Ejecutivo. De modo que cualquier plazo que demos -uno, dos días- solo atrasará la entrega de los recursos.



Por lo tanto, si existe voluntad sobre el particular, lo podremos despachar tanto en general como en particular, porque, como digo, los parlamentarios no tenemos iniciativa acerca de este tipo de proyectos.



Por último, la iniciativa fue aprobada por los Senadores señores Bianchi, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Lagos, Pérez Varela y quien les habla.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, no cabe duda de que estos 20 mil millones para los municipios ayudan. No hay discusión en ello.



Pero el año pasado las entidades edilicias recibieron 30 mil millones de apoyo, por sobre lo que estaba inicialmente establecido en la Ley de Presupuestos. De manera que esta decisión del Ejecutivo está lejos de lo que las municipalidades necesitan.



Y quisiera poner un ejemplo muy concreto.



En el informe de las Comisiones unidas, que los señores Senadores tienen en sus escritorios, viene el caso de Sagrada Familia, que por efecto de ambos ingresos recibirá un total de 42 millones. Sin embargo, este municipio ha gastado 670 millones de pesos.



Entonces, para aquellas comunas, especialmente las afectadas por el terremoto y maremoto, el monto que se propone es muy poco. De manera que, en tal sentido, no quisiera que nos engañáramos.



Naturalmente, concurrimos a aprobar el proyecto, entre otras razones, porque estamos muy lejos de lo señalado por la señora vocera de Gobierno esta mañana, a quien voy a citar textualmente, en que “lamenta que la Concertación haya optado por la destrucción”. Y ha concluido este razonamiento diciendo que “espera que la Concertación no siga en la guerra sucia”.



Francamente, esta me parece una declaración...

El señor NAVARRO.- ¡De guerra!

El señor ESCALONA.-...enteramente desproporcionada y fuera de la realidad.



Señor Presidente, deseo apelar aquí al esfuerzo que realizamos con nuestros colegas de la Coalición por el Cambio, hoy en el Gobierno, en los días anteriores con respecto al proyecto de Ley de Presupuestos. Estuvimos días enteros trabajando, más de una semana, incluido el fin de semana, con el propósito de darle al país la Ley de Presupuestos que se necesita.



Por consiguiente, las declaraciones de la señora vocera de Gobierno no colaboran en nada al clima de una relación política mínimamente normal que debe haber entre los partidarios de la actual Administración y los de Oposición. No tiene ningún sustento.



El país es público testigo de todo el enorme esfuerzo que hicimos para sacar adelante el proyecto de Ley de Presupuestos. Y resulta que hoy en la mañana la señora vocera nos dice que estamos en una guerra sucia.



Claro, hay Senadores que se ríen acá por lo descabellado de la afirmación. Pero, Honorables colegas, yo no lo encuentro para la risa. Lo veo como un intento sistemático de difamación hacia la Oposición. Y no me resulta de ninguna manera justificable.



Me explico.



Yo ahora digo: “Mire, el año pasado se dieron 30 mil millones, y hoy se otorgan 20 mil millones”. Estoy haciendo una crítica, y en un rato más tendremos una declaración que dirá que sigue la guerra sucia.



Señor Presidente, este es un esfuerzo constante para evitar que haya una crítica política, porque puede que existan áreas de fuertes discrepancias. Y debiésemos entender que en democracia eso va a ocurrir.



Entiendo que en estos días haya un área que exacerba las pasiones, que es la situación acontecida con el fútbol. Quién hubiera pensado que el fútbol se iba a transformar en un fenómeno de división nacional, cuando toda la literatura, la historia, la tradición y la voluntad de los deportistas lo sindica como factor de unión. Aquí, en la últimas semanas, ha ocurrido exactamente lo contrario. 



Pero no por una diferencia la señora Vocera, con el respaldo de los medios de comunicación que le son afines, nos puede acusar de hacer una “guerra sucia”. Yo estoy reclamando ahora, pero estoy seguro de que mis declaraciones no saldrán en ninguna parte, a diferencia de las de la señora Von Baer, que aparecen en todos los medios de comunicación. 



Entonces, aquí hay un abuso y una falta de respeto. Francamente, los parlamentarios de la Concertación no esperábamos un trato de esta naturaleza en lo que se refiere al vínculo entre las fuerzas de Gobierno y las de Oposición, en una sociedad democrática como la que hemos venido reconstruyendo desde hace 20 años. 



Volviendo a mi razonamiento inicial, resulta ilógico e imposible votar en contra del proyecto de ley, porque se trata de 20 mil millones de pesos. Pero en las Regiones que representan acá los Senadores señor Zaldívar, señora Rincón, señores Coloma, Larraín, Sabag, Ruiz-Esquide y Letelier (este último, en el caso de la Sexta), todo el primer esfuerzo luego del terremoto y el tsunami lo hicieron los municipios, y estos recursos no les devuelven lo que han gastado. 



Diez minutos antes de que comenzara la sesión, me encontré, por casualidad, con el Alcalde de Sagrada Familia, quien anda  con las cuentas en la mano, incluso con las boletas... ¡No se ría, Senador Prokurica! ¡Si es verdad! Anda con sus cuentas, que demuestran que gastó exactamente 670 millones de pesos. Y ahora, con esto, le devolverán 42 millones. 



Por eso, siento que no estamos logrando responder, finalmente, a lo que el país espera en este momento. Y no creo que este sea un problema de financiamiento, porque, como bien señala el artículo 8° de la iniciativa, el mayor gasto será financiado con recursos consultados en la Partida del Tesoro Público. Es decir, ni siquiera se trata de una reasignación, sino de fondos que el país tiene. Y es evidente que, desde el punto de vista de las cuentas fiscales, Chile se halla en condiciones de hacer un mayor esfuerzo. 



He dicho. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el proyecto que nos convoca dice relación a lo municipal.



Y me voy a centrar en lo que realmente estamos discutiendo. 



Efectivamente, comparto que existen muchos municipios que se vieron afectados producto de la catástrofe y que, con toda probabilidad, este aporte no les sea suficiente. 



Son dos fuentes de financiamiento distintas. Pero los que reciban dineros por la segunda también tienen derecho a recibir fondos de la primera. La compensación se va a distribuir entre las comunas que han obtenido menores ingresos por concepto de contribuciones y de patentes comerciales correspondientes a casas y locales que resultaron destruidos a causa del terremoto. Sin embargo, esas localidades también van a tener participación en el aporte extraordinario que se distribuirá entre las 354 municipalidades existentes. 



Me quiero valer de esta oportunidad, señor Presidente, para volver a reiterar la urgente necesidad de efectuar una profunda reforma en materia municipal en Chile. 



Y, aunque ahora voy a aprobar la iniciativa, tal como lo hice hoy en la mañana en las Comisiones unidas, no me parece que debamos seguir entregando importantes sumas de dinero a municipios no eficientes, que tienen corporaciones absolutamente colapsadas o que han realizado inversiones innecesarias, posibilitándoles tapar de nuevo una mala gestión con este nuevo aporte, el cual es importante para aquellos que sí son eficientes y han hecho una buena administración de sus recursos. 



En el caso de las comunas afectadas por el sismo, es obvio que el proyecto requiere urgencia y una pronta aprobación -a la cual nosotros vamos a concurrir con nuestros votos-, pero en los otros los dineros ingresan, se registran modificaciones presupuestarias -se pasan de un ítem a otro-, sin que haya ningún seguimiento de lo que se hace con ellos. Al final, nadie sabe en qué terminan siendo gastados. Y no se logra una administración eficiente cuando no se ejerce un control sobre la forma en que los municipios efectúan sus distintos gastos. 



En mi opinión, se debe apuntar a una reforma completa. Así me lo hicieron ver en la mañana los representantes del Ejecutivo cuando se mencionó el asunto en las Comisiones unidas, señalándome que venía pronto -espero que muy pronto- una profunda transformación orientada a tener municipios mucho más autónomos y eficientes y corporaciones menos colapsadas económicamente que las de ahora. Debe de haber dos o tres en el país que están bien; todo el resto exhibe deudas de arrastre; problemas con proveedores (en el caso de la salud primaria, con medicamentos de primera necesidad); en las que tienen salud, atención al menor y educación, todo sale de un solo fondo. 



Aquí, sinceramente, falta una profunda modificación. Y me valgo de esta oportunidad para volver a pedir al Ejecutivo que la plantee lo antes posible. 



Reitero que votaremos a favor del proyecto, aunque, desafortunadamente, no vamos a tener un control ni a saber en qué serán gastados estos importantes dineros en los municipios no afectados por la particular tragedia provocada por el terremoto y maremoto, sin perjuicio de que nos gustaría que se hiciera un seguimiento para saber, después de un año, la manera como se han gastado.



Gracias, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que cada vez que nos toca aprobar un proyecto que entrega recursos a los municipios, uno dice, bueno, al final, “peor es mascar laucha”. Porque, como dijo el señor Esteban Maturana, dirigente de la CONFUSAM, solo por efecto del terremoto se produjo un mayor endeudamiento de la Central Nacional de Abastecimiento (CENABAST) de 10 mil millones. 



Y los municipios de mi Región se hallan altamente endeudados. No se les ha pagado desde marzo. El Comandante Ramírez, en una reunión en la que estuvieron presentes el Diputado Ortiz,  el Senador Sabag y el que habla, les dijo: “Endéudense para enfrentar la crisis”. Y ellos obedecieron la orden del general que estaba a cargo de la zona de catástrofe y se endeudaron. Contrataron camiones para retirar escombros y transportar agua potable a los cerros de Talcahuano. Y hasta el día de hoy no se les paga a sus dueños por el servicio prestado. Las facturas y las demandas llegan a los municipios. 



Decirle a Talcahuano que va a recibir 113 millones 896 mil pesos producto de esta asignación es un chiste cruel. 



Algunos dirán: “Navarro igual votará a favor”. Y la verdad es que igual vamos a votar a favor de esta limosna, señor Presidente, que resulta absolutamente insuficiente. Vino aquí el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades y les planteó a los parlamentarios el grado de endeudamiento de las municipalidades.



Ya lo señaló el Senador Escalona: la Presidenta Bachelet puso 30 mil millones el año pasado. Y no hubo terremoto. 



El problema es que nada de lo que expresamos sobre esto sale en la prensa. 



El Ministro Golborne dijo hoy que la acusación de intervención en la ANFP era igual a lo que ocurrió en el caso Spiniak, que afectó al Senador Novoa. Varios hemos opinado que sería bueno investigar para que se aclarara la situación del fútbol chileno, pero nada ha salido. Y nada va a salir de lo que se ha planteado en este debate. Solo se informará que son 20 mil millones de pesos, haciéndole creer a la gente que reclama ante los municipios que ahora ellos tienen plata. 



¡No ha llegado un peso a los municipios, señor Presidente! Y además los alcaldes son discriminados. En la Región del Biobío la Intendenta tiene favoritos y no favoritos. En algunos casos, cuando sale a recorrer los cerros, ella entrega directamente las cargas familiares y los subsidios habitacionales, sin avisar a los jefes comunales: ni al Alcalde de Lota, ni al Alcalde de Talcahuano. Y encima después les echa la culpa por ineficientes.



Por eso, estamos en el peor de los mundos. 



Coronel, 91 millones de pesos; Chiguayante, 108; Florida, 35; Talcahuano -lo dije-, 113; Tomé, 72. 



Siento que con esto no resolvemos el problema y ayudamos a mantener la popularidad del Presidente de la República, aunque él afirme que no la busca. Yo creo que un Presidente que no persiga la popularidad no merece ocupar el cargo. Porque, claramente, ella es un reflejo de la acción positiva de un Gobierno y se usa como índice mundial. Cuando Sarkozy obtiene 30 por ciento de aceptación y 70 por ciento de rechazo, en Francia se dice que hay problemas en su Administración. Por lo tanto, la popularidad siempre es un índice de gestión, de evaluación, de eficiencia, del cariño del pueblo hacia su Presidente.



Considero que la reconstrucción ha sido mal evaluada porque, entre otras cosas, los alcaldes no han podido cumplir.



Pregunté si la Asociación Chilena de Municipalidades fue consultada, pues no aparece en el informe. O sea, discutimos la entrega de 20 mil millones de pesos para los municipios y me dicen que se analizó en una sesión fugaz en la que no se consideró su opinión. 



Con esta forma de legislar, señor Presidente, estamos excluyendo el parecer de los beneficiarios. Yo quisiera tener en el informe de las Comisiones unidas de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda la voz de los municipios. ¿Y con qué me encuentro? Con un listado de números.



Me parece que estamos actuando de manera precipitada y excluyente. 



Hubiera querido contar con un informe sobre el endeudamiento municipal. Como dijo Claudio Arriagada, Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, se necesitan, de partida, 30 mil millones para enfrentar los déficits en materia de salud primaria. ¡30 mil millones! Sin contar otros 10 mil millones para la CENABAST. Estamos lejos, por supuesto, del endeudamiento que se produjo a raíz del terremoto.



Además, señor Presidente, estamos discutiendo este proyecto sin ningún Ministro y sin ningún Subsecretario.

El señor NOVOA.- El Subsecretario de Desarrollo Regional está afuera.

El señor NAVARRO.- Se busca lanzar un salvavidas a los municipios, que son los que están en contacto directo con la ciudadanía. Y se pretende hacer creer que con esto vamos a resolverles sus problemas.



Aquí le hablamos un poquito al aire. ¡No hay ni un Ministro, ni un Subsecretario, para discutir un proyecto de ley que, teóricamente, subsana... 

El señor COLOMA.- ¡Hay un Subsecretario afuera!

El señor NAVARRO.- ¡Pero no lo voy a dejar entrar!

El señor COLOMA.- ¡Ah, entonces!

El señor NAVARRO.- Los Senadores Coloma y Novoa se dieron el lujo de dejar afuera a muchos Subsecretarios y de criticar a todos los Gobiernos de la Concertación porque sus Ministros no acudían al Parlamento a discutir los proyectos. Y a ellos quiero decirles que sus Ministros vienen menos. Llevamos cerca de 7 meses con la nueva Administración y nunca se aparecen por el Congreso. Sin embargo, Sus Señorías guardan silencio.



¡Antes exigían, acusaban, denostaban en relación con la presencia de los Ministros! Y hoy no se halla ningún Ministro ni Subsecretario -tal vez podríamos llegar a acuerdo para el ingreso del que está afuera de la Sala- para preguntar por qué son 20 mil millones de pesos y no más.



Nos ponen de rodillas. Yo le pregunto al Presidente de la Comisión de Hacienda del Senado y Presidente de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, señor Camilo Escalona, qué vamos a hacer. ¿Se cumple el protocolo con esto? Yo lo firmé, como Presidente del MAS, porque quiero contribuir. 



Creo que el llamado a la unidad política formulado por el Presidente Piñera para salir adelante en medio de la catástrofe debe ser acogido. El debate político es otro. Por eso los dichos de la Ministra Von Baer están fuera de todo contexto y son repudiables. Si quiere guerra, la va a tener. La Oposición debe aprender a hacer oposición. Pero la verdad es que nadie en Chile quiere guerra; lo que se quiere es que haya trabajo, realizaciones, acción conjunta. 



Lo del fútbol es un episodio odioso -nos hemos farreado una dupla de oro- que va a afectar mucho la imagen que Chile consiguió con el rescate de “los 33”. 



Pero ese es tema de otro debate. Aquí nos hallamos discutiendo si los recursos destinados alcanzan o no para cubrir el déficit municipal. Y yo afirmo, de manera categórica, que son absolutamente insuficientes para saldar los gastos que el Gobierno pidió hacer a los alcaldes de la Región del Biobío y que hasta hoy no son resarcidos.



Entonces, no estemos con cosas. ¡Esta plata es insuficiente! ¡El informe es insuficiente! 



Y, en especial, creo que el Gobierno puede más. Mi pregunta es por qué no da más pudiéndolo hacer. Porque el Tesoro Público posee los recursos.



Hoy nos encontramos con la noticia de que el cobre subió a cuatro dólares la libra. ¡Precio histórico! Y algunos auguran que va a llegar a cinco dólares. 



¿Le faltan recursos al Estado? 



¿Es posible que se siga haciendo padecer a los alcaldes la agonía de la demanda por servicios que no pueden satisfacer?



Claudio Arriagada habló en esta misma Sala en nombre de alcaldes de la Coalición por el Cambio, de la Concertación, comunistas y también independientes y dijo que todos ellos coincidían en que estaban asfixiados frente al no envío de nuevos recursos.



Si la política será asfixiar a los municipios y tener mucha publicidad y prensa para decir que se entregarán 20 mil millones, ocultando que resultan absolutamente insuficientes para cubrir las demandas, necesidades y deudas de los municipios -en particular, los de la Región del Biobío-, uno debiera rechazar este proyecto a fin de dar una señal en cuanto a que esa es una situación que no nos gusta, pero, como “algo es algo”, por cierto que lo vamos a apoyar.





Todavía no aparece el Subsecretario en la Sala, señor Presidente. Alguien podría ir a rescatarlo.

El señor ORPIS.- ¿Le va a permitir la entrada?

El señor NAVARRO.- Por esta vez, porque queremos escucharlo.



Porque, claramente, necesitamos una explicación, una explicación política.



Discutimos el proyecto de Ley de Presupuestos en la Comisión Mixta y el Gobierno fue inflexible. Paradójicamente, durante los años de la Concertación muchas veces fui contradictor. Pero ahora, la verdad, a la Directora de Presupuestos no le entran balas. Todos los Directores de Presupuestos están cortados por la misma tijera. El señor Alberto Arenas, lo mismo; la nueva Directora, lo mismo.jera:o le entran balas. Y to es algo que69).l señor Sergio Cereceda Leins como del mismo señor Venegas.erfectaba 







El señor LARRAÍN.- ¡Que no eran del mismo partido...!

El señor NAVARRO.- Yo pensaba que había llegado un Gobierno que venía a instalar “la nueva forma de gobernar”. Pero, hasta ahora, se está comportando más o menos igual, porque los alcaldes siguen recibiendo un portazo. El año pasado fue un portazo de 30 mil millones, sin terremoto. Este año hay terremoto y maremoto, pero el monto propuesto no va a resolver los problemas en las zonas afectadas. Al contrario, los agravará, porque la gente piensa que el Gobierno soluciona las dificultades cuando envía más recursos. Pero, en este caso, ellos son insuficientes. 



Por lo tanto, les vamos a causar más inconvenientes a los alcaldes, porque los acreedores, notificados por la prensa de que los municipios recibirán más recursos -lo que es correcto, porque eso es lo que ocurrirá- rápidamente se apersonarán en ellos para ir a cobrarles sus deudas. Los camioneros, los proveedores, van a hacer fila, pero los ediles van a tener que responder lo mismo: “¡Lo siento! No es plata para eso”. Entonces se dirá: “Usted nos miente, señor Alcalde, porque el Congreso y el Presidente informaron que mandaron los recursos. Usted no nos quiere pagar”. Y se producirán graves problemas.



Señor Presidente, esperaba una explicación del Gobierno durante el debate de este proyecto. La vamos a obtener en la Sala durante la discusión del Presupuesto. Ahí acudirán los Ministros y la vamos a pedir. Por ahora tendremos que conformarnos con un monto que resulta insuficiente. Pero estamos obligados a votar a favor. 



Yo hubiera esperado una explicación ahora, para haber tenido el contexto en el cual voy a aprobar la iniciativa. 



¡Patagonia sin represas!

El señor COLOMA.- ¡Necesitamos represas para financiar los municipios, señor Senador...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, no había solicitado autorización para que entrara a la Sala el Subsecretario de Desarrollo Regional porque nadie me lo había pedido. Pero hace un minuto el Honorable señor Sabag lo hizo en representación de los “Senadores de Gobierno”, así que ahora podríamos permitir el ingreso del señor Miguel Flores.



Había ingresado antes, a sugerencia del Senador Orpis, pero le tuve que pedir que volviera a salir. De modo que, si no hay objeción, le podemos solicitar ahora que entre a la Sala en gloria y majestad.

El señor LETELIER.- Me opongo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lamentablemente, no hay acuerdo.



En un rato más voy a volver a solicitarlo.

El señor NAVARRO.- ¡La oposición es contra el Senador Sabag...!

El señor SABAG.- ¡Así es...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, les quiero proponer lo siguiente.



Hay otras materias en tabla. Se supone que este proyecto venía con unanimidad y, además, con el acuerdo de votarlo en general y en particular. Entiendo que esa era la propuesta de las Comisiones unidas. 



¿No es así, Senador Sabag?

El señor SABAG.- Efectivamente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Siendo de esa forma, como hay varios oradores inscritos, les sugiero abrir la votación para que Sus Señorías puedan ir votando en general y en particular a la vez.

El señor NOVOA.- No doy mi acuerdo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo.



Las Comisiones unidas planteaban votarlo en general y en particular

El señor NOVOA.- Es solo votación general.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, yo no tengo problema. Solamente estoy tratando de facilitarle la vida al Gobierno y no de complicársela.

El señor NOVOA.- En la relación se hizo hincapié en que la votación era solamente en general. 



Pero tampoco tengo problema. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Era una solicitud que me habían hecho. 



Entonces, seguimos con la discusión general.

El señor NOVOA.- En general y en particular. Yo no me opongo.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para votar el proyecto en general y en particular?

El señor LETELIER.- No.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo.



Por lo tanto, continuamos con la discusión general. 
El señor COLOMA.- ¿Pero puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Me han solicitado que abra la votación.



Si le parece a la Sala...

La señora RINCÓN.- Solamente en general.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, en votación general la iniciativa.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, el Senador señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en primer lugar, este proyecto se puso en discusión sobre tabla. Por lo tanto, reclamar que no esté el Ministro ahora me parece algo absolutamente injusto.



En segundo lugar, el Subsecretario está al lado y no lo dejan entrar. Me parece más injusto todavía.



En tercer lugar, cada vez que se presenta un proyecto de ley o se plantea un aporte, se puede encontrar chico. Entonces, nunca habrá satisfacción.


La iniciativa en discusión tiene un objeto muy preciso: compensar los menores ingresos de los municipios por concepto de permisos de circulación, impuesto territorial y derechos de aseo.



Pero ese no es el único aporte especial para las municipalidades durante el año en curso.


Por lo tanto, también considero una falta de responsabilidad hacer las críticas que hemos escuchado.



En cuarto lugar, la comparación con los aportes que se efectuaban el año pasado me parece muy poco feliz, sobre todo proviniendo de la Oposición. ¿Y por qué la considero poco feliz? Porque todo el mundo sabe que el año 2009 la Presidenta Bachelet y su Gobierno se patinaron 8 mil millones de dólares del Fondo de Estabilización Económica y Social, y que el déficit estructural del Presupuesto alcanza a 3,2 por ciento del producto.


¡Si uno se gasta 8 mil millones de dólares del mencionado Fondo y registra un déficit de 3,2 por ciento, por cierto que puede dar 30 mil millones de pesos!



Pero no se trata de eso.



Finalmente, respecto a las declaraciones de la Vocera de Gobierno, quien sostuvo -según lo que informó un Senador que me antecedió en el uso de la palabra- que la Oposición destruye y efectúa acusaciones infundadas, ellas se están refiriendo única y exclusivamente a las acusaciones que se le han hecho al Presidente de la República de intervenir en una elección en la Asociación Nacional de Fútbol Profesional.



Perdónenme: si algún Senador se siente difamado porque le dicen que la Oposición es muy dura y quiere destruir, yo les pregunto ¡cómo piensan que se siente el Primer Mandatario cuando lo acusan de intervenir en una elección de fútbol!


Doy un solo argumento sobre la materia.



Todo el mundo sabía que los clubes de fútbol estaban en contra del señor Mayne-Nicholls. No era necesaria ninguna intervención para que votaran en contra. Y las razones no son políticas: tienen que ver con el Canal del Fútbol, con los grandes y los chicos. Hay veinte mil.



Entonces, si queremos mantener el nivel del debate tal como lo hemos tenido acá, tal como en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, también debemos cuidar las acusaciones que se formulan.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, al iniciar mis palabras, quiero recordar que la práctica de que no ingrese a la Sala ningún Subsecretario la impusieron las bancadas de enfrente -y me gustaría que vieran un registro de cuántas veces lo hicieron-, quienes durante el Gobierno anterior se oponían sistemáticamente a su entrada.



De mi parte, debo señalar que el día en que las fuerzas de Gobierno reconozcan públicamente que la práctica que seguían no era correcta, que se arrepienten de ella, nosotros no tendremos ningún problema para cambiar nuestra posición. Solo pedimos que se entienda que quienes generaron la ruptura del diálogo en este plano fueron los partidos de Derecha, que llegaron al punto de boicotear y objetar a ciertas personas.


Entonces, cuando asuman que aquella fue una mala práctica, no tengan la menor duda de que estaremos dispuestos a escuchar a los personeros de que se trata.



Ahora me referiré al proyecto en sí, señor Presidente.



Es cierto que varios municipios han recibido plata durante este tiempo.



Soy representante de la Región del Libertador Bernardo O´Higgins, que cuenta con 33 comunas, todas afectadas gravemente por el terremoto.


Por fortuna, allí no sufrimos el maremoto ni tuvimos una significativa pérdida de vidas humanas producto del agua -hubo menos de una docena de víctimas fatales-, en comparación con la tragedia de Constitución, de toda la costa del Maule -fue dramático lo que pasó ahí-, de Talcahuano, de diversas islas de nuestros país.



Sin embargo, allí hubo un terremoto invisible en cuanto a lo sucedido en las comunas campesinas: destrucción masiva de la vivienda rural, de adobe; destrucción de las torres de agua potable rural, lo que ha llevado a cambiar las normas.


Lo que quiero expresar es que fueron los municipios los que salieron en auxilio, los bomberos, etcétera. Y los recursos que se entregaron al principio resultaron absolutamente insuficientes. Primero se autorizaron 50 millones de pesos a cada comuna para contratar maquinaria, dinero que muchas veces terminó destinado a bombas y generadores para abastecer de electricidad. Después se les permitió efectuar compras al objeto de comenzar a instalar mediaguas.



Sin embargo, muchas municipalidades terminaron con deudas tremendas. Porque se les autorizaron ciertos gastos; se dijo que iba a haber compensación, y, aunque recibieron recursos -me consta-, aún aquella no está ni cerca de cubrir sus déficits.



Ese es el problema de fondo. Y sobre él queremos conversar con ocasión del presente proyecto.



Señor Presidente, todos sabemos que existen problemas estructurales en el financiamiento de los municipios. De ahí que se hayan destinado 30 mil millones de pesos el año pasado, sin terremoto.



Con esta iniciativa, a diferencia de esos 30 mil millones, se destinan 10 mil millones para todas las comunas. Pero tenemos un déficit inmenso. 


Estuvo presente aquí el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades. Todos le encontramos razón. No venía a hablar por su partido ni por la coalición que integra, sino como titular de la referida Asociación. Y nos informó acerca del tremendo déficit que registran los municipios. Solo en transporte escolar tienen en promedio un déficit de 70 millones de pesos anuales.



Los recursos que se entregan mediante el proyecto en debate se encuentran lejos de cubrir el problema financiero de los municipios. Y se nos dijo durante el debate del proyecto de Ley de Presupuestos que iban a ocurrir dos cosas: que habría recursos para compensar a las municipalidades por sus déficits en general y para devolver los dineros gastados a causa del terremoto.



No cabe duda, señor Presidente, de que 20 mil millones de pesos son útiles.



Pero yo deseo recordar algo. Y estoy seguro de que el querido Subsecretario de Desarrollo Regional, quien probablemente nos acompaña desde la cafetería y nos escucha con atención, entenderá que nuestra decisión no envuelve nada personal y que el día en que los colegas de enfrente que en este momento se ríen reconozcan que la práctica que impuso la Derecha no es buena seremos los primeros en pedir que ingrese a esta Sala y participe activamente en nuestros debates.



En cuanto a los recursos que se entregaron...

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor LETELIER.- Con esto termino, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- ¿A qué práctica se refiere?

El señor COLOMA.- ¿A cuál?

El señor LAGOS.- ¡Cómo que no fue práctica! ¿Y lo que se hizo con Felipe Harboe?

El señor LETELIER.- A mí me da un poco de amargura que los fondos que se reparten acá sean inferiores a un PMU, a veces menos de 50 millones de pesos, entre los dos tipos de recursos que se reciben.



Algunas de las 33 comunas de la Sexta Región fueron devastadas, señor Presidente. Es el caso de Peralillo. Y se le entregan 40 millones de pesos. Su centro desapareció; el gasto en que incurrió fue ingente.


Hubo comunas tremendamente golpeadas. Y reviso las cifras del informe correspondientes a compensación: Pichidegua, 11 millones de pesos; Malloa, 12 millones; Olivar, 10 millones. ¡Para compensar los gastos!



Señor Presidente, estamos dispuestos a aprobar la iniciativa en general. Pero espero que en la discusión particular el Ejecutivo se pronuncie sobre el otorgamiento de más recursos a las comunas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, haré dos reflexiones acerca de este proyecto.



En primer lugar, creo que es bueno sustanciar el punto. Lo que no parece lógico es pedir la comparecencia de una autoridad que está a ocho metros y no dejarla entrar a la Sala.



Otra cosa es decir que se trata de una práctica habitual.



Yo no la empleé. Puede que alguien lo haya hecho.

El señor LAGOS.- ¿Y protestó oportunamente? ¿Se opuso a la negativa de ingreso?

El señor COLOMA.- Pues bien, se ha requerido la presencia del Subsecretario Miguel Flores, quien -deseo que se consigne en la Versión Oficial- está afuera esperando que se le permita ayudar en este debate.



Pero si algunas situaciones obtusas impiden la modernización de nuestros procedimientos, ¡estamos fregados!

El señor LETELIER.- ¡Está en sus manos, señor Senador!

El señor COLOMA.- Señor Presidente, lo más complejo de los proyectos que se discuten en el Senado deriva de la falta de lectura de sus contenidos. Ese es el problema de fondo.



Si alguien me dijera “¡Cómo este Gobierno va a entregar diez mil millones de pesos para todos los gastos del terremoto!”, yo le encontraría razón.



Empero, en la suma de la iniciativa se expresa que ella “efectúa un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal, y compensa menores ingresos de comunas afectadas por terremoto y maremoto del 27 de febrero de 2010”.



Es superimportante precisarlo, señor Presidente. Este proyecto tiene un objetivo: compensar menores ingresos. No habla de resolver los problemas derivados del terremoto, para lo cual, obviamente -lo hemos visto una y otra vez-, se requiere una cantidad muy superior de recursos.



Entonces, no hagamos de una lectura parcial una cuestión global.



Quiero decir más, señor Presidente.



Solo el Ministerio del Interior -estuve hoy día en Talca con el Presidente Piñera, y retuve algunas cifras- entregó directamente a los municipios -no sostengo que sean suficientes- 20 mil millones de pesos de emergencia; veinte mil millones para los PMU; 14 mil millones adicionales para el FIE; 18 mil millones adicionales en el CMT; diez mil millones adicionales para el Plan de Mejoramiento de Barrios.



Entonces uno, si va sumando, se da cuenta de que no se trata de una cifra menor.



¿Es suficiente? ¡Por favor! Nadie ha pretendido que lo sea.



Y parte de la discusión que tendremos la próxima semana se centrará en cómo aumentar los recursos necesarios para enfrentar la reconstrucción de manera eficiente y rápida, no a la forma de Tocopilla. 



Sé que a algunos colegas de enfrente les molesta ese ejemplo. Pero quiero recordarles que del terremoto de Tocopilla se cumplirán tres años el próximo domingo: ¡4 mil 500 damnificados! y ¡2 mil no tienen ninguna solución!



Eso ocurrió hace poco tiempo.



Entonces, frente al terremoto de febrero último, que dejó 200 mil damnificados, de los cuales 70 mil a fin de año tendrán en su poder los documentos para recomponer sus viviendas, la reconstrucción es un esfuerzo grande hecho por el Gobierno.



Ahora, yo temo -y lo digo con todo el respeto que merecen los parlamentarios de las bancadas de enfrente- la existencia de una lógica más bien política para ponerse pintura de guerra y tratar de hacer zancadillas a cualquier propuesta gubernamental constructiva.



Y lo siento, porque veo mucho más entusiasmo por destacar el vaso un tanto vacío que siempre existe y los problemas derivados de la reconstrucción que por aportar ideas -he visto pocas- e intentar contextualizar el esfuerzo que realiza el país para enfrentar este flagelo, del cual es responsable solo la naturaleza.



En consecuencia, me parece superimportante entender, para la historia de la ley, cuál es la cuestión de fondo.



El proyecto en debate es parcial, importante, y fue pedido por los municipios. Acompañé a muchos alcaldes de la Séptima Región a hablar con las autoridades para que entendieran el problema técnico derivado de que en los presupuestos previstos cesaron los ingresos por concepto de patentes o de contribuciones de bienes raíces debido, entre otras cosas, a que los inmuebles se habían caído o los vehículos estaban destrozados.



¡Eso es lo que se pretende enfrentar con este proyecto, que me parece absolutamente razonable!



Aparte está el gigantesco esfuerzo que hace el Gobierno -espero que sea ratificado la próxima semana en el Parlamento a través del proyecto  de ley de Presupuestos- para tratar de poner de pie el país.



Yo soy de aquellos que miran más el vaso lleno que el vacío. Y espero que la actitud que lamentablemente han tenido algunos parlamentarios de la Concertación -no todos- empiece a cambiar, para que comencemos a trabajar todos juntos en una reconstrucción con mayúsculas y sin nombre ni apellido.



En consecuencia, apruebo este proyecto de ley porque es justo, necesario, oportuno.



Obviamente, vendrá mucho más.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, lamento que algunos colegas no hayan permitido el ingreso del Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo.



Y también lamento que no se halle presente el Ministro del Interior -hace pocos momentos aprobamos sin su concurrencia una iniciativa legal con incidencia directa en los municipios: la bonificación para el retiro de un considerable número de funcionarios municipales que están en edad de jubilar a fin de que lo hagan en mejores condiciones y con mayor dignidad-, porque el Gobierno tiene mucho que decir sobre el proyecto en debate, cuyo propósito es inyectar recursos a los municipios. Pero, además, envuelve una responsabilidad política, porque se trata de un compromiso contraído por el Presidente de la República, quien, en un diálogo con las municipalidades, habló de la inyección de 30 mil millones de pesos al Fondo Común Municipal (no hay alternativa). Sin embargo, esos recursos no están. Había 10 mil millones, con un promedio de 14 millones de pesos por municipio. Y ahora aparecen -en buena hora- 10 mil millones adicionales para las comunas afectadas por el terremoto, al objeto de, como indicó el colega Sabag, compensar sus menores ingresos por concepto de permisos de circulación, impuesto territorial y derechos de aseo.



Me parece bien.



Sin embargo, yo me pregunto qué hace Angol con 61 millones de pesos si gastó 200 y tantos millones con motivo del terremoto; o qué hace Collipulli si le van a inyectar, considerando ambos fondos, 51 millones de pesos y gastó más de 100 millones; o qué hace Traiguén, que recibirá 40 millones después de haber gastado 120 millones.



Entonces, esta iniciativa legal es insignificante; constituye una raya en el agua; implica una migaja para los municipios. Y esto guarda directa relación con lo que se debate durante estos días a propósito del proyecto de Ley de Presupuestos.



Alguien podría decir: “Esta no es la única vía por la cual se suplementan o aportan recursos a los municipios”.



Es cierto. Hace menos de una semana, el gobierno regional de La Araucanía, a través de una modalidad bastante extraña, tomó 3 mil 200 millones de pesos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional y se los devolvió al Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo para que se distribuyeran a todas las comunas de esa Región. ¡Tres mil 200 millones de pesos!



¿Cómo se asignan esos recursos? Con un criterio eminentemente político. De las 32 comunas de la Región, ocho -y este dato es indesmentible; lo sabe bien el Subsecretario señor Flores, con quien he conversado el punto en reiteradas ocasiones- quedan con cero pesos (de los 3 mil 200 millones). 



Eso significa un retroceso en lo que es la decisión regional, porque se trata de platas que vuelven al nivel central. 



Las ocho comunas que quedaron con cero pesos son de la Concertación, ¡por supuesto!



¿Y me van a decir que esta es la nueva forma de gobernar?



¡Por favor...!



Creo que sobre el particular se requiere un debate mucho más profundo.



Y aquí algunos se quejan por las interpelaciones. A otros no se les puede decir nada, pese al sinnúmero de procesos de reconstrucción que están completamente retrasados.



¡Por favor! ¡Si el propio Presidente de la República, en la Novena Región, en presencia de parlamentarios -del Senador Tuma y de los Senadores de la Alianza-, señaló que la reconstrucción no iba a tomar menos de tres años!



¿Por qué nos escandalizamos, entonces, si el Gobierno ya asumió que la reconstrucción lo acompañará durante todo su mandato?



Entonces, señor Presidente, creo de verdad que este proyecto es insignificante.



Quiero, sí, expresar que el Subsecretario corrigió la equivocada, antojadiza -no quiero decirlo de otra forma- provisión que hizo (algo sin precedentes) el Intendente. Esta no es una decisión del consejo regional. Por el contrario, se le quitó poder de decisión al gobierno regional, para resolver centralizadamente. 



Entiendo que el Subsecretario de Desarrollo Regional tomará acciones en esa materia.



Finalmente, no puedo estar más de acuerdo con algo que expresó aquí el Senador Bianchi: no se va a saber qué pasará con las platas destinadas a las comunas que no resultaron afectadas por el terremoto, pues no existirá ningún control. 



Más bien, acá se les está traspasando el terremoto a comunas que no fueron afectadas, con lo cual habrá un -valga la redundancia- terremoto presupuestario. Y no me cabe ninguna duda de que de aquí a marzo deberemos declararlas en completa insolvencia, pues no tienen cómo hacer frente a las múltiples responsabilidades que les estamos transfiriendo.



No queda alternativa. Tenemos que aprobar este proyecto de ley, aunque -insisto- implica poca plata, es insignificante, constituye una migaja.



Aquí lo único que se hace es, resguardando coeficientes que se han aplicado siempre, formas y reglas de cálculo, entregar recursos según el tamaño de la población, en fin. No hay discrecionalidad.



No obstante, diversos municipios -entre ellos, algunos de la Región de La Araucanía, como los que cité- tienen una lista inmensa de personas que buscan empleo y otra lista enorme de proveedores que esperan que aquellos les paguen.



Estamos ante una situación de colapso financiero, de desfinanciamiento total, y el Gobierno, frente a ello, mira para el techo y no cumple su compromiso vinculado con los 30 mil millones de pesos.

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación está inscrito el Honorable señor Zaldívar, quien no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, estamos frente a un problema que no tiene que ver necesariamente con el terremoto, sino con la forma como valoramos o no a los gobiernos comunales.



Todos, en nuestras campañas, abogamos por la organización local, por la importancia del gobierno municipal, por la necesidad de descentralizar, pero en nuestros Gobiernos y en el actual -lo digo claro y fuerte- no hemos hecho lo que debiéramos, que es revisar efectivamente el poder local asociado a los recursos.



Dando como ejemplo una comuna de la circunscripción que represento: Yerbas Buenas, deseo consignar que, en Educación, el Ministerio auditó gastos para ayudar al alcalde a ver cómo enfrentaba su deuda de 35 millones de pesos mensuales. Después de revisar los distintos ítems y la realidad local del municipio, esa Secretaría de Estado, con sus técnicos, le expresó por escrito al jefe comunal que podía reducir su deuda en 25 millones de pesos mensuales. Y, para hacerlo, tenía que cerrar escuelas, despedir profesores -ello podría ser razonable, en el caso de la ruralidad, si se considera la cuestión desde una perspectiva del uso eficiente de los recursos-, pero, además, juntar los primeros y segundos básicos; los terceros y cuartos básicos; los quintos y sextos básicos. 



Probablemente, Las Condes y Vitacura no necesitan hacerlo, pero tampoco se les diría.



Y vamos sembrando la desigualdad en nuestros niños de las comunas más pobres.



¿Por qué formulo esta reflexión, señor Presidente? Porque, cuando estamos enfrentando el déficit municipal, no lo estamos haciendo solo desde el punto de vista de lo que ocurrió el 27 de febrero con el terremoto y el maremoto -que afectó, según el informe de la Comisión, a un total de doscientas y tantas comunas, vale decir, a una gran cantidad de ellas-, sino que también debemos pensar en una desigualdad real y que no reconoce que los gobiernos comunales registran un déficit permanente en salud, en educación, en infraestructura, en comunicaciones, que no hemos abordado en el Congreso y que vamos tapando con parches, como el que discutimos hoy día, y que ninguno de nosotros va a votar en contra, pero que, obviamente, no soluciona, ni el problema estructural de los municipios, ni tampoco el originado el 27 de febrero.



A algunas de esas corporaciones -tengo ejemplos como los del alcalde de Parral y el de San Javier, a quienes han acusado Ministros en la prensa de ser poco eficientes y de que por eso no pueden solucionar sus dificultades- se les ha dado respuesta. A ellas se les han asignado efectivamente recursos, pero después de un pataleo con notoriedad.



Otras no han corrido la misma suerte y hasta la fecha se mantienen en la misma situación frente al déficit que les originó el terremoto y al que arrastran durante años.



Insisto: ni nuestros Gobiernos de la Concertación ni el actual se han hecho cargo de ese aspecto. Y ello me preocupa, señor Presidente.



Y me preocupa, además -en la Comisión especial que creamos para la reconstrucción se nos explicó cómo se distribuían estas platas-, que no se considere el nivel de daño existente en las comunas a la hora de distribuir los recursos.



Porque, claramente, no es lo mismo lo que ocurrió en comunas de la Región Metropolitana o de la Quinta Región, en relación con lo sucedido en la del Maule o la del Libertador Bernardo O´Higgins.



Hay pueblos enteros destruidos. Y un terremoto silencioso, oculto, casi invisible, se esconde detrás de los muros, aparentemente en pie, de casas en la ruralidad de nuestras Regiones.



Me preocupa que no se tome conciencia de la realidad; que se crea que las cosas se superan y solucionan con los anuncios.



Me preocupa que no tengamos la capacidad -nosotros, en la Oposición, y los parlamentarios de la Alianza, en el Gobierno- de discutir, sin pasión pero objetivamente, lo que está ocurriendo en nuestro país.



No vamos a resolver el asunto con 100 mil subsidios de papel entregados al 31 de diciembre. Y esto no es una crítica ni al Gobierno ni a los Ministros encargados: es a nosotros mismos, que nos quedamos tranquilos cuando se les entregan los papeles a las familias. Estos no son garantía suficiente de que van a poder levantar sus casas.



¡Porque las empresas no están, en la ruralidad, respondiendo a la cantidad de recursos que hemos asignado!



¡Porque esas familias no van a poder reconstruir lo que tenían antes del 27 de febrero!



A mi juicio, tenemos que sincerar las cosas, sin que el Gobierno pueda quedarse tranquilo hoy con echarle la culpa a la Concertación de lo que ocurrió en Tocopilla y en Chaitén, porque el día de mañana nosotros lavaremos nuestra conciencia echándole la culpa de lo que no fue capaz de hacer con motivo del tsunami y del terremoto del 27 de febrero.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Por mi parte, señor Presidente, también quiero exponer que voy a votar a favor del proyecto.



Entiendo que estamos haciendo referencia a una cierta compensación o a un aporte extraordinario, pero quiero manifestar que es algo que me llama la atención. Es imposible no pensar en que, como nunca, disponemos de fondos, en particular si consideramos el precio del cobre: 4 dólares la libra. Creo que, realmente, si de algo no podría quejarse el Gobierno es de falta de ellos.



Si hay un presupuesto, en nuestra historia de los últimos años, con una enorme cantidad de recursos es aquel con el que se va a contar en el año 2011.



Y por eso se llegó aquí a un acuerdo. Lo respetamos. Y es más que lamentable si se han formulado críticas a nuestra capacidad de lograr una coincidencia, en especial en lo referente al Presupuesto, porque creo que sobran y son injustas.



Respecto de la necesidad de que vayamos apoyando más a nuestros municipios, ¡qué duda cabe!



Algunos señores Senadores han opinado por ahí que son malos gestores. Pienso que eso también es injusto. Habrá algunos mejores; habrá algunos peores.



Pero ¿saben, Honorables colegas? Hace mucho tiempo que nosotros les vamos dando crecientemente más atribuciones, más funciones y menos recursos.



Y, crecientemente, tienen que subvencionar Salud, porque el per cápita es absolutamente insuficiente. Deseo que quede constancia de que los 4 mil millones de pesos para el sector fueron una de las peticiones reiteradas de la Concertación -y lo logramos como parte del Acuerdo-, porque el per cápita, a pesar de esa cantidad extra en el Presupuesto, sigue siendo escaso.



Por cierto que el oficialismo también concurrió al acuerdo. Pero el no tener en consideración que cada vez se deben ejercer más funciones, más complejas y que requieren gasto es francamente injusto. Y, por eso mismo, cuesta entender por qué no nos hacemos cargo, junto con evaluar las gestiones con parámetros objetivos, de escuchar.



Aquí se recordaba la asistencia del Presidente de la Asociación de Municipios, en representación de todos ellos -por lo tanto, no estamos haciendo la distinción de Oposición y Alianza-, y, realmente, con cifras en la mano, nos mostraba cuánto subvencionan; cuánto tienen que aportar para educación, salud y otros servicios.



Ahora, ¡para qué decir la situación registrada! No puedo menos que solidarizar con las municipalidades que sufrieron el tremendo terremoto y la catástrofe.



Y lo digo porque represento a una Región que, afortunadamente, no se encuentra en ese caso. Más bien esta ha tenido que vivir lo que todos hemos conocido: el rescate de los mineros, en lo cual no se escatimó ningún recurso, pues se proporcionaron cuantos eran posibles para que fuera exitoso. Pero uno sí se da cuenta de las dificultades experimentadas.



Y los municipios aportaron de buena fe, acuciados por la necesidad de la gente. Porque, además, se les dijo: “Gasten. Vamos a reponer el desembolso”. Y hoy día una escucha que eso no está ocurriendo.



Pero, a raíz de las observaciones de algunos Honorables colegas, quiero decirles algo.



Son demasiado dolorosas -y me cuesta entenderlo- las palabras del Primer Mandatario publicadas hoy día en “La Tercera”. Voy a leerlas textualmente para que se vea qué difícil es, a veces, comprender algunas expresiones: “cuando vemos sectores de la oposición que lo único que quieren es que nada se reconstruya, que todo quede en el suelo, porque eso favorece sus intereses electorales, se están olvidando de lo más importante que tiene que hacer un político, que es la calidad de vida de los chilenos.”.



Pues bien, señor Presidente, quiero decirle, por su intermedio, al Jefe del Estado que lamento enormemente que se pueda caer en ese tipo de bajeza; que lamento enormemente que pueda expresar que, en el Congreso o fuera de este, lo que quiere gente de la Oposición es que no se reconstruya nada para poder obtener dividendos electorales. ¡Creo que es de las pequeñeces más significativas que me han tocado escuchar! ¡Me parece algo indigno de un Primer Mandatario!



No lo entiendo. Cuando acabamos de probar que hemos dado todo nuestro apoyo en el Presupuesto; cuando hemos logrado mejorar algunas cosas, como la que acabo de destacar con respecto al per cápita y otras que nos preocupaban, y cuando vamos a votar el Presupuesto más alto de la historia de Chile, resulta difícil comprenderlo.



Y si se quiere culparnos de la ineficiencia, de la lentitud que se puede registrar, la cual, por lo demás,...

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene un minuto más, señora Senadora.

La señora ALLENDE.- A nadie le escapa que el terremoto fue devastador y que, además, asoló a muchísimas Regiones, por lo que tampoco sería posible dejar de pensar en las complejidades derivadas de esa catástrofe. Pero eso no justifica, bajo ninguna condición y circunstancia, las palabras pronunciadas, que no me queda sino lamentar y que considero absolutamente inadecuadas proviniendo de la máxima autoridad del país.



Con ese tipo de declaraciones se puede construir difícilmente un clima como el que se reclama. Se quiere unidad, y resulta que se emplea la descalificación, la cual es completamente inaceptable, infundada e impropia de un Presidente de la República.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, seré muy breve.



Simplemente deseo consignar que desde hace mucho rato los municipios enfrentan un terremoto presupuestario y que, indudablemente, con la catástrofe del 27 de febrero -en particular, en las zonas afectadas-, el problema se agudizó.



He visto de manera permanente, desde hace bastante tiempo, que aquí prácticamente se dan soluciones muy parciales, muy puntuales, cuando las cosas van llegando al límite, pero me parece que no se ha hecho ningún estudio serio. Porque los déficits se originan de distinta manera: algunos pueden derivar de que los ingresos no alcancen a cubrir los costos -por ejemplo, el de los servicios traspasados-, mas en otros casos obedecen a malas gestiones, directamente. Y creo que generalizar es malo, pero lo que no puede ocurrir, si queremos abordar en forma responsable este tipo de proyecto, es no sincerar los déficits presupuestarios y buscar el origen del problema y las soluciones.



Temo que si no procedemos de esa manera sostendremos el mismo debate en iniciativas legales futuras. En efecto, se otorgarán 10 mil millones de pesos más, por haberse llegado al límite y porque es preciso apoyar a los municipios por distintas circunstancias; en un siguiente proyecto contribuiremos con otros 10 mil millones, y así, sucesivamente.



Pienso, señor Presidente, que es necesario abordar la cuestión de fondo, sincerar el déficit presupuestario de los municipios y sancionar drásticamente -¡drásticamente!- cuando el origen de este son malas gestiones, en definitiva.



Porque, a la larga -es lo que he visto, por lo menos, a través del tiempo-, ocurre un efecto perverso. Me consta que hay municipios que se preocupan de desarrollar una buena gestión y que varios ni siquiera exhiben un déficit; pero los que, en definitiva, resultan premiados son aquellos que lo registran incluso producto de malas gestiones, porque necesitan recursos y por distintas vías se les entregan. En cambio, la conducción de los que permanecen con sus finanzas equilibradas, de los que gastan lo necesario para cubrir costos con sus propios ingresos o cuyo déficit presenta un margen razonable, nunca es recompensada, incentivada.



Considero que el énfasis que precisamente se debe poner es que la cantidad de recursos que destina el país al sistema municipal es inmensamente importante.



Estimo, señor Presidente -y vuelvo al argumento original-, que se seguirán presentando y aprobando proyectos de ley aislados, con prescindencia del asunto de fondo. Por mi parte, prefiero sincerar por completo el aspecto presupuestario municipal y señalar qué es posible cubrir, qué no lo es, en qué plazo, pero con una legislación radicalmente distinta, que incentive las buenas gestiones y castigue drásticamente las malas, para que, de una vez por todas, se pueda proyectar el sistema municipal desde un punto de vista financiero. La que nos ocupa constituye una solución absolutamente parcial -todos lo entendemos así-, y las futuras iniciativas legales van a ir en la misma línea.



Por lo tanto, el llamado que formulo al Senado -en algún minuto lo hicimos en la Comisión de Gobierno- de sincerar los déficits estructurales del municipio amerita la celebración de una sesión especial, el juntarse con el Ejecutivo, para ver cómo se puede abordar el terremoto financiero. Esa es la verdad de la situación.



Obviamente, concurriré a la aprobación del proyecto, pero quería dejar constancia de que esta es una solución completamente parcial, coyuntural, y de que si el problema no se aborda de otra manera proseguirán las aprobaciones de distintas iniciativas legales del mismo carácter.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, sin duda, el articulado en debate constituye un aporte. Como dijo el Senador señor Navarro: “Peor es mascar lauchas”. En términos más elegantes -o menos provocativos-, diría que es una escasa contribución a las necesidades del municipio, entendiendo el énfasis puesto por el Gobierno: hacerse cargo de la disminución de renta de algunos de ellos como consecuencia del terremoto, sobre la base de una menor recaudación por concepto de aseo, contribuciones, patentes, etcétera.



Comparto lo manifestado por los señores Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra en el sentido de que la solución resulta por entero insuficiente. Creo que, como muy bien lo expresó mi Honorable colega Orpis, tal vez se requeriría una mirada un poquito más global e integral, con un estudio serio acerca de cuáles fueron realmente los daños sufridos por cada municipio, para los efectos de los aportes correspondientes.



Porque la iniciativa que aprobaremos ahora -y es preciso hacerlo, pues no vamos a negarnos a proporcionar recursos a los municipios que los necesitan, aunque sean insuficientes- contiene datos bien curiosos.



Primero, se hace un esfuerzo por asignarles fondos a aquellos municipios que sufrieron daños producto del terremoto -¡bien me parece!- y, en forma simultánea, se asignan 10 mil millones de pesos para ser repartidos ¡a todas las comunas del país! en función del criterio utilizado generalmente en el Fondo Común Municipal.



Me pregunto: ¿será justo, equitativo, que la comuna de Lo Barnechea, donde viven los chilenos más ricos, reciba casi 12 millones de pesos; la de Las Condes, más de 11 millones; la de Providencia, sobre 9 millones; la de Vitacura -según entiendo, cuenta con el ingreso per cápita más alto casi de América Latina-, cerca de 9 millones, en circunstancias de que, en total, la modesta comuna de El Tabo, a la cual represento, recibirá poco más de 33 millones; la de Cartagena, 38 millones y fracción, y la de El Quisco, 45 millones y tanto?



Entonces, estimo que, cuando se plantea la necesidad de considerar la cuestión en forma global, es muy fácil decir: “Vamos a poner recursos” -ello saldrá en los diarios-, “Vamos a darles una ayuda a los municipios”. Pero ello se hace de manera injusta. Me parece que no por causa del terremoto se les va a dar a las comunas más ricas de Chile al igual que al resto. Porque la distribución se hace en forma proporcional. Quiere decir, entonces, que no existe detrás ningún criterio de justicia o equidad mínimo, y menos un motivo.



¿O habrán disminuido las contribuciones en Las Condes y en Vitacura por el terremoto? ¿O habrán disminuido los permisos de circulación en La Dehesa y Lo Barnechea por el terremoto? ¡No! Por consiguiente, la normativa que nos ocupa, desde ese punto de vista, es mala.



Segundo, como lo expresaron varios señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, queremos transparencia en la forma en que se van a asignar los recursos por el Estado, en particular por el Gobierno.



Opino que el proyecto ahí tiene una gracia: al menos podré ir adonde el alcalde de El Tabo, o el de Santo Domingo, o el de San Antonio, y preguntarle: “¿Usted recibió un cheque por treinta y tantos millones de pesos?”. Ello, a diferencia de la duda que tenemos ahora respecto de los recursos que son devueltos al Gobierno central y que los intendentes le han quitado al Fondo Nacional de Desarrollo Regional para que los distribuyan a dedo. En eso no habrá transparencia.



Como bien dijo la Honorable señora Rincón, es preciso “patalear” mucho para que los alcaldes de la Concertación no sean discriminados. Porque esa es la realidad.



Dejando de lado el proyecto que nos ocupa, que voy a aprobar, por supuesto, quiero hacerme cargo de algo señalado hoy día por varios señores Senadores y que se encuentra en la palestra.



Me refiero a la declaración del Presidente de la República respecto de que algunos sectores de la Oposición quieren que todo siga en el suelo.



Eso ya no se refiere al tema de la ANFP o al de la vocera de Gobierno, sino a que el Jefe de Estado -de manera poco valiente- habla de “algunos sectores de la Oposición”. Y yo le pediría formalmente que diga, con nombre y apellido, quién de la Oposición quiere que todo esté en el suelo y que no se haga nada, y que no se ampare en una frase oscura. Porque, ¿quién se va a querellar contra eso? ¿Quién es la Oposición? ¿Quiénes son esos sectores? Pero queda lo que se muestra en televisión.



Entonces, me parece una falta de coraje que el Primer Mandatario, en un lugar todo terremoteado, como la Región del Maule, declare ante las cámaras de televisión que hay gente de la Oposición que quiere que todo esté en el suelo.



Si no es capaz ni tiene la fuerza y la valentía para individualizar quiénes son, al menos que diga quiénes no son. Y necesito saber si incluye a Ricardo Lagos Weber o a la bancada de Senadores del PPD en esa acusación, porque me parece injusta.



¡Es el colmo!



Respecto a la no presencia de autoridades en la Sala y a que hay un espíritu destructivo, ¿de qué espíritu destructivo se habla si apoyamos el royalty, que, en algunos casos, implicó un gran costo? Además, le aprobamos al Gobierno en la Comisión Especial Mixta el proyecto de Ley de Presupuestos.



En verdad no le hemos rechazado sus iniciativas legales. Una sola vez la Oposición le dobló la mano al Gobierno. ¿Saben cuándo? Cuando aprobamos el feriado para la gente que debía trabajar en los malls y en los supermercados los días 18, 19 y 20 de septiembre durante la celebración del Bicentenario. ¡Esa fue la única vez que le doblamos la mano!



Entonces, la del Presidente de la República me parece una acusación pobre e injusta. Me gustaría que los Senadores de Regiones también levantaran la voz, porque resulta infundada.



Por último, quiero recordar que aquí se aplica una práctica inventada, precisamente, por la Derecha chilena. Muchos parlamentarios de las bancas del frente crearon eso de no aceptar en la Sala a los Subsecretarios de Gobiernos anteriores, no nosotros.



Por otra parte, ¿quién ideó las interpelaciones en el país? La Derecha.



Lamento que la Ministra de Vivienda haya sido interpelada. Pero se trata de una institución que se usa. ¿Es eso ser destructivo? ¿No lo es más decir  al voleo, amparado en la banda presidencial, que algunos quieren que todo siga en el suelo, sin apuntar a nadie? ¿No es más valiente y directo decir: “Queremos que la Ministra de Vivienda suba al estrado para que responda ciertas preguntas sobre cómo va la reconstrucción en Chile”?



Por supuesto esto último es mucho más valiente y democrático que esconderse y, en forma solapada, sostener que somos personas que estamos haciendo cálculos electorales.



Por último, recuerdo a la Ministra vocera del Gobierno que el tema de la ANFP no lo inventó la Concertación. Nosotros hemos manifestado que queremos que se haga la investigación a que han hecho referencia otros que no son de la Concertación.  ¿O el señor Hermógenes Pérez de Arce es de nuestro sector? No, es un conspicuo hombre de Derecha que ha escrito en el diario “El Mercurio” toda su vida y que señala que el señor Piñera ni siquiera es suficientemente de Derecha.



Entonces, ¡señalen con el dedo dónde está esa persona y sean valientes!



Y desde que la vocera de Gobierno asumió su cargo nunca ha utilizado calificaciones de esa naturaleza, tan pobremente elaboradas desde el punto de vista intelectual.

El señor GÓMEZ  (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, como aquí se señaló, el proyecto es  “¡peor es nada!”, porque no resuelve ni los problemas del terremoto ni mucho menos el déficit estructural de los municipios para atender a la comunidad.



¿Qué duda cabe de que esos órganos comunales constituyen la cara más cercana del Estado? Sin embargo, no estamos contribuyendo a resolver las demandas de los ciudadanos cuando no se entregan los recursos a los municipios, pese a sus responsabilidades de atender demandas de salud, educación, medioambientales, mantención de caminos, reconstrucción.



A mi juicio, el Estado no está siendo responsable ni con sus propias estructuras, pues los municipios se llevan la peor parte en cualquier negociación.



La Comisión Especial Mixta acaba de aprobar el proyecto de Ley de Presupuestos, el más importante que el Parlamento puede despachar y que tiene directa relación con la satisfacción, o mejor dicho, con la insatisfacción de las demandas ciudadanas. Sin embargo, en materia de recursos para los municipios, aparte los del Fondo Común Municipal, no hay innovación. Pero dicho Fondo tampoco es objeto de cambios para solucionar los problemas estructurales.



A lo mejor la iniciativa que nos ocupa aporta algo que, en todo caso, es muy marginal.



Tal vez no es este el momento para debatir el asunto de fondo relativo al abandono en que el Estado tiene a los municipios. Pero sí considero oportuno, en esta ocasión, mencionar lo que ocurre con la Subsecretaría de Desarrollo Regional.



Por cierto, lamento la ausencia en la Sala del señor Subsecretario. Yo daría mi acuerdo para que pueda asistir. De esa manera podría responder qué pasará con los recursos de la SUBDERE para 2011, los que se incrementan de 635 mil millones a 677 mil millones de pesos.



Además, si hubiese habido unanimidad para que ingresara, le habría hecho la siguiente consulta: ¿Cómo es posible que, creciendo los recursos de la SUBDERE, disminuyen los de la Región de La Araucanía, de 19 mil millones a 18 mil y tantos millones de pesos y si es aceptable que se rebajen precisamente allí donde el propio Presidente de la República comprometió su esfuerzo y su palabra, no solamente como candidato, sino como Jefe de Estado en el discurso del 21 de Mayo, cuando anunció el Plan Araucanía? Posteriormente, en agosto recién pasado, en el ENELA reiteró que en su Gobierno la Novena Región iba a recibir del orden de 500 millones de dólares adicionales para financiar un plan especial destinado a atender sus problemas y para mirar “la Región desde la Región”.



La Araucanía es tan particular, tan especial, que no logrará salir de los últimos lugares del desarrollo si el Estado no la trata en igualdad de condiciones que al resto de las Regiones. Cuando digo “en igualdad de condiciones”, me refiero a que aquel debe mejorar la relación que históricamente ha tenido con ella.



Sin embargo, en la Ley de Presupuestos no aparece ni una sola mención al Plan Araucanía. ¡Ni una sola! Y no hay un solo peso que se pueda identificar con algún plan al que se le destinen recursos para atender el conjunto de demandas de esta Región tan especial, como caminos, educación, salud, viviendas, debilidad de los municipios y del desarrollo, temas indígenas y no indígenas. Porque el Plan Araucanía no es únicamente para los pueblos originarios.



Por eso, en esta ocasión, reclamo ante la desilusión que ha sufrido la Novena Región, porque el Presidente de la República la ha defraudado al no cumplir su compromiso. En definitiva, la ha engañado, igual que a sus autoridades y a la ciudadanía al no responder lo anunciado sobre el Plan Araucanía.



De manera que La Araucanía más parece “Araucatongo”.

El señor GÓMEZ  (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no era mi intención hablar en esta oportunidad.



El que está en debate es un proyecto bastante sencillo, de alcance muy limitado, pero que, al final, en algo ayuda a recuperar platas perdidas, en los municipios de sectores afectados por el terremoto que las requieren para la reconstrucción. En general, se entrega un complemento al Fondo Común Municipal, lo cual siempre viene bien.



Me parecía que no íbamos a demorar más de 5 minutos en despachar la iniciativa. Pero aquí se han hecho alusiones de distinta envergadura que estimo necesario hacer algunas precisiones.



Sin lugar a dudas, la normativa en análisis no va a resolver las dificultades del déficit financiero municipal. Esto está fuera de cuestión. Pero seamos honestos: no las va a solucionar, porque la cuestión de fondo se viene arrastrando desde hace dos décadas, por lo menos. 



A algunos les molesta que uno se refiera al pasado. Pero, entonces, seamos realistas. El déficit de los municipios no se produjo a causa del terremoto. Están quebrados desde hace muchos años.



Uno podrá decir que el proyecto entregara más recursos. Me parece justo. Yo habría preferido eso; me sumo a ese comentario. Y si alguien hubiese propuesto que el Senado oficiara al Gobierno pidiendo un aporte mayor para la reconstrucción o para lo que sea, yo habría adherido.



Pero, a propósito de lo anterior, cuestionar lo que se está dando, que es una de varias cosas -como bien recordaba el Senador señor Coloma- que se han entregado a los municipios durante este año, con el objeto de plantear o sugerir que la responsabilidad del déficit municipal se debe a este Gobierno, me parece algo sobre lo cual, ¡por favor!, hay que tener un poquitito de coherencia y de rigor antes de decirlo.



El mismo análisis que se hace de la reconstrucción también me parece injusto. Y, aunque a algunos les moleste, no es malo recordar lo que ha pasado en Tocopilla, pues la Concertación no fue capaz de resolver el problema de esa ciudad, que va a cumplir tres años en situación muy deteriorada.



En el mismo plazo -es decir, cuando se cumpla el período que lleva Tocopilla en tal estado-, la reconstrucción va a estar, en lo fundamental, concluida. Y en una comuna como esta, que es modesta y pequeña, la Concertación no fue capaz de lo mismo. Aunque les duela, es la verdad.



Si se empieza con un análisis injusto, descalificatorio, de todo lo que se hace respecto de la reconstrucción, resulta inevitable llegar a este tipo de lenguaje. Yo no quiero caer en eso, no me gusta, no lo considero correcto. Pero la forma en que se critica la reconstrucción, y desde hace varios meses, me parece fuera de la normalidad, de lo justo, de la comprensión. 



Aquí, frente a un problema, lo primero que hacen como espectadores es criticar.



¿Qué aporte, qué construcción, qué capacidad de comprensión ha habido? Lamentablemente, entre poca y ninguna. Siempre hay gente que ayuda; pero no todos tienen ese espíritu. Algunos se han especializado en forma casi personal en perseguir este tipo de situaciones a extremos que, a mi parecer, no llegan a buen término ni hablan de unidad.



Mi última reflexión, señor Presidente, apunta al problema del lenguaje y al clima que estamos viviendo.



También constato, al igual que muchos, un lenguaje muy desusado e inadecuado. No se trata de que no sea posible criticar al Gobierno; se puede y se debe hacerlo; es necesario. Uno aprende de ello, porque observa dónde se hallan las deficiencias y las corrige. Sin embargo, en mi concepto, en el caso de la reconstrucción, se ha llegado a excesos en los términos utilizados con algunas autoridades de Gobierno, los cuales resultan superiores a lo respetable, a la decencia.



En el caso de la ANFP, considero que se han efectuado imputaciones que duelen por carecer de prueba y fundamento.



Y palabras sacan palabras. Por tanto, no nos quejemos.



Yo escuché al Honorable señor Lagos -no está presente- criticar a la vocera de Gobierno por su lenguaje; no obstante él finalizó sus palabras con una afirmación que descalificaba a la Ministra Von Baer de manera bastante menospreciativa.



No me parece que eso sea adecuado.



Y muchos aquí han dedicado palabras al Presidente.



El Primer Mandatario ha sido cuestionado personalmente; varios dirigentes de la Concertación le han imputado que usó sus prerrogativas presidenciales en el episodio de la ANFP.



Mi pregunta es: ¿quién lo ha acreditado? Porque lo acusaron solo por una supuesta relación. Y quiero decir -lo señalé antes a la prensa cuando me consultaron- que el Presidente de la República debió haber vendido sus acciones de Colo Colo. Y lo que dije hace 3 ó 4 meses fue que un día se iba a desencadenar un conflicto en la ANFP y que dirían que la culpa la tendría el Presidente, o que él actuaría en una disputa conforme a intereses políticos.



Y así pasó. Pero no porque sucediera un episodio en la ANFP, resulta justo decir que el señor Piñera es responsable de lo ocurrido. 



Hay imputaciones, críticas e insinuaciones, algunas personales. Y el Presidente ha respondido con fuerza, con dureza, porque se siente pasado a llevar en términos injustos y a un nivel inadecuado.



Pregunto: ¿de qué se trata? ¿Queremos realmente construir un país en unidad, crear realmente un clima de confianza y llevar a cabo la reconstrucción? 



Por eso, pido que cambiemos de camino, porque por este no llegamos a ningún lado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, me gustaría centrar el debate en el objeto mismo del proyecto, porque, si lo derivamos a otras materias, podríamos entrar en profundidades que no considero convenientes ni interesan en este momento.



Respecto de esta iniciativa, por un lado, me parece bien que el Gobierno trate de hacer un esfuerzo por solucionar los problemas de ingresos de las municipalidades derivados del terremoto.



Antes de entrar a esta normativa, deseo hacer una reflexión sobre algo que me llamó mucho la atención en el debate del proyecto de Ley de Presupuestos, que acabamos de aprobar en la Comisión Especial Mixta, porque estimo que corresponde a lo que en realidad el Ejecutivo piensa.



De forma sistemática, en toda la normativa del Presupuesto -lo hice ver ayer- se da una línea conductora: el intento de restar capacidades a las instituciones del Estado para traspasar los mismos recursos -no más- al sector privado en educación, en salud, en la CORFO, en todas las actividades.



En segundo término, en la línea conductora se ve con claridad que el Ejecutivo no tiene confianza en la municipalidad ni en los gobiernos regionales.



Sobre el particular, y aquí entro de lleno al proyecto, cuando se produjo el terremoto -los parlamentarios de la zona somos testigos-, vi a algunos Senadores y Diputados de la Alianza efectuar críticas al Gobierno muy severas, y con toda razón, porque no estaba atendiendo las necesidades de las municipalidades.



Días después del sismo, acompañé al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo a algunas reuniones con alcaldes de ciertas comunas. Recuerdo que hablamos con esa autoridad, la cual estuvo de acuerdo en que, a los efectos de enfrentar la emergencia, era necesario entregar recursos a las municipalidades para demolición, remoción de escombros y construcción de las mediaguas. Incluso, recuerdo que le dije que había que entregar la plata necesaria a los alcaldes para construir mediaguas y que después se les pediría cuenta. Pero sucedió que gran parte de las mediaguas que llegaron a la zona se mandaron desde Santiago y no desde el lugar donde incluso podrían construirse para dar trabajo a la gente de ahí.



Respecto a los recursos, escuché al alcalde de Talca reclamar airadamente, amenazando con salir a la calle a protestar, porque no se le daban los recursos necesarios para realizar ciertas tareas. Y sucedió lo mismo con muchos ediles.



Y si hoy día voy a conversar con alcaldes de diferentes localidades de la zona que represento -que no son de Oposición, sino de Gobierno-, ellos mantienen su crítica en cuanto a que el Gobierno no les ha enviado los dineros necesarios, salvo dos casos -me llamaron la atención sus declaraciones de los últimos días-: el alcalde de Curicó y la alcaldesa de Teno, ambos de la Alianza, quienes sostuvieron que se hallaban sumamente satisfechos, porque se les habían entregado las platas necesarias para la reconstrucción.



Como lo expresé, en la mayoría de ellos no fue así



Hoy estuve con el alcalde de Sagrada Familia. Gastó 279 millones de pesos, dada la seguridad que le dieron las autoridades de Gobierno -fui testigo de que el Ministro de Hacienda lo dijo- de que se reintegrarían a los municipios los recursos que gastaran en la emergencia.



Él me mostró, con documentación en mano, que se le debe la cantidad mencionada. ¿Cuánto se le ofrece a esa comuna, según este proyecto de ley? De acuerdo con lo que veo en el informe, 26 millones por un lado y 15 millones correspondientes al Fondo Común Municipal. En suma, 41 millones contra 279.



El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, al discutirse el Presupuesto, dijo que solicitaron 30 mil millones de pesos -la misma suma que entregó el Gobierno de la Presidenta Bachelet- para solucionar los problemas. Pero se asignaron solo 20 mil millones. Y, al parecer, no se están distribuyendo como corresponde.



El problema es que también se pidieron 30 mil millones destinados a la salud primaria. En la negociación logramos 4 mil millones (26 mil millones menos).



¡Esa es la tarea! Tenemos que hacer comprender que es necesario apoyar a las municipalidades. El proyecto no les soluciona el problema. Constituye apenas un pequeño remedio.



Aquí se va a producir una crisis de los gobiernos municipales. ¿Por qué? Porque no hay confianza en ellos, y tampoco en los gobiernos regionales.



¡Nunca había visto un Gobierno con mayor centralización en cuanto a las decisiones que se deben tomar con relación al territorio!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, voy a tratar de guardar el lenguaje, sin perjuicio de hacer algunas afirmaciones.



El problema, señoras y señores Senadores, es que la historia demuestra que las palabras que el Presidente de la República está usando con respecto a la Oposición son muy graves. Porque se trata del Primer Mandatario, no de cualquier ciudadano.



Él no puede calificar a la Oposición de “canallesca”; tampoco su vocera. No puede decir que parte de la Oposición -sin identificar de qué parte se trata- quiere que las zonas de catástrofe queden en el suelo.



Me parece que un Presidente de la República no puede hacer eso. Por el contrario, tiene que mirar con altura de miras, con visión de futuro, y no enfrascarse en una discusión de tal magnitud, menos aún cuando hemos dado claras muestras de ser capaces de llegar a acuerdos: en el royalty, en el propio proyecto de Ley de Presupuestos y en numerosas otras leyes que hemos aprobado con la finalidad de favorecer a quienes atraviesan por una situación grave en las zonas afectadas por la catástrofe.



Pero sucede que cuando se utilizan mecanismos institucionales, como la interpelación, “la Concertación es canallesca”. Cuando se dice que el Presidente de la República -dueño del 14 por ciento de las acciones de Colo Colo- o los propietarios de los clubes deportivos que ganaron la elección de la ANFP intervinieron en ella, se considera canallesco.



Quiero recordar cuando se dijo que Sebastián Piñera -en esa época no era Presidente- llamó por teléfono a un panelista de televisión para que actuara contra una persona. Y eso se comprobó.



Cuando se dijo que LAN Chile -en esa época el Presidente Piñera era accionista- utilizó conocimientos especiales para obtener éxitos económicos, se comprobó. Entonces, existe la duda de qué pasó en esta circunstancia.



Por tanto, ¿qué debe hacer quien cuenta con el mecanismo constitucional o legal pertinente? Iniciar una comisión investigadora. Pero no por eso se es canalla. En esa instancia habrá que demostrar que lo que se está diciendo es verdad o que lo que sostiene la otra parte no es cierto. ¡Pero la duda está!



Por eso puse como ejemplo dos dudas, que finalmente dejaron de serlo, pues se comprobó que hubo una actuación directa de Sebastián Piñera, quien en esa época era un ciudadano común.



Entonces, comete un error el Presidente de la República cuando se expresa de la manera en que lo está haciendo, porque nos lleva a todos a utilizar una forma de hacer política a la que no estamos acostumbrados.



No ha sido nunca ese el modo como la Concertación ha intentado llevar adelante sus procesos. Los ha construido de otra manera: mediante el diálogo; muchas veces, enfrentada en debates, pero en buenos términos.



Quien hoy es Presidente de la República ha hecho declaraciones -y su vocera, también- que me parecen extremadamente graves. En mi opinión, ello debiera llevar a la Concertación a revisar los acuerdos alcanzados con el Gobierno respecto al proyecto de Ley de Presupuestos.



Pese a que se dejó a miles de mujeres en la calle porque el Cuerpo Militar del Trabajo se quedó sin plata y el Gobierno ha sido incapaz de poner los recursos, nosotros, por razones claras y precisas, igual hemos aprobado esa parte del Presupuesto.



Cuando se propuso entregar plata a los privados en el ámbito educacional, en circunstancias de que debiera destinarse más al sector público, nosotros aceptamos.



A pesar de que no se otorgaron los recursos necesarios para lo relativo a los derechos humanos, nosotros hemos llegado a acuerdo con el Gobierno.



Me parece que aquella manera de hacer política debe llevarnos a  tomar una decisión. No se trata de entorpecer, sino simplemente de obligar a cumplir la palabra empeñada y los compromisos.



Cuando en el proyecto de Ley de Presupuestos no se cumple lo prometido en orden a eliminar el 7 por ciento de salud para los jubilados, nosotros no podemos sino hacerle presente al país que pararemos determinados aspectos del Presupuesto mientras el Presidente de la República no honre su palabra y no cambie su lenguaje. Porque insultarnos es una manera de hacer política que no queremos y nunca hemos deseado.



Por eso hago mención de esta situación. 



Si no se va por un buen camino, terminaremos enfrentados de mala forma y con malas palabras. 



En consecuencia, llamo al Presidente de la República a rectificar sus dichos y, sobre todo, a su vocera, quien ha sido capaz de expresar lo que señaló el Senador señor Escalona.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, refiriéndome al proyecto de ley que nos ocupa, quiero hacer presente que las 32 comunas de la Región de La Araucanía, que represento, van a recibir un total de 1.833 millones de pesos. Estoy seguro de que, más allá de que las comunas siempre necesitan más recursos, esta inyección de dinero les será muy útil para que solucionen sus problemas financieros.



Asimismo, deseo destacar que, en la distribución de recursos que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo les entrega a las comunas de La Araucanía, la municipalidad que más aporte recibirá es la de Pucón. Le siguen las de Villarrica y Temuco. Claramente, Pucón es uno de los municipios más pequeños, y su alcaldesa pertenece a un Partido de la Concertación. En consecuencia, nadie podría pensar que hay criterios políticos en  la distribución de estos dineros.



En segundo lugar, quiero señalar al Senador Tuma -por su intermedio, señor Presidente-, quien esta mañana expresó a la prensa regional que el Plan Araucanía es un tongo, que el Fondo Nacional de Desarrollo Regional  crece en términos reales en 33 por ciento. Será el presupuesto más grande en la historia, desde que se creó el Fondo, para la Novena Región. Y ello se invertirá en mejorar las condiciones de vida de la gente de esa zona.



¡Así es como el Presidente Piñera está cumpliendo su palabra!



En materia de viviendas, los recursos crecen en un 37,5 por ciento. Este también es un presupuesto histórico para nuestra Región.



¡Así cumple el Presidente Piñera con la Región de La Araucanía!



Esos son los ejemplos que he analizado. Porque los ítems respectivos están definidos Región por Región en el proyecto de Ley de Presupuestos. Es cosa de comparar una iniciativa con otra.



Estoy seguro de que, cuando revise la distribución de las provisiones, las alzas del Fondo Nacional de Desarrollo Regional en obras públicas, en vivienda, en salud, serán todavía mucho más elocuentes y revelarán en toda su magnitud que lo prometido por el Presidente Sebastián Piñera en su campaña y lo ofrecido y anunciado en la ENELA del presente año se cumplirán con creces.



Además, cabe señalar que el proyecto en comento fue visto por las Comisiones de Gobierno y de Hacienda, unidas, que preside el Honorable señor Sabag, y fue aprobado por unanimidad: 7 votos contra 0. Nadie se opuso.



Entonces, la discusión habida en la Sala tiene mucho que ver con otras situaciones de la política contingente, pero no con la iniciativa en análisis.



Todos estamos de acuerdo en que se entreguen a los municipios estos 20.000 millones de pesos, particularmente los que están focalizados en las Regiones más afectadas por el terremoto y el maremoto del 27 de febrero.



Por último, quiero decir que el país confía en el liderazgo del Presidente Piñera. La economía chilena está creciendo vigorosamente; el empleo está creciendo vigorosamente. En definitiva, lo que de verdad les importa a las ciudadanas y ciudadanos es que estén mejorando sus condiciones de vida, más allá de las polémicas políticas.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, ¿me permite?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Pido que se recabe la autorización de la Sala para que ingrese el Subsecretario -ahora que están presentes algunos que no han querido escucharlo-, a fin de que explique este proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay acuerdo ni quórum, me indica el señor Secretario.



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, me gustaría que después le pidiéramos al Senador Novoa que nos precisara aquello de que en el Gobierno de la Presidenta Bachelet se “patinaron” 8 mil millones de dólares. Creo que es complejo dejarlo en la Versión Oficial. Sería bueno que lo aclarara.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, pienso que es malo ver siempre la paja en el ojo ajeno y no la viga en el propio. 



Porque nosotros no inventamos el conflicto de interés.



Eso es lo que me llama profundamente la atención de las palabras del Senador Larraín. 



Nosotros advertimos que el conflicto de interés se iba a generar por el control que tiene el Presidente de la República, a través de un paquete accionario, de la sociedad anónima deportiva que administra Colo Colo. Era un hecho que así iba a ocurrir.



Incluso más, cuando lo manifestamos, se nos denostó. Se dijo que, como siempre, estábamos anunciando calamidades, catástrofes, y que éramos los agoreros de todo tipo de desgracias.



Entonces, no es justo que ahora, cuando estalló lo que advertimos que iba a ocurrir, se nos trate de “canallas”.



Como se ha señalado acá, si el Presidente de la República quiere criticar a personas, que lo haga; está en su derecho. Pero no tiene derecho a denostar a una coalición y a la Oposición en su conjunto. Y al no identificar a quien critica, nos ataca a todos.



No resulta válido escudarse en el argumento de que existen personas que, como en todas las circunstancias de la vida, han utilizado palabras destempladas.



Aquí no se ha dicho: “Tal persona usó tal expresión” o “Tal persona descalificó”. Aquí se ha inhabilitado como interlocutora a la Oposición.



Y en el caso de la señora Vocera, se trata de una conducta reiteradamente malintencionada.



Ella vino a Valparaíso a sacarse una foto delante de una casa afectada por el terremoto para descalificar a la Oposición, conglomerado que votó a favor del proyecto de ley que, según sus expresiones, rechazaríamos.



Entonces, se ha hecho uso y abuso del poder comunicacional de que dispone el Gobierno.



¡Seamos claros! Cuando la señora Vocera de Gobierno habla, los medios de comunicación concurren de inmediato a tomar nota de sus declaraciones. Y con mayor razón van cuando lo hace el Presidente de la República.



Entonces, no se nos haga responsables de las consecuencias de hechos objetivos, independiente de la voluntad de las personas a las cuales advertimos oportunamente que ellos iban a ocurrir, más aún cuando el conflicto, además, está rodeado de factores que significan escándalo.



El propio señor Segovia, impugnado como Presidente de la Asociación Nacional de Fútbol, declaró que trasladó 400 millones de pesos desde la Universidad Internacional SEK, que controla, a la Sociedad Anónima Deportiva Unión Española, que también controla. O sea, transfirió 400 millones de una sociedad sin fines de lucro a otra con fines de lucro. ¡Y él mismo lo señaló, como un hecho normal!



Por otra parte, el señor Mackenna, Presidente de Colo Colo, obedece al control accionario de los dueños. Y fue él quien orquestó la defenestración del señor Mayne-Nicholls.



Entonces, ¡por favor!, si lo que se pretende es tender un manto de silencio sobre esos hechos, francamente bochornosos, creo que se pide demasiado.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la idea de legislar (27 votos a favor y un pareo).

 

Votaron a favor las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Tuma.

El señor LARRAÍN.- ¿La iniciativa quedaría aprobada también en particular?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No: solo en general.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Hay que fijar plazo para indicaciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- El proyecto se puede aprobar también en particular, salvo que exista intención de presentar indicaciones. 



El Ejecutivo ha dicho que no lo hará, y desconozco si algún señor Senador las va a formular.



En todo caso, espero que las que se formulen no persigan el propósito de dilatar esta modesta llegada de recursos a los municipios solo para causarle un daño al Gobierno. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, sería ideal que fijáramos como plazo para formular indicaciones el próximo lunes, al mediodía. 



Nos hallamos a mitad de noviembre, y los recursos tienen que llegar pronto a las municipalidades. Estamos superatrasados. Obviamente, no es culpa nuestra. Pero si no aceleramos el trámite les causaremos mayores problemas a los municipios.



Por eso sugiero esa fecha.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No hay inconveniente en establecer ese plazo, señor Presidente.



Eso sí, hago presente que para nosotros es muy importante corroborar las cifras, porque contamos con información contradictoria respecto a la que entrega el Gobierno.



En lo que se repone a las municipalidades, yo por lo menos trataré de verificar en mi Región cuáles son las cifras que corresponden. Pero observo que los montos planteados son muy inferiores a los que reclaman los alcaldes.



Considero bueno que se abra un plazo para formular indicaciones, e incluso para realizar este tipo de aclaraciones.



Como Parlamento, tenemos poca iniciativa; pero al menos podemos revisar la información.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señores Senadores, antes de que nos quedemos sin quórum para adoptar acuerdos, consulto si les parece adecuado fijar como plazo para presentar indicaciones el lunes 15, a las 12.

El señor SABAG.- Sí, señor Presidente.




--Así se acuerda.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, algunos señores Senadores han planteado dudas respecto de si estos recursos serán los últimos que se entregarán a los alcaldes de las comunas afectadas por el terremoto y el maremoto, o a los que enfrentan, a lo largo y ancho del país, la otra catástrofe: su tremendo endeudamiento. Sin embargo, son los mismos que no quieren dejar entrar a la Sala al Subsecretario, quien se encuentra afuera, para que explique el proyecto.



Pese a no ser experto en la materia, tengo claro que nadie espera que con estos recursos, por supuesto muy escasos, se solucionen el problema de la catástrofe y el del endeudamiento. Pero le recuerdo al colega que me antecedió en el uso de la palabra que él sabe muy bien -pues ha participado en esto- que a través del Ministerio del Interior se les han asignado otros fondos a esos mismos alcaldes.



No es cierto, señor Presidente, que esta sea la única ayuda que el Gobierno entrega a las municipalidades. ¡No es cierto!



Ahora bien, admito que en algunos casos los dineros se han demorado. Pero, ¡por favor!, digamos las cosas como son. 



Si ustedes dejaran entrar al Subsecretario, él podría explicar el asunto y aclarar que se han aportado otros fondos por medio del Ministerio del Interior. 



Por algo hay alcaldes, como el de Curicó -supongo que aquí no hablará solo el hecho de que sean de Gobierno-, que señalan que les han llegado los recursos y las herramientas que se necesitan.



Por supuesto, también existen alcaldes ineficientes que jamás, sin importar cuánto se les entregue, podrán solucionar el problema, u otros que han gastado a cuenta de dineros que no tienen o más de lo debido. A todos ellos no se les repondrán los dineros. ¡Nadie puede creer que con 10 millones de pesos van a solucionar el problema!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, esa discusión ya la tuvimos.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra, señor Presidente.



He sido aludido y estoy en mi derecho.

El señor NAVARRO.- Así es: el Senador Zaldívar está en su derecho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No, no está en su derecho, pero le voy a dar la palabra.



Trate de no mencionar al Senador que lo aludió, porque si no...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No voy a provocarlo, sino que le voy a decir que, efectivamente, espero que el Subsecretario de Desarrollo Regional nos dé una explicación detallada de aquí al martes en relación con esta materia...

El señor LARRAÍN.- ¡Pero si no lo dejan...!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Lo puede hacer en la Comisión cuando corresponda discutir el proyecto. Ahí podremos reunirnos.



Ahora, respecto de si lo dejan o no ingresar al Hemiciclo, el Senador Larraín sabe que no es la primera vez que esto ocurre. Ustedes también negaron el permiso varias veces.

El señor LARRAÍN.- Yo no lo hice; usted, sí.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Yo tampoco lo he hecho, pero hay otros Senadores que han negado la autorización y hay que respetarlos.



De otro lado, le quiero decir al Senador señor Prokurica que los Alcaldes de Teno y Curicó, efectivamente, señalaron haber recibido las platas. Pero las dieciocho comunas restantes me indicaron que no lo han hecho. Y no han dicho que ello se deba a una ineficiencia, sino que no se las han entregado.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.
 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, aquí hay un asunto reglamentario.



Se están pidiendo antecedentes y si hubiera habido voluntad se habrían podido entregar en la Sala. Lo reiteramos una y otra vez. 



Yo no comparto ni compartí este proceder, porque nunca pedí que no ingresara a la Sala un Subsecretario en su momento. Pero, está bien. Es un derecho y no reclamo.



Lo que sí quiero decir es que se está fijando plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 15. Si estas no se formulan se va a entender que el proyecto queda aprobado. Quiero dejar constancia de eso para que no haya errores. 



Las indicaciones que se pueden presentar son solo de iniciativa del Ejecutivo, salvo que se quiera reducir gastos. Eso puede hacerse. Es una alternativa de que disponen los Senadores a los que les parece demasiado malo el proyecto. A lo mejor podrían reducir todo a 10 pesos para generar un conflicto.



En fin. Yo sé que ese no es el espíritu. 



Lo único que estamos haciendo es demorar que esta plata modesta, insuficiente, le llegue a los municipios que la necesitan. Eso es lo que ocurre. 



Tenemos solo este año para gastarla. Si no se gasta ahora, se va a perder. Día que pasa es un día menos para gastarla.



En ese sentido, creo que es un error dar plazo para indicaciones.

El señor LAGOS.- Ya está gastada. La plata, en este caso, es solo para reembolsar la que ya se ocupó.

El señor LARRAÍN.- Eso tienen que acreditarlo y hacerlo con tiempo.



Solo quería dejar constancia de que si no llegan indicaciones en la fecha programada, la Mesa deberá dar por aprobada esta iniciativa el día martes para su pronto despacho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Para los efectos prácticos, hoy -miércoles 10 de noviembre- hemos fijado como plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 15. Por lo tanto, el próximo martes tendremos el proyecto en la Sala.



No tenemos quórum para adoptar acuerdos en este minuto. Voy a levantar la sesión.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ahora lo hay, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.



Tenemos dos alternativas y quiero planteárselas a la Sala.



La primera es que pongamos en discusión el proyecto de ley de pesca y acuicultura, que lo debatamos hoy y dejemos pendiente su votación.

El señor PROKURICA.- Muy bien, señor Presidente.

El señor ORPIS.- ¿Hay quórum?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ahora sí lo hay.

El señor ORPIS.- Entonces, por qué no aprobamos el proyecto sin discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por eso pregunto.



Vamos a discutir ahora la iniciativa y quedará pendiente su votación, a menos que haya quórum.

El señor NAVARRO.- ¿Qué pasa con la hora de Incidentes?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Luego de ver el proyecto habrá hora de Incidentes.

MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA EN MATERIA DE PESQUERÍA ARTESANAL

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y urgencia calificada de “simple”.

6242-21
--Los antecedentes sobre el proyecto (6242-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 52ª, en 14 de septiembre de 2010.


Informe de Comisión:


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 59ª, en 12 de octubre de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es perfeccionar la regulación de la actividad extractiva artesanal y para ello, entre otras disposiciones, define al armador artesanal; establece un plan de manejo para la administración de una o más pesquerías artesanales; contempla la obligación de inscribir en el Registro Pesquero Artesanal los aparejos y artes de pesca; modifica la norma de reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y considera acreditada la habitualidad en el lapso en que la mujer se encuentre embarazada.



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discutió este proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Bianchi, Horvath, Orpis, Rossi y Sabag).



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios.



Finalmente, corresponde tener presente que la letra e) del artículo 8° bis, nuevo, tiene el carácter de norma de quórum calificado, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 19 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión la idea de legislar.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente,  este proyecto data de hace un par de años, fue despachado por la Cámara de Diputados y como se ha señalado abre una serie de posibilidades para que se inscriban nuevas personas en los registros de pescadores artesanales, según el detalle que los señores Senadores pueden ver tanto en el boletín comparado como en el informe.



Asimismo, amplía la posibilidad de inscribir nuevas embarcaciones a aquellas que por alguna razón, tal como se indica, no han podido quedar incorporadas en el Registro.



De otro lado, genera algo que se llama “Planes de Manejo”, los cuales se contemplan en el articulado de la ley -en seguida me referiré a ellos- y establece, en algunos casos, la obligatoriedad de informar el desembarque de algueros y buzos que antes no se hallaban explícitamente considerados.



En el aspecto general, se cambia la definición de “armador artesanal” y se elimina le exigencia de que las bodegas no pueden exceder los cien metros cúbicos. No es que esto quede abierto, porque hemos aprobado otra ley donde se cambia esta cifra, y se pone en la definición de embarcación artesanal, el máximo sería el caso de dos naves, que no superen los 18 metros de eslora  cada una, y que no tenga 80 de bodega, con una suma total de ciento sesenta metros cúbicos, en el caso de las comunidades o como ahí se señala.



Se mejora y completa la definición del Registro, en el sentido de que se incluyen los artes y aparejos. Además, este tiene carácter público.



El párrafo segundo, referido a los Planes de Manejo, establece una serie de fórmulas para administrar los recursos pesqueros en estado de plena explotación. Esto último significa que un recurso ha llegado a un nivel de extracción que en caso de ser superado no se podrá asegurar su recuperación. Es decir, esto es el producto de una pesquería que no se hace en forma mínimamente racional.



Se debe tener particular cuidado con los Planes de Manejo porque representan una fórmula para sustituir los sistemas de pesca de investigación. A través de ellos las universidades o los consultores pueden trabajar con organizaciones de pescadores artesanales, y, de alguna manera, podría sustituir el régimen artesanal de extracción que define la propia ley.



Hay que poner atención porque esto -por así decirlo- puede resultar bastante arbitrario. Se hace una propuesta que va a ser consultada, si correspondiere, por parte de la Subsecretaría a una mesa de trabajo que será presidida por el Director Zonal de Pesca, cargo que no existe en todas los sectores. 



En fin. Hay muchos elementos que podrían generar arbitrariedades y, claramente, hay que definirlos mejor.



Ahora, muchos Consejos Zonales de Pesca agrupan a más de una Región. En ese sentido, hay que tener un cuidado especial para que una Región no vaya a administrar los recursos de otra, cuestión que sucede y, de hecho, no resulta conveniente.



En cuanto a abrir nuevas vacantes a través de los Planes de Manejo, uno debe tener presente la situación de las pesquerías a nivel nacional. El Ministerio de Economía publicó hace poco un informe -lo voy a incorporar a esta presentación- acerca de la situación de las principales unidades de pesquería del país. Dicho documento es un semáforo. 



Hay siete unidades que están bajando drásticamente su cuota global de captura y algunas se encuentran al borde del colapso, como ocurre con el jurel y otras especies. Por lo tanto, es preciso tener particular cuidado si uno aumenta el número de embarcaciones o de pescadores artesanales, porque en definitiva lo que se está incrementando es el esfuerzo y la capacidad de extraer algo que es cada vez más escaso.



En lo que se refiere a los requisitos, se abre una serie de flexibilizaciones en cuanto a la habitualidad. Antes eran los últimos tres años; ahora se amplían a cuatro o dos que no sean consecutivos. Después hay fórmulas que permiten que el reemplazante sea descendiente hasta el cuarto grado de consanguinidad, y el beneficio se extiende a los ascendientes y a los colaterales. Además, como ha señalado el señor Secretario en la relación, cuando la pescadora artesanal se encuentra en estado de gravidez esas fechas se descuentan de la habitualidad, lo cual resulta justo.



Después, hay una disposición que apunta a eliminar la letra d) del artículo 51, la cual establece que para estar en el Registro los pescadores artesanales “deberán acreditar residencia efectiva de al menos tres años consecutivos en la Región respectiva.”. Nos llama profundamente la atención que por segunda vez se pretenda suprimir este requisito. Tenemos escasez de recursos. Los pescadores artesanales, buzos y algueros distribuidos en todo Chile cuidan de ellos. Y, sin embargo, se propone quitar este requisito para que vengan de otras partes a sacar lo poco y nada que queda.



Obviamente, estamos en contra de eso.



Después, hay disposiciones que dicen relación a los plazos  que permiten que entre gente nueva. Curiosamente, se sacan algunas fórmulas por las cuales se les cancelaba la matrícula. Por ejemplo, la letra d) del artículo 55, que se refiere al pescador artesanal condenado por “alguno de los delitos que sancionan los artículos 135 y 136.”. El 135 dice relación a la pesca con explosivos o con tóxicos. Como es obvio, eso le quita la posibilidad de pescar. Entonces, ¿por qué esto se está eliminando? No nos deja de llamar la atención.



Hay elementos de esa naturaleza que, desde luego, va a haber que revisar. 



Si analizamos el punto con precaución, veremos que se necesita una fórmula para resolver algunos casos que injustamente no han podido quedar en los registros de pesca artesanal. Pero nosotros no podemos permitir que por esa vía estos se amplíen sin tener la suficiente visión de que estamos sobrecargando un recurso. Lo mismo pasa con la inscripción de naves de los armadores.



Por estas razones, señor Presidente, la Comisión de Pesca, dada la suerte de compromiso que existe entre el Ejecutivo y las organizaciones  de pescadores artesanales, y rescatando el hecho de que el proyecto tiene algunos elementos positivos que podrían ser mejorados sustancialmente en la discusión en particular, sugiere a la Sala que lo apruebe en general, pero con las advertencias que he señalado.



En materia de pesca, como lo planteamos en su oportunidad, hay muchos temas pendientes. Es preciso regular la situación entre los propios pescadores artesanales, porque no podemos hacer competir, dentro de las cinco millas que les son reservadas, a pescadores que tienen un bote o una panga con un motor fuera de borda que simultáneamente compiten con dueños de lanchas de 18 metros y hasta 160 metros cúbicos.



Las zonas contiguas es otra área de fricción, en la cual se requiere asegurar los controles, las especies que se van a sacar, y para ello hay algunas fórmulas que hemos ido adelantando a través del uso del posicionador satelital, el cual permite no solamente una mejor administración y fiscalización, sino también mayor seguridad en las condiciones en que los distintos pescadores artesanales realizan su labor.



Para finalizar, los temas sociales de los pescadores artesanales hay que resolverlos a través de la política social del Estado, pero no mediante el uso y abuso de los recursos naturales, porque esa práctica nos ha llevado al borde del colapso de las principales pesquerías y de los recursos hidrobiológicos del país.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



El proyecto queda, entonces, para ser votado en la próxima sesión ordinaria.



--Queda pendiente la votación. 

REDUCCIÓN DE ZONAS PRIMARIAS DE PLAN DE ENCAMINAMIENTO TELEFÓNICO
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece que a cada región administrativa corresponda una zona primaria del servicio telefónico local, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones (Véase en los Anexos, documento 6).
--Los antecedentes sobre el proyecto (5552-15, 5919-15, 6270-19, 6304-19 y 6936-15, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 55ª, en 28 de septiembre de 2010.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones, sesión 66ª, en 10 de noviembre de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es eliminar, en forma inmediata o gradual, la llamada de larga distancia nacional mediante la reducción de las 24 zonas primarias del Plan de Encaminamiento Telefónico.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi y Novoa).



El texto que se propone aprobar en general corresponde al proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general la iniciativa.



Propongo abrir de inmediato la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Hay solo 11 señores Senadores en la Sala; no tenemos quórum para tomar acuerdos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En ese caso, le voy a dar la palabra primero a la Senadora señora Rincón.



Tiene la palabra Su Señoría.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, como se ha dicho, el proyecto de ley en discusión tiene que ver con la disminución de las zonas primarias del servicio telefónico local.



El artículo 26 de la Ley General de Telecomunicaciones, en su inciso final, establece que toda comunicación que exceda una zona primaria será considerada larga distancia. Por su parte, el artículo 22 del Reglamento del Servicio Público Telefónico establece que “Las comunicaciones entre equipos telefónicos locales conectados a una misma red local son comunicaciones telefónicas locales”, y que “Las comunicaciones entre equipos telefónicos locales conectados a redes telefónicas locales de distintas zonas primarias son comunicaciones telefónicas de larga distancia nacional”.



Por su parte, el artículo 4° transitorio de la ley N° 19.302 consagra que, para los efectos del servicio público telefónico, excluida la telefonía móvil, el país se dividirá en las veinticuatro zonas primarias, contemplándose a este objeto las existentes según el Plan Fundamental de Encaminamiento Telefónico, con excepción de las zonas primarias de Santiago y Peñaflor, que se fusionan.



Hoy en día existen provincias incluidas en zonas primarias que no corresponden a la misma Región Administrativa.



Consecuencia de lo anterior es que existen hoy diversas distorsiones que resulta necesario corregir. Un ejemplo de ello es que las llamadas desde Huasco y Freirina dirigidas a la capital de su Región, Copiapó, son de larga distancia, mientras que las que se efectúan a La Serena y Coquimbo son llamadas locales. 



Por otra parte, hay Regiones que tienen hasta cuatro zonas primarias (y una quinta en proyecto), como Valparaíso, entre las cuales las comunicaciones son de larga distancia: Valparaíso, Quillota, San Felipe y Los Andes, y San Antonio, mientras que Regiones más extensas, como Antofagasta, tienen una sola zona primaria, por lo que las llamadas entre Antofagasta, Calama, Tocopilla y Taltal, por ejemplo, son locales...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Excúseme, señora Senadora, pero aprovechando que hay quórum, solicito a la Sala abrir la votación.



--Así se acuerda.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede continuar haciendo uso de la palabra, señora Senadora. 

La señora RINCÓN.- La creación de nuevas Regiones y otros cambios de tipo territorial administrativo, como la creación de nuevas provincias, y la evolución de la comunidad de intereses de los usuarios que utilizan la telefonía local está agudizando este tipo de situaciones, aumentando su incomprensión.



El número de zonas primarias definidas a la fecha corresponde a una situación que se remonta a principios de la década de los noventa, donde la industria de telefonía local se caracterizaba por la presencia de operadores que tenían poder de mercado que afectaba el desarrollo de la telefonía local como la de larga distancia. Asimismo, la estructura de costos de estos operadores tenía un fuerte componente variable, que dependía del tráfico y la distancia de las llamadas efectuadas.



En la actualidad, la industria de telefonía local se desarrolla en un ambiente más competitivo, donde la telefonía móvil ejerce un fuerte efecto disciplinador, transformándose, en muchos casos, en un sustituto para las comunicaciones locales, y más aún, para las de larga distancia. Adicionalmente, la estructura de costos de la industria de la telefonía local paulatinamente se ha vuelto mucho más intensiva en costos fijos, lo que se traduce en que cada vez los costos de comunicarse al interior del país se tornan independientes del tráfico y de la distancia involucrada.



Por otro lado, dada la actual dinámica competitiva entre la telefonía local y la telefonía móvil, la inminencia de la portabilidad numérica y el fenómeno de la convergencia de los servicios, la existencia del actual esquema de definición de zonas primarias se ha transformado en una asimetría regulatoria que impide a los concesionarios de telefonía local competir en condiciones similares a las de la telefonía móvil.



Por último, y sin perjuicio de lo anterior, tomando en cuenta la realidad geográfica de nuestro país y las distancias comprometidas en las comunicaciones, se cree que este proceso debe asumirse de modo gradual, considerando etapas que permitan ajustar las tarifas de los usuarios al nuevo esquema, con el objeto de que no se transforme en un subsidio cruzado entre aquellos que utilizan las redes para la telefonía local y las de larga distancia.



El tráfico de larga distancia nacional actualmente tiene los mismos niveles observados que cuando se implementó el sistema multiportador que permitió la competencia en este segmento de mercado.



Las actuales zonas primarias, como se ha dicho, son 24, y el proyecto permite reducirlas a 13, con lo que se posibilitará que en Copiapó, La Serena y Ovalle; en Valparaíso, Quillota, Los Andes y San Antonio; en Talca, Linares, Curicó y Cauquenes; en Concepción, Chillán y Los Ángeles, y en Valdivia, Osorno y Puerto Montt, las llamadas sean de tráfico local, beneficiando a las familias y el desarrollo de la industria en dichos territorios.



Tomando en consideración la actual dinámica competitiva entre la telefonía local y la telefonía móvil, la inminencia de la portabilidad numérica -que ya hemos discutido aquí, en el Parlamento-, el fenómeno de la convergencia de los servicios y la comunidad de intereses que se puede inferir de la información de tráfico existente, el texto del proyecto propone llevar a cabo su objetivo en dos etapas.



En la etapa 1 (de 180 días contados desde la publicación de la ley), se propone fusionar las zonas primarias de Copiapó, La Serena y Ovalle; las de Valparaíso, Quillota, Los Andes y San Antonio; las de Talca, Curicó y Linares; las de Concepción, Chillán y Los Ángeles, y las de Valdivia, Osorno y Puerto Montt.



El resultado de ello será reducir las zonas primarias de 24 a 13.



La etapa 2 (con un plazo de implementación de 36 meses) consiste en eliminar la larga distancia nacional, previa consulta al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia respecto de si existen las condiciones de competencia para ello en el mercado de la telefonía fija.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Antes de continuar con la discusión, debo hacer presente lo siguiente.



Por cuestiones de quórum, tendríamos que fijar ahora plazo para presentar indicaciones.

El señor NOVOA.- No pedimos plazo, señor Presidente.

La señora RINCÓN.- El acuerdo de la Comisión era discutirlo en particular el próximo miércoles.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para presentar indicaciones el martes 16 de noviembre, a las 12.



Acordado.



Recuerdo a los señores Senadores que las indicaciones deben entregarse en la Secretaría de la Comisión.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en primer lugar, la Senadora Rincón me pidió que precisara la expresión “patinarse 8 mil millones de dólares” que utilicé durante mi intervención anterior.



Al respecto, debo señalar que se trata de una acepción común a la palabra “despilfarrar”. De tal modo que no tengo ningún problema en que se use este último término.

La señora RINCÓN.- Muchas gracias, señor Senador.

El señor NOVOA.- En segundo lugar, deseo manifestar que este proyecto significa un avance, porque, evidentemente, no es lógico que ciudades o comunas contiguas deban estar pagando larga distancia cuando se llama de una a otra.



La iniciativa en discusión, que viene aprobada por unanimidad de la Cámara de Diputados, reduce a 13 estas zonas, que son coincidentes con las 13 antiguas Regiones.



Se da un plazo de 180 días para llevar a cabo dicha reducción, y otro de 3 años para que todo el país constituya una sola zona telefónica, de manera que no exista la larga distancia, tal como ocurre hoy con la telefonía celular.



Creo que se trata de un avance importante. El único cuidado que tiene la ley en estudio es que ello no genere un monopolio, sino una competencia eficiente y eficaz. Con los multicarriers se creó competencia en la larga distancia, y en la actualidad existen muchos prestadores del servicio. Ahora, al transformarse todo el país en una sola zona, podría darse una situación de monopolio respecto de una compañía que tenga predominancia en el mercado. Por esta razón, la ley en proyecto se remite a lo que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia pueda determinar en su momento.



En atención a lo indicado, señor Presidente, la Comisión aprobó el proyecto por unanimidad.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (16 votos a favor), con plazo para presentar indicaciones hasta el martes 16 de noviembre, al mediodía.


Votaron las señoras Allende y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


De la señora ALVEAR:



A la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el objeto de que informe sobre criterios por seguir a propósito de CREACIÓN DE MAPA PARA EVENTUAL EJECUCIÓN DE DIVERSOS PROYECTOS.


De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole información relacionada con OBLIGATORIEDAD PARA CANTAR TERCERA ESTROFA DE HIMNO NACIONAL, y al señor Director del Servicio Nacional de Geología y Minería, requiriéndole antecedentes vinculados a NÚMERO DE FAENAS MINERAS EN COMUNA DE TIERRA AMARILLA Y DETALLE DE YACIMIENTOS FISCALIZADOS.



Del señor GARCÍA:



A los señores Ministros del Interior, de Relaciones Exteriores, de Defensa, de Hacienda, Secretario General de la Presidencia, Secretaria General de Gobierno, de Economía, de Planificación, de Educación, de Justicia, del Trabajo y Previsión Social, de Obras Públicas, de Salud, de Vivienda y Urbanismo, de Agricultura, de Minería, de Transportes y Telecomunicaciones, de Bienes Nacionales, de Energía, del Servicio Nacional de la Mujer, de Cultura y del Medio Ambiente, solicitándoles informar sobre PLANES Y PROYECTOS DE PROGRAMA DE GOBIERNO “PLAN ARAUCANÍA” FINANCIADOS CON CARGO A PRESUPUESTO 2011.



Del señor LARRAÍN: 


Al señor Director Nacional de Vialidad, consultándole acerca de PAVIMENTACIÓN DE CAMINO ENTRE RETIRO Y LOCALIDAD DE VILLASECA y en cuanto a ARREGLO VIAL DESDE VILLASECA HACIA TERRÓN Y MELOCOTÓN.



De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe respecto de denuncias sobre INSTALACIÓN DE DISCOTECA EN TERRENOS DE OBRAS PÚBLICAS EN COMUNA DE CAUQUENES; al señor Ministro de Salud, para ver factibilidad de realizar OPERACIÓN DE PRÓSTATA Y TESTÍCULOS A AFECTADO POR TERREMOTO EN COMUNA DE COLBÚN; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole antecedentes relativos a PROBLEMAS HABITACIONALES POSTERREMOTO DE FAMILIAS DE JUNTA DE VECINOS “10 R SANTO TORIBIO” (comuna de Cauquenes, Región del Maule Sur) y a NO INCLUSIÓN DE DON ANÍBAL BRAVO PORTUNATTO EN LISTA DE SELECCIONADOS PARA SUBSIDIO HABITACIONAL; al señor Ministro de Agricultura, a fin de que informe sobre MEDIDAS PARA SECTOR AGRÍCOLA EN COMUNA DE CAUQUENES, y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, para que se proporcionen antecedentes acerca de DENUNCIAS DE POBLADORES DE SECTOR MAJUELO Y VILLA ADELAIDA, COMUNA DE CAUQUENES.

)------------(
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Partido Socialista.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

INCREMENTO DE ASIGNACIÓN DE ZONA PARA ASISTENTES DE EDUCACIÓN DE PROVINCIA DE CHILOÉ. OFICIOS
El señor ESCALONA.- Señor Presidente, pido oficiar a los Ministros de Hacienda y de Educación, con el propósito de que puedan atender la solicitud de la Asociación Gremial de los Trabajadores Asistentes de la Educación de la provincia de Chiloé.



Su petición es para que pueda incrementarse la asignación que se recibe en la provincia de Chiloé por ser zona extrema.



Ellos reciben 110 mil pesos; en cambio, cruzando el golfo de Reloncaví, los trabajadores del mismo sector perciben 240 mil, es decir, más del doble.



Hay ahí, evidentemente, una inexplicable disparidad.



En otras Regiones, como Antofagasta, dichos funcionarios reciben 165 mil pesos. Y aunque allí puede haber una distancia levemente mayor, no cabe ninguna duda de que en la provincia de Chiloé, por su condición insular, la conectividad resulta mucho más difícil y costosa.



Se trata de 1.200 funcionarios, de modo que acoger su petición significaría un desembolso claramente menor desde el punto de vista de las finanzas públicas, pero contribuiría a reparar una situación de inequidad en los ingresos de los trabajadores de la provincia de Chiloé.



Al mismo tiempo, los funcionarios solicitan ser incluidos en lo que habitualmente se denomina “mesa central” en las comunas, es decir, las personas que laboran en las corporaciones o DAEM de los diferentes municipios.



Por lo tanto, se trata de avanzar en las condiciones de equidad para los trabajadores asistentes de la educación.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, con la adhesión de los Honorables señores Navarro, Prokurica, Kuschel, Lagos y Bianchi.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde el turno del Partido Demócrata Cristiano.

El Senador señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Se cambió de Partido, señor Senador?



Mire, le voy a dar el tiempo de los Comités Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata e Independiente.

El señor PROKURICA.- ¡Dejemos a los Independientes!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Darle además el del Comité Demócrata Cristiano ya sería un exceso.



¿Algún Senador hará uso de los minutos que le corresponden a la Unión Demócrata Independiente?



¿Usted, Senador Bianchi, cedió su tiempo?

El señor NAVARRO.- Yo llegué a acuerdo con la Democracia Cristiana, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, es mucho más fácil resolver el problema. 



Efectivamente, yo no tengo inconveniente en cederle minutos a nuestro amigo, y “correligionario”, y “compañero”, y “camarada” -ya que al parecer ocupará el tiempo de todos los partidos; no hay problema-, el Senador Navarro.



La cuestión es que el Honorable señor Prokurica se referirá al Día de la Antártica, conmemorado el 6 de noviembre. Aunque Su Señoría intervendrá en su nombre y en el mío, yo solo agregaré algo más al final, si se da la coyuntura. 



Eso es todo. 



Así que le cedo mi tiempo a nuestro amigo el Senador Navarro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor PROKURICA.- ¡Pero al final, señor Presidente!

El señor NAVARRO.- De acuerdo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Yo estoy dirigiendo la sesión, Senador Navarro. 



Si quiere intervenir, debe hacerlo de inmediato. De lo contario, después nos vamos a quedar solos. 

El señor NAVARRO.- Okay. 

El señor BIANCHI.- ¡Eso no se hace...! 

LENGUAJE DE VOCERA DE GOBIERNO Y DOBLE ESTÁNDAR FRENTE 

A INFORMACIONES INJURIOSAS CONTRA AUTORIDADES
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como Presidente del Partido Movimiento Amplio Social (MAS), lamento las opiniones vertidas por la Vocera de Gobierno, Ena von Baer -ya mencionadas hace un rato-, quien calificó a la Oposición como parte de una “guerra sucia” y, más aún, afirmó que no había optado por la reconstrucción, sino por la destrucción 



Al respecto, debo manifestar que la Oposición -a la cual me he sumado- ha optado por la construcción. Hemos llegado a un protocolo de acuerdo que no satisfacía a casi nadie en ese sector, pero que fue constructivo. 



Decir que optamos por la destrucción, o hablar de guerra sucia, es un lenguaje de guerra. Y creo que ese no es el lenguaje del Presidente de la República. 



Por lo tanto, la pregunta que surge es si la Vocera habla en nombre del Primer Mandatario o lo hace a título personal. Porque si ella cree que hay una guerra en Chile -una guerra sucia-, o que la Oposición está por la destrucción, entonces es vocera de un Gobierno que no es el de Chile, pues nada de eso ocurre aquí. 



En consecuencia, la señora Von Baer debe realizar un esfuerzo de ubicación para saber si el país al cual se está refiriendo es el nuestro, o uno del Medio Oriente, como Irak. Porque aquí no hay ni guerra limpia ni guerra sucia, sino un proceso de construcción, de ejercicio de la democracia entre Gobierno y Oposición.



Por otro lado, el Ministro Golborne señaló hoy que se ha utilizado una estrategia en contra del Presidente de la República que es muy fácil de emplear cuando se basa en “fuentes que me dijeron”, sin presentarse pruebas que puedan ser refutadas ni elementos contundentes. Y tiene razón. No es posible hacer acusaciones de envergadura cuando no se tienen pruebas. 



Pero, lamentablemente, parece que quienes asumen el poder, los que llegan a La Moneda, cuando son Gobierno se comportan de manera similar. 



“La Nación”, el 2009, hizo una publicación de casi media página un día domingo formulando graves acusaciones en contra del Senador Alejandro Navarro, a propósito de la ya histórica creación de los “Navarrines”, como parte de la campaña presidencial, señalando que había estafado a artesanos mapuches; construido un “Navarrín” de totora en Cañete; que tenía una deuda millonaria, y que, en definitiva, se había burlado de las comunidades mapuches, de los artesanos, faltando gravemente a la ética y la moral. 



Alegamos y nos querellamos por injurias en contra del referido diario, y hace dos días apareció un desmentido argumentado un error periodístico al no consultar la fuente. 



Señor Presidente, yo creo que el actual Gobierno, que llegó bajo el eslogan de “la nueva forma de gobernar”, se comporta igual que el anterior. 



“La Nación” injurió a un Senador de la República. Si lo hubiera hecho contra el dueño de “El Mercurio” o de “La Tercera”, la resolución favorable de los tribunales no resistiría un minuto. Pero la cuestión es contra el Senador Navarro, que tiene un partido pequeño como el MAS, que sacó una gran votación, si no la primera de Chile, en la última elección presidencial. 



No obstante lo anterior, parece que nada ocurriera. 



Entonces, el doble estándar al que me refiero se produce cuando se critica al Presidente de la República y no hay fuentes. Ahí se arma un gran escándalo y se exige “que revelen las fuentes”. 



Pues bien, yo hoy le pido a “La Nación”, que es de este Gobierno de Derecha, que indique la fuente que motivó la injuria en contra del Senador Navarro. Porque se trató de una injuria. 



Y si algo tengo en la vida es la dignidad de la transparencia y la honestidad, señor Presidente. En mi declaración de intereses no figura bien alguno. ¡Ni uno solo! Porque nos hemos dedicado al trabajo político, al trabajo social. Algunos pensarán que es un error. 



Pero lo que me parece grave, lo que me indigna, es que se pretenda enlodar el nombre de un Senador, y que cuando ello ocurra, haya una actitud, y cuando se afecta al Presidente de la República, se tenga una distinta.



Si el actual Gobierno efectivamente cree que no se puede enlodar, que no se puede atacar, que no se puede argumentar en contra del Primer Mandatario, yo le pido que mantenga la misma actitud, siempre.



Lo peor para los Gobiernos es el doble estándar: que lo que es malo para el Presidente de la República no lo sea cuando se ataca a un Senador. 



Yo espero que el Gobierno reevalúe su actitud, pues, si no, estará comportándose igual que el anterior. Increíblemente, “La Nación”, siendo un diario oficialista, se permitió efectuar tamaña injuria, que aún no reconoce y que todavía alega como error periodístico. 



No hubo error, señor Presidente, sino el ánimo de injuriar y de atacar alevosamente al entonces candidato presidencial Alejandro Navarro. 



Por eso, espero que el Gobierno cambie el lenguaje y dé señales de querer trabajar en conjunto. 



Yo pensé que el problema era únicamente la Intendenta del Biobío, Jacqueline van Rysselberghe, que cree poder hacer las cosas sola, que baipasea a los alcaldes, que dice que los presupuestos los aprueba ella y que ella consigue los recursos para la reconstrucción, y que quiere efectuar la reconstrucción sola. 



Pero entre la Vocera y la Intendenta hay una línea común: si bien tienen una ascendencia germánica que las une, ambas creen que pueden pretender hacer las cosas solas. 



Y yo quiero preguntar si las expresiones de la Ministra Ena von Baer reflejan el sentir del Gobierno. Porque, si así fuera, estaríamos en problemas: como se dijo denantes, representan una declaración de guerra. 



Hablar de guerra sucia -reitero- y de intenciones de destrucción de parte de la Concertación significa eso. No participo de ninguna de ellas ni quiero que exista ese clima, sino, por el contrario, uno de colaboración y de unidad para enfrentar la reconstrucción.

CONDENA A REPRESIÓN EJERCIDA POR MARRUECOS EN

SAHARA OCCIDENTAL. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, una grave y salvaje agresión militar se ha producido en los últimos días en los territorios del Sahara Occidental, ocupados ilegalmente por el Reino de Marruecos. 



El ejército marroquí atacó violentamente, de manera sangrienta, y desalojó por la fuerza a ciudadanos saharauis desarmados que ocupaban pacíficamente el Campamento Saharaui de Egdeim Izik, en las afueras de la ciudad del Aaiun. Más de 20.000 personas han sido desalojadas en forma violenta. Varios saharauis fueron asesinados por los militares marroquíes y ciento de hombres, mujeres, ancianos y niños han resultado heridos. 



La brutal represión ejercida por el ejército de ocupación marroquí, con la colaboración de grupos armados de colonos en contra de los saharauis, se ha extendido vehementemente a las ciudades del Aaiun, Dajla, Samara y Bojador. 



En las últimas horas, varios parlamentarios europeos y numerosos observadores internacionales se han visto impedidos de ingresar a la ciudad del Aaiun, o han sido expulsados de las zonas ocupadas.



Se encuentra en curso en el Sahara Occidental una catástrofe humanitaria de impredecibles consecuencias, que se está transformando en una limpieza étnica en contra del pueblo saharaui. Esta salvaje represión ocurre en presencia de la ONU en el territorio, representada por su misión para organizar el referéndum del Sahara Occidental, la MINURSO. 



Yo he estado tres veces en el Sahara. He conversado con soldados de la MINURSO. He estado también con el Gobierno marroquí. Y resulta incomprensible esta acción a la luz del discurso oficial del Reino de Marruecos.



El Presidente de la República Árabe Saharaui Democrática (RASD), Mohamed Abdelaziz, le formuló al Secretario General de la ONU, Ban Ki-moon, una solicitud para que enviara un dispositivo de seguridad que protegiera la vida e integridad de los civiles saharauis en los territorios ocupados, quienes todavía no gozan del derecho a la autodeterminación.



Denunciamos que, con esos graves hechos, el Reino de Marruecos ha violado unilateralmente el alto al fuego suscrito con el Frente Polisario en septiembre de 1991.



El desalojo pretende obstaculizar toda salida pacífica a la causa saharaui, basada en el conflicto por la posesión de un vasto territorio del Sahara occidental.



Esa acción se efectuó en momentos en que se iniciaba en Nueva York una nueva ronda de negociaciones entre las partes en conflicto, bajo los auspicios del Representante Especial de la ONU para el Sahara Occidental, Christopher Ross.



Por eso extraña que, a horas del comienzo de las conversaciones por la paz, se produzca esa brutal acción en el Sahara occidental.



Creo que la única explicación es que el Gobierno de Marruecos no quiere conversar. Nadie ataca y desaloja a la contraparte cuando está a punto de partir una mesa de negociaciones.



Considero que Chile debe plantear en la UNASUR una condena enérgica al Reino de Marruecos por aquellas graves y brutales acciones e iniciar al efecto mancomunados esfuerzos con el resto de los países que la integran.



Señor Presidente, en América latina nos hemos caracterizado por la lucha por la independencia nacional. El principio de autodeterminación de los pueblos ha estado consagrado desde Bolívar. 



¡Queremos pueblos libres en el mundo! 



Chile cumplió 200 años de nación libre. Y el pueblo saharaui tiene el derecho, luego de haber sido colonia española controlada por Franco, a la libertad y al autogobierno.



La República de Marruecos ha roto un pacto de paz. Y me temo lo peor. Ojalá no se retomen las armas. Pero considero que la situación está alcanzando un punto irreversible, dado que por décadas el pueblo saharaui, viviendo en campamentos, ha preferido el curso de la paz, con gran sacrificio de toda su población



Señor Presidente, solicito que esta intervención sea enviada a los países de la UNASUR; a Ministros de Relaciones Exteriores; a las embajadas de los países de América Latina; a la Organización de las Naciones Unidas; a todas las embajadas de los países árabes con presencia en Chile, y, por cierto, al Presidente de la República, Sebastián Piñera.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NAVARRO.- ¿Cuántos minutos me quedan, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Dos y medio, señor Senador.
RESTITUCIÓN DE EMPLEOS DE COMANDO MILITAR DEL TRABAJO EN REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie a los Ministerios del Trabajo y del Interior para que informen detalladamente sobre los planes de ocupación para la Región del Biobío.



Se han terminado 12 mil empleos creados por el Comando Militar del Trabajo con financiamiento público, que representaban una fuerza laboral importantísima en las comunas afectadas por el terremoto y el maremoto: Lebu, Tirúa, Contulmo, Arauco, Lota, Concepción, San Pedro, Chiguayante, Tomé, Coronel, Talcahuano, Penco.



Concluyeron abruptamente, y no hay alternativa. 



La Ministra del Trabajo dice que ahora existe más ocupación que antes del terremoto.



Yo emplazo a la Ministra Camila Merino -y se lo dije personalmente- a que me demuestre dónde están los empleos en la Región del Biobío.



¡Dónde se ha creado más ocupación!



Se van Machasa, Tradex. Se cierran las pesqueras.



Señor Presidente, la crisis del jurel dejará cientos de miles de desempleados en la Región del Biobío. La cuota global de captura, que una vez llegó a 5 millones de toneladas anuales, fue fijada en 200 mil. Con ello, más de la mitad de la flota de tripulantes y del personal de las plantas de elaboración de harina de pescado o de jurel envasado cesará en sus funciones.



¡Viene una catástrofe en la Región del Biobío, y el Gobierno termina 12 mil empleos!



Ayer marcharon más de mil trabajadoras que se trasladaron a Santiago, al Parlamento, en 16 buses para hacer una sola petición. Con lágrimas en los ojos y la voz entrecortada, solicitaban una oportunidad de trabajo.



Esas mujeres hoy día están en los campamentos creados después del terremoto.



Tenemos una situación ética, política y moral.



Por tanto, señor Presidente, le pido, en su calidad de jefe del Comité Partido Radical Social Demócrata e Independiente, que plantee la revisión del protocolo de acuerdo político suscrito con el Gobierno si no se cumple el mínimo de la promesa que el Presidente Piñera hizo en la Región del Biobío: “Vamos a tener cupos de empleo mientras dure la crisis”. 



En la Octava Región la crisis no ha amainado, sigue plenamente vigente.



Entonces, los empleos en comento deben ser recuperados. Si no, va a haber movilización social. ¡Y seré el primero en marchar junto a los trabajadores para exigir el cumplimiento de aquella promesa!



Además, el sistema económico regional ha sido incapaz de generar nuevas fuentes laborales.



Señor Presidente, vamos a enfrentar un problema social grave en la Región del Biobío. Y espero contar con el apoyo de la Concertación para convencer al Ejecutivo de que reponga los 12 mil empleos eliminados y de que se prepare para lo que viene, porque se trata de un problema social de todos: de las Regiones, del Gobierno y de la Oposición.



Pido que esta intervención sea remitida al Presidente de la República, al gobierno regional del Biobío y a los Comités parlamentarios del Congreso Nacional.



Asimismo, solicito que se haga llegar al Ejército de Chile, que ha tenido la misión de administrar el programa mencionado. La decisión de terminarlo no es de su responsabilidad. Lo administró en debida forma. Hay propuestas nuevas de los alcaldes, y espero que sean analizadas. 



Ruego enviarla también a los alcaldes de cada comuna de la Región del Biobío.



Agradezco al Senador Sabag por cederme el tiempo del Comité Demócrata Cristiano. Asimismo, al Partido por la Democracia y al Senador Bianchi, por darme los minutos de sus respectivos Comités.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¡Además, agradézcale al Senador Bianchi por haber permanecido en la Sala para escuchar sus intervenciones...! 
El señor NAVARRO.- ¡Patagonia sin represas!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

CELEBRACIÓN DE “DÍA DE LA ANTÁRTICA CHILENA”
El señor PROKURICA.- Señor Presidente, con motivo de celebrarse el 6 de noviembre el “Día de la Antártica Chilena”, intervengo en nombre de los Senadores señores Bianchi, Horvath y Kuschel para referirme a ese importante territorio nacional y a su historia.



En 1939, ante la delimitación territorial practicada por Noruega y frente a una probable reclamación de Estados Unidos, nuestro país resuelve crear una comisión sobre asuntos antárticos encargada de proponer los límites del territorio antártico chileno. Su trabajo se materializó durante el Gobierno de don Pedro Aguirre Cerda mediante la dictación del decreto 1.747, que el 6 de noviembre de 1940 fijó los límites entre los meridianos 53° y 90° de longitud oeste de Greenwich, con una extensión de un millón doscientos cincuenta mil kilómetros cuadrados, que pasó a denominarse “Tierra de O’Higgins”.



La dictación de ese decreto no fue antojadiza. El pasado antártico de Chile se halla determinado por la geografía y configurado por una serie de antecedentes históricos que paso a exponer.



En primer lugar, los conquistadores españoles llegaron a nuestra tierra con autorizaciones expresas para extender la jurisdicción del imperio español a las tierras situadas al sur del Estrecho. Ninguna otra nación en la Tierra posee semejantes títulos antárticos.



Por otra parte, el Tratado de Tordesillas, de 1494, fijó las áreas de influencia de España y de Portugal al este y al oeste, respectivamente, de una línea que iba de polo a polo, por lo que las áreas antárticas reclamadas por Chile caían dentro de la zona española.



Dicho Tratado fue avalado por la bula papal de 1506, que la hizo obligatoria para todos los países católicos.



Carlos V, en 1534, dividió el territorio sudamericano en tres gobernaciones: Nueva Castilla (Perú), Nueva Toledo (Chile) y Nueva León o Tierras Magallánicas.



En 1539 se creó una nueva gobernación al sur, llamada “Terra Australis”.



En 1554 Pedro de Valdivia logró que el Consejo de Indias traspasara los derechos de Nueva León y de Terra Australis a Gerónimo de Alderete, quien en 1555, y tras la muerte de Valdivia, asumió como Gobernador de Chile y anexó a ella los dominios de Nueva León y Terra Australis.



En 1831 el Libertador Bernardo O´Higgins envía a la Marina Real Británica una carta donde habla sobre nuestro país y destaca la extensión de nuestro territorio hasta las nuevas islas Shetland del Sur.



En 1843 una expedición chilena fundó el Fuerte Bulnes, tomando posesión del Estrecho de Magallanes.



En 1856 se promulgó el Tratado de Amistad con la República Argentina, que reconoció los límites del uti possidetis juris, es decir, los definidos por las leyes indianas hasta 1810.



El crecimiento de la colonia chilena en Magallanes, principalmente en la ciudad de Punta Arenas, permitió la fundación de compañías para la cacería y explotación de ballenas en los mares antárticos, las que pedían sus autorizaciones al Gobierno de Chile.



En 1894 se entregó a la Gobernación de Punta Arenas la potestad para la explotación de recursos marinos al sur del paralelo 54o sur.



Chile tiene el privilegio de ser el país más cercano a ese rincón del planeta. Ya lleva muchos años de una labor científica y logística que, aunque pareciera modesta, ha sido valiosa y de suma importancia para comprender y cuidar mejor el ecosistema.



Andrés Bello patrocinó las expediciones de Fitz Roy y la misión astronómica del teniente norteamericano Gillis.



También destaca la labor del ingeniero Alejandro Bertrand, cuyo mapa de Chile de 1884, diseñado para todas las escuelas de la república, muestra las tierras australes y traza el perfil de la cordillera de los Andes continuada hasta el monte Haddington, en la Antártica.



Luego de la dictación del decreto 1.747, nuestro país comienza a ejercer actos efectivos de soberanía en 1947, cuando realiza su primera expedición oficial, que culmina con la instalación de la Base Soberanía (actual Base Arturo Prat). Al año siguiente, el Presidente Gabriel González Videla inauguró la Base General Bernardo O´Higgins, en la que fue la primera visita oficial de un Jefe de Estado a la Antártida.



En la actualidad, Chile cuenta con varias bases.



Una de ellas es la Base Eduardo Frei Montalva, dependiente de la Fuerza Aérea. Se ubica en la isla Rey Jorge. Allí se encuentra Villa Las Estrellas, fundada en 1984, que se destaca como asentamiento humano civil, con una población que oscila entre 80 personas en invierno y 150 en verano.



Villa Las Estrellas cuenta con hospital, escuela, oficina de correos, iglesia, guardería infantil, hostería, telefonía, banco, señal de radio y televisión, supermercado, gimnasio e instalaciones científicas. Por esta gama de servicios, en los últimos años se ha transformado en el centro de apoyo logístico de las bases científicas de otros países ubicadas en la cercanía (China, Corea, Rusia y Uruguay).



Para finalizar, quiero destacar la labor que desde su creación, en 1963, ha realizado el Instituto Antártico Chileno, que, con sus equipos de investigación, bases, refugios en el Territorio Antártico Chileno y sus publicaciones, ha venido desarrollando una importante labor para Chile y los chilenos.



Señor Presidente, solicito que el texto de mi intervención sea remitido al Instituto recién individualizado.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor Prokurica, conforme al Reglamento, con las adhesiones de los Honorables señores Navarro, Bianchi, Horvath, Kuschel y Gómez.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

FACTIBILIDAD DE ENERGÍA EÓLICA FAMILIAR EN CHILOÉ, LLANQUIHUE Y PALENA. OFICIOS

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, solicito que se oficie a los señores Ministro del Interior, Intendente de la Región de Los Lagos y Ministro de Energía para que estudien la factibilidad de instalar molinos de viento al objeto de generar energía eléctrica a nivel de familia en las islas pequeñas de Chiloé y en los valles cordilleranos de las provincias de Llanquihue y Palena. Ello, de acuerdo a un modelo que se está utilizando en la provincia de Chubut, en Argentina, que es relativamente económico y accesible a nivel de precio promedio por familia.



Lo planteo porque veo que en Chiloé se siguen atrasando los programas de instalación para la generación de electricidad y aquella es una alternativa que vale la pena considerar. Y tengo la impresión de que es muy factible.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

HOMENAJE A TENIENTE HERNÁN MERINO CORREA EN 45º ANIVERSARIO DE SU MUERTE. OFICIO

El señor HORVATH.- Señor Presidente, Honorables Senadores:



El 6 de noviembre último se cumplieron 45 años de la muerte trágica del Teniente Hernán Merino Correa en territorio chileno de Laguna del Desierto, en ese entonces todavía compartido entre Magallanes y la Región de Aysén.



Hubiésemos querido hacer un homenaje como Dios manda. Pero tendremos varios años más de actividad para rendirle tributo en plenitud en el Senado, al igual como lo hemos hecho desde la reinstalación del Parlamento, en 1990.



La historia personal de Hernán Merino Correa está llena de facetas que sirven de claro ejemplo no solo a Carabineros sino a toda la ciudadanía chilena.


Desde pequeño fue un gran deportista y muy patriota.



Uno de sus primeros destinos fue Santa Bárbara, cerca de Los Ángeles, donde no titubeó en lanzarse al río Biobío para salvar a una mujer en estado de gravidez que se ahogaba en sus aguas.



Más tarde, sirviendo como carabinero en Puerto Aysén, se produce un grave accidente en el cerro Pérez, donde muere, entre otros, el obispo. El Teniente Merino, como  integrante de las patrullas de rescate, logra, junto con otras personas, sacar al único sobreviviente desde una selva agreste y bajo un tiempo muy difícil.



Después es destinado a la zona de O´Higgins.



En 1965 se empieza a generar un roce entre Chile y Argentina, instigándose distintos focos con pretensiones de obtener algunos territorios ya fallados por el laudo británico de 1902 e incluso demarcados en 1903.



Los pobladores del sector se quejan amargamente -incluso poseían títulos y estaban en condiciones de bastante aislamiento- y plantean sus reclamos a raíz de los apremios de que eran objeto por parte de Gendarmería Argentina. No pudieron sacar su ganado ni movilizarse, lo que desgraciadamente ocurre hasta hoy, cuando muchos chilenos, para conectarse con el resto del territorio, deben pasar por el vecino país.



A ese sector concurre un grupo de carabineros. Por otro lado, llegan los gendarmes argentinos. Va la gente de la Dirección de Fronteras y Límites y señala claramente que aquel, siguiendo el fallo de 1902 y la demarcación de 1903, queda para el lado chileno.



Sin embargo, la crisis aumenta. Se reúnen en Mendoza los Presidentes de la época, Eduardo Frei Montalva y Arturo Illia, y acuerdan despejar todo tipo de fuerza y dejar a los pobladores del sector hasta que la situación se resuelva de manera pacífica.



Chile hace lo propio; retira a la gente, y quedan cuatro carabineros en el lugar desarmando su campamento.


Por desgracia, en el vecino país el Presidente democrático no estaba muy firme en su posición. No le hacen caso al acuerdo y llevan a cabo un despliegue con más de cien gendarmes, apoyados con fuerza aérea, con militares, con gran presencia de prensa, y emboscan a los cuatro carabineros, quienes se estaban retirando. El Teniente Merino, por cubrir a su jefe, el Mayor Torres, es baleado sin ningún tipo de advertencia y sin defensa alguna. Se llevan el cuerpo a Argentina, se genera un gran reclamo de Chile y finalmente es recuperado. Pero hubo algo que no recuperamos: los gendarmes trasandinos se quedaron instalados en el lugar hasta 1991, fecha en que esa zona fue llevada a un curioso arbitraje, prácticamente montado para dejarla a los argentinos.


Existen muchos aspectos que no corresponde señalar en este minuto. Pero lo que sí queremos expresar es que la vida de Hernán Merino Correa constituye un ejemplo para seguir investigándolo y compartirlo desde los cuarteles de Carabineros a las distintas plazas y lugares públicos de nuestro país.


Hernán Merino Correa se destacó en vida. Y quienes tuvieron oportunidad de conocerlo hablan de él como un hombre ejemplar.


Al igual que Arturo Prat y nuestros héroes de la patria, es un héroe del siglo XX al cual deseamos homenajear en esta oportunidad.



El 6 de noviembre dirigí estas mismas palabras a Carabineros de Chile.



Pido que el texto de mi intervención se haga llegar a esa noble Institución.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre del Senador señor Horvath, conforme al Reglamento, con las adhesiones de los Honorables señores Kuschel, Prokurica, Navarro y Gómez.



Habiéndose cumplido su objetivo...



¿Necesita algún minuto más, Senador señor Navarro?

El señor NAVARRO.- No, señor Presidente. Le agradezco su espíritu democrático hacia las minorías.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:55.






Manuel Ocaña Vergara,
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Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro de Educación, señor Joaquín Lavín.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones sesenta y uno y sesenta y dos, ambas ordinarias, de los días 26 y 27 de octubre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señor Letelier y señora Allende, respectivamente, en primer trámite constitucional, que suspende indefinidamente la inscripción de taxis colectivos en el Registro Nacional de Transporte de Pasajeros (Boletines números 6.559-15 y 7.028-15, refundidos).



Con los cinco siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyectos de reforma constitucional, ambos en primer trámite constitucional, uno, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina y García y del ex Senador señor Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la Nación chilena, y otro, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las Plantas del Personal de Carabineros de Chile (Boletín N° 6.962-02).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (Boletín N° 7.074-05).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, y aumenta los incentivos a la forestación (Boletín N° 7.102-01).



Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el D.F.L. N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, incorporando la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de Isapres, y homologando el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el D.L. N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (Boletín N° 6.312-11).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que informó que se ausentaría del territorio nacional el día 28 de octubre del presente año, para participar en la misa fúnebre del ex Presidente Néstor Kirchner, en la ciudad de Buenos Aires, República Argentina.



Informó, además, que durante su ausencia lo subrogaría, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



-- Se toma conocimiento.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros, comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, y aumenta los incentivos a la forestación (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 7.102-01).



-- Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba la "Convención Internacional Contra el Dopaje en el Deporte", aprobada en París, el 19 de octubre de 2005, en la 33a Reunión de la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) (Boletín N° 7.161-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



3.- Proyecto de ley que autoriza erigir monumentos a los mártires de la tragedia sufrida por el terremoto y tsunami, en las comunas de las Regiones afectadas (Boletines números 7.150-24 y 7.204-24, refundidos).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el cuarto, comunica que ha prestado su aprobación, en el tercer trámite constitucional, a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica el Código Sanitario con el objeto de definir la competencia de los tecnólogos médicos en el campo de la oftalmología (Boletín N° 5.684-11).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Nueve del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los cinco primeros, envía copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933, y 1° de la ley N° 19.926; 33, letra b), de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, y décimo, letra h), de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los tres siguientes, envía copia autorizada de las sentencias dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 1° de la ley N° 19.989 y 38 ter de la ley N° 18.933.



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Con el último, envía copia autorizada de la sentencia recaída en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley en materia de fiscalización ambiental (Boletín N° 7.213-12).



-- Se toma conocimiento y se remite el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la eficiencia de las medidas de seguridad de la Ruta del Itata.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, acerca del estado de ejecución de diversos proyectos de infraestructura vial de la comuna de Quinchao y que forman parte del Plan Chiloé.



Tres del señor Ministro de Salud: 



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, respecto de la situación del menor que indica y los problemas de funcionamiento que presenta el transductor transesofágico pediátrico del Hospital Calvo Mackenna.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, en cuanto a la posibilidad de reponer pabellones quirúrgicos del Hospital Doctor Hernán Henríquez Aravena de Temuco, y a la materialización de otros proyectos en el sector salud de la Región de La Araucanía.



Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, acerca de la posibilidad de otorgar a las víctimas del fármaco talidomida las medidas de asistencia que solicitan.



Del señor Ministro de Minería, con el que responde un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Rincón y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, García, Longueira, Orpis, Navarro, Pérez Varela, Rossi y Walker, don Ignacio, sobre la creación de un fondo de mejoramiento de la seguridad en la actividad extractiva minera (Boletín N° 1.289-12).



Del señor Subsecretario de Pesca, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con la licitación para los muestreos tendientes a identificar el alga Didymosphenia Geminata en los ríos de la Patagonia.



Del señor Subsecretario de Salud, con el que contesta un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath, Orpis, Ruiz-Esquide y Zaldívar, en el que solicitan el envío de un proyecto de ley que elimine la cotización de salud de los beneficiarios de pensión de sobrevivencia (Boletín N° S 1.280-12).



De la señora Directora del Trabajo, con el que responde un oficio dirigido en nombre de las Honorables Senadoras señoras Pérez San Martín y Rincón, respecto de la fiscalización de los horarios de funcionamiento de los supermercados, en lo relativo a la jornada laboral, durante los feriados del 19 y 20 de septiembre pasado.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la venta de semillas por Internet que efectúa un ciudadano ruso avecindado en Chile.



-- Quedan a disposición de los Honorables Senadores.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 7.074-05).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y la República de Turquía”, suscrito en Santiago, el 14 de julio de 2009 (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 6.833-10).



-- Quedan para Tabla.



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley que modifica el Sistema de Justicia Militar y establece un régimen más estricto de sanciones, tratándose de delitos contra los miembros de las policías (Boletín N° 7.203-02).



-- En cumplimiento del acuerdo de Comités de 3 de julio de 2007, se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.

Mociones



Del Honorable Senador señor Escalona, con la que inicia un proyecto de ley que tipifica el delito de apropiación indebida de recursos bentónicos y acuáticos (Boletín N° 7.283-07).



Del Honorable Senador señor Navarro, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional relativo a la potestad reglamentaria de ejecución (Boletín N° 7.284-07).



-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley sobre responsabilidad del Estado por falta de servicio del Ministerio Público.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.

Permisos Constitucionales



Solicitudes de los Honorables Senadores señores Quintana, Navarro y Longueira, para ausentarse del país desde el 30 de octubre al 5 de noviembre; a contar del día 31 de octubre, y entre los días 2 y 7 de noviembre del año en curso, respectivamente.



-- Se accede a lo solicitado.

- - -



Durante el transcurso de la sesión, se da cuenta de los siguientes documentos:

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señor Orpis, señora Alvear y señores Coloma, Escalona, García, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Tuma, referido al Plan de Desarrollo Arica Parinacota (Boletín N° S 1.301-12).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos y Muñoz Aburto, sobre la ratificación del Convenio N° 188 de la OIT, que regula el trabajo en el sector pesquero (Boletín N° S 1.302-12).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que el Honorable Senador señor Navarro ha pedido que se requiera el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, sobre responsabilidad del Estado por falta de servicio del Ministerio Público, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.

Así se acuerda.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:


Celebrar la sesión ordinaria del día de mañana, miércoles 3 del actual, entre las 15:30 y las 17:30 horas, suprimiéndose la Hora de Incidentes, con el objeto de que pueda continuar su trabajo la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre cuota anual de captura en materia pesquera, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y 

Acuicultura


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre cuota anual de captura en materia pesquera, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.255-03.



Añade que la Comisión informante deja constancia de que toda la normativa del proyecto fue objeto de indicaciones o de modificaciones.



A continuación, expresa que la Comisión deja testimonio, en su segundo informe, de haber efectuado tres modificaciones al texto aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad. Una de ellas es meramente formal y las otras consisten en hacer referencia a las especies pelágicas pequeñas y al concepto de unidad de pesquería, este último en relación al estudio que deberá realizar la Subsecretaría de Pesca.



Cabe resaltar que, toda vez que las aludidas modificaciones fueron acogidas por unanimidad, deben ser votadas sin debate, salvo que se solicite su discusión y votación.


Luego, el señor Secretario General recalca que la Comisión propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo único

Letra a)



Sustituir el guarismo “2°” por la expresión “segundo,”, y suprimir la oración “, cambiando los demás su orden en forma correlativa”.

Letra b)



Eliminar el vocablo “transitorio”, la segunda vez que aparece, y, enseguida, añadir, a continuación de la expresión “Límites Máximos de Captura de”, la siguiente oración: “las especies pelágicas a que se refiere el numeral 19 del artículo 2°, que pertenezcan a”.

Artículo transitorio



Sustituir el vocablo “recursos” por “recurso”, y a continuación, reemplazar la frase “a lo largo de todo el territorio nacional y con resultados por cada macro zona, si correspondiere” por la siguiente: “por cada una de las unidades de pesquería”.

- - -



Puestas en votación las aludidas enmiendas, son aprobadas por 22 votos a favor, uno en contra y 3 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Horvath, Orpis y Tuma, señora Rincón y señores Escalona, Larraín, Lagos y Letelier.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro, quien fundamenta su decisión.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Allende y señores Girardi y Muñoz Aburto, fundamentando, los dos primeros, su decisión.

- - -



Cabe destacar que, a instancias del Honorable Senador señor Escalona, la Sala -por la unanimidad de sus miembros presentes- acuerda oficiar a S.E. el Presidente de la República, a fin de que se sirva considerar la creación de un Fondo de Compensación a la Pesca Artesanal, que permita a las familias de los pescadores contar con un seguro de vida al que puedan recurrir en caso de que se produzca una desgracia y que cubra, asimismo, aspectos previsionales y de salud que contribuyan a aminorar su situación de pobreza y marginalidad.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo Único.- Introdúcense en la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto Nº 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1992, las siguientes modificaciones:



a) Intercálase en el artículo 26 el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los incisos segundo a sexto a ser tercero a séptimo, respectivamente:



“En los casos en que dos o más unidades de pesquería comprendan un mismo stock o unidad poblacional de un determinado recurso hidrobiológico se podrá determinar una sola cuota global anual de captura para todas ellas. Una vez determinada la cuota global anual se procederá a su fraccionamiento y luego se distribuirá entre las distintas unidades de pesquería que integren el stock o unidad poblacional.”.



b) Incorpórase el siguiente artículo transitorio, nuevo:



“Artículo 21.- Los armadores o grupo de armadores titulares de Límites Máximos de Captura de las especies pelágicas a que se refiere el numeral 19 del artículo 2°, que pertenezcan a dos o más unidades de pesquería que correspondan a un mismo stock o unidad poblacional, podrán optar por someterse a lo dispuesto en el artículo 7° de la ley Nº 19.713, hasta por un 10% de su Límite Máximo de Captura. En estos casos la asociatividad podrá solicitarse en cualquier periodo del año y quedará sometida a la regulación de esta ley en el ejercicio de las actividades pesqueras extractivas.”.



Artículo transitorio.- Dentro del plazo de 18 meses contados desde la fecha de publicación de esta ley la Subsecretaría de Pesca deberá elaborar los estudios necesarios para determinar la talla de primera madurez sexual del recurso hidrobiológico jurel por cada una de las unidades de pesquería. Vencido dicho plazo la Subsecretaría de Pesca determinará la talla mínima del recurso jurel de conformidad con los resultados de los estudios técnicos antes mencionados, según lo establecido en el artículo 4° de la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.

_______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política, aprobado por la Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley sobre asociaciones y 

participación ciudadana en la gestión pública


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, y que tiene el Boletín N° 3.562-06.


Añade que la controversia suscitada respecto de esta iniciativa se originó en el rechazo de la idea de legislar por parte del Senado.


La Comisión Mixta, como modo de resolver la divergencia entre ambas ramas del Congreso, realiza una proposición -que ya fue aprobada por la Cámara de Diputados-, que consiste en un texto de 38 artículos permanentes y 5 disposiciones transitorias. Tales normas regulan las asociaciones sin fines de lucro, las organizaciones de interés público y el Fondo de Fortalecimiento de estas últimas. Asimismo, se modifica la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, la Ley sobre Juntas de Vecinos, la Ley sobre Organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno y el Código Civil.


Cabe subrayar que, para la aprobación de la proposición de la Comisión Mixta, se requiere del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.


Así, dicha Comisión, como forma y modo de resolver la discrepancia suscitada entre ambas Cámaras, propone que la iniciativa consulte el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY

“Título I

DE LAS ASOCIACIONES SIN FINES DE LUCRO

Párrafo 1°

Del derecho de asociación



Artículo 1°.- Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente para la consecución de fines lícitos.



Este derecho comprende la facultad de crear asociaciones que expresen la diversidad de intereses sociales e identidades culturales.



Prohíbense las asociaciones contrarias a la moral, al orden público y a la seguridad del Estado.



Las asociaciones no podrán realizar actos contrarios a la dignidad y valor de la persona, al régimen de Derecho y al bienestar general de la sociedad democrática.



Artículo 2°.- Es deber del Estado promover y apoyar las iniciativas asociativas de la sociedad civil.



Los órganos de la Administración del Estado garantizarán la plena autonomía de las asociaciones y no podrán adoptar medidas que interfieran en su vida interna.



El Estado, en sus programas, planes y acciones, deberá contemplar el fomento de las asociaciones, garantizando criterios técnicos objetivos y de plena transparencia en los procedimientos de asignación de recursos. 



Artículo 3º.- Nadie puede ser obligado a constituir una asociación, ni a integrarse o a permanecer en ella. La afiliación es libre, personal y voluntaria.



Ni la ley ni autoridad pública alguna podrán exigir la afiliación a una determinada asociación, como requisito para desarrollar una actividad o trabajo, ni la desafiliación para permanecer en éstos.



Artículo 4°.- A través de sus respectivos estatutos, las asociaciones deberán garantizar los derechos y deberes que tendrán sus asociados en materia de participación, elecciones y acceso a información del estado de cuentas, sin perjuicio de las demás estipulaciones que ellas consideren incluir.



La condición de asociado lleva consigo el deber de cumplir los estatutos y acuerdos válidamente adoptados por la asamblea y demás órganos de la asociación, tanto en relación con los aportes pecuniarios que correspondan, como a la participación en sus actividades. 



Artículo 5º.- Las asociaciones se constituirán y adquirirán personalidad jurídica conforme al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, sin perjuicio de lo que dispongan leyes especiales.



Artículo 6º.- Las asociaciones podrán constituir uniones o federaciones, cumpliendo los requisitos que dispongan sus estatutos y aquellos que la ley exige para la constitución de las asociaciones. En las mismas condiciones, las federaciones podrán constituir confederaciones.



Artículo 7º.- Podrán constituirse libremente agrupaciones que no gocen de personalidad jurídica. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final del artículo 549 del Código Civil, en procura de los fines de tales agrupaciones podrán actuar otras personas, jurídicas o naturales, quienes responderán ante terceros de las obligaciones contraídas en interés de los fines de la agrupación. 

Párrafo 2°

Del Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro



Artículo 8°.- Existirá un Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro, a cargo del Servicio del Registro Civil e Identificación.



La información contenida en el Registro se actualizará sobre la base de documentos autorizados por las municipalidades y demás órganos públicos que indique el reglamento. Será obligación de tales organismos remitir esos documentos al Registro, a menos que el interesado solicitare formalmente hacer la inscripción de manera directa. 



Artículo 9°.- En el Registro se inscribirán los antecedentes relativos a la constitución, modificación y disolución o extinción de: 



a) Las asociaciones y fundaciones constituidas conforme a lo dispuesto en el Título XXXIII del Libro I del Código Civil;



b) Las organizaciones comunitarias funcionales, juntas de vecinos y uniones comunales constituidas conforme a la Ley Nº 19.418;



c) Las demás personas jurídicas sin fines de lucro regidas por leyes especiales que determine el reglamento. 



El Registro diferenciará las organizaciones inscritas de acuerdo a su naturaleza, atendiendo especialmente al marco normativo que las regule.



Los tribunales de justicia deberán remitir al Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, las sentencias ejecutoriadas que disuelvan las asociaciones en conformidad con el artículo 559 del Código Civil.



Artículo 10.- En el Registro se inscribirán igualmente los actos que determinen la composición de los órganos de dirección y administración de las personas jurídicas registradas. 



El reglamento determinará las demás informaciones que deban inscribirse o subinscribirse en relación con el funcionamiento de las personas jurídicas registradas.



Artículo 11.- El Servicio certificará, a petición de cualquier interesado, la vigencia de las personas jurídicas registradas, así como la composición de sus órganos de dirección y administración.



Por la emisión de los certificados a que se refiere este artículo, el Servicio podrá cobrar los valores que establezca mediante resolución.



Artículo 12.- El Servicio elaborará anualmente las estadísticas oficiales de las personas jurídicas inscritas en el Registro, a fin de determinar aquellas que estén vigentes.



Asimismo, el Servicio elaborará anualmente una nómina de personas jurídicas no vigentes, en la que incluirá aquellas que estén disueltas o extinguidas y aquellas personas jurídicas que en un periodo de cinco años no hayan presentado, por intermedio de la Municipalidad o del órgano público autorizado, antecedentes relativos a la renovación o elección de sus órganos directivos. Con todo, en este último caso las personas jurídicas podrán solicitar ser excluidas de dicha nómina si por causa no imputable a ellas no apareciere realizada la renovación o elección de sus órganos directivos.



Artículo 13.- El retraso o la falta de remisión de los antecedentes de las personas jurídicas al Registro, o de su inscripción en él, se mirará como infracción grave a los deberes funcionarios de quien corresponda, para efectos de su responsabilidad administrativa.



Artículo 14.- El reglamento señalará las demás disposiciones relativas a la forma, contenidos y modalidades de la información del Registro.

Título II

DE LAS ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO

Párrafo 1°

Sobre la calidad de interés público



Artículo 15.- Son organizaciones de interés público, para efectos de la presente ley y los demás que establezcan leyes especiales, aquellas personas jurídicas sin fines de lucro cuya finalidad es la promoción del interés general, en materia de derechos ciudadanos, asistencia social, educación, salud, medio ambiente, o cualquiera otra de bien común, en especial las que recurran al voluntariado, y que estén inscritas en el Catastro que establece el artículo siguiente.



Por el solo ministerio de la ley tienen carácter de interés público las organizaciones comunitarias funcionales, juntas de vecinos y uniones comunales constituidas conforme a la ley N°19.418 y las comunidades y asociaciones indígenas reguladas en la ley Nº19.253. Su inscripción en el Catastro se practicará de oficio por el Consejo Nacional que se establece en el Título III.



El Consejo Nacional podrá inscribir en el catastro a toda otra persona jurídica sin fines de lucro que lo solicite, y que declare cumplir los fines indicados en el inciso primero.



Artículo 16.- El Consejo Nacional señalado en el artículo precedente formará un Catastro de Organizaciones de Interés Público que contenga la nómina actualizada de organizaciones de interés público.



El Catastro estará a disposición del público, en forma permanente y gratuita, en el sitio electrónico del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público.



Artículo 17.- Las personas jurídicas a que se refiere este título que reciban fondos públicos, en calidad de asignaciones para la ejecución de proyectos, subvenciones o subsidios, o a cualquier otro título, deberán informar acerca del uso de estos recursos, ya sea publicándolo en su sitio electrónico o, en su defecto, en otro medio.



Anualmente, las organizaciones de interés público deberán dar a conocer su balance contable en la forma señalada en el inciso anterior.



Artículo 18.- Las organizaciones de interés público no podrán efectuar contribuciones de aquellas señaladas en el Título II de la ley Nº 19.884 y en el Título II de la ley Nº 19.885.



El incumplimiento de esta prohibición, determinado por decisión fundada del Consejo Nacional, hará perder la calidad de organización de interés público.

Párrafo 2°

Sobre el voluntariado



Artículo 19.- Son organizaciones de voluntariado las organizaciones de interés público cuya actividad principal se realiza con un propósito solidario, a favor de terceros, y se lleva a cabo en forma libre, sistemática y regular, sin pagar remuneración a sus participantes.


El reglamento determinará las condiciones conforme a las cuales el Consejo Nacional reconocerá la calidad de organizaciones de voluntariado a quienes así lo soliciten.


La calidad de organizaciones de voluntariado se hará constar en el catastro.



Artículo 20.- Las personas interesadas en realizar voluntariado en las organizaciones de interés público, sean o no asociadas, tendrán derecho a que se deje constancia por escrito del compromiso que asumen con dichas organizaciones, en el que se señalará la descripción de las actividades que el voluntario se compromete a realizar, incluyendo la duración y horario de éstas, el carácter gratuito de esos servicios, y la capacitación o formación que el voluntario posee o requiere para su cumplimiento.



En el ejercicio de las actividades a que se obligue, el voluntario deberá respetar los fines de la organización y rechazar cualquier retribución a cambio.



A petición del interesado, la organización deberá certificar su condición de voluntario, la actividad realizada y la capacitación recibida.



El compromiso a que se refiere este artículo en ningún caso podrá contravenir lo establecido en el artículo 3° de la presente ley.

Título III

DEL FONDO DE FORTALECIMIENTO DE LAS ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO



Artículo 21.- Establécese el Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público, en adelante “el Fondo”.



El Fondo se constituirá con los aportes, ordinarios o extraordinarios, que la ley de presupuestos contemple anualmente para tales efectos y con los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título. No obstante, también podrá recibir y transferir recursos provenientes de otros organismos del Estado, así como de donaciones y otros aportes que se hagan a título gratuito.



Los recursos del Fondo deberán ser destinados al financiamiento de proyectos o programas nacionales y regionales que se ajusten a los fines específicos a que hace referencia el inciso primero del artículo 15. Anualmente, el Consejo Nacional del Fondo fijará una cuota nacional y cuotas para cada una de las regiones, sobre la base de los criterios objetivos de distribución que determine mediante resolución fundada.



Con todo, la asignación a la Región Metropolitana no podrá exceder del 50% del total de los recursos transferidos.



Las donaciones y otros aportes que se hagan a título gratuito no se considerarán en el límite señalado en el inciso anterior.



Artículo 22.- El Consejo Nacional estará integrado por:



a) El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno;



b) El Subsecretario del Ministerio Hacienda;



c) El Subsecretario del Ministerio de Planificación;



d) Dos miembros designados por el Presidente de la República, con acuerdo de la Cámara de Diputados y del Senado, respectivamente, y 



e) Seis representantes de las organizaciones de interés público, incorporadas al catastro que crea esta ley.



La votación de la propuesta respectiva de los representantes a que se refiere la letra d) se hará en un sólo acto. En caso de ser rechazada, el Presidente de la República hará una nueva propuesta dentro de los 30 días siguientes a que le sea comunicado el resultado negativo de la votación.



En el proceso de elección de los representantes de la letra e), deberá también seleccionarse al menos a tres miembros suplentes, definiéndose su orden de prelación. 



El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno, el Subsecretario del Ministerio de Planificación y el Subsecretario del Ministerio de Hacienda deberán nombrar a sus respectivos suplentes en la primera sesión del Consejo.



El Presidente del Consejo será nombrado por el Presidente de la República de entre las seis personas elegidas por las organizaciones de interés público, a través del mecanismo que determine el reglamento. En tanto el Presidente del Consejo no sea designado o en caso de ausencia del titular, el Consejo designará de entre sus miembros y por mayoría simple a un Presidente provisorio. 



El quórum para sesionar y para adoptar decisiones será la mayoría absoluta de sus miembros, quienes deberán inhabilitarse, o podrán ser recusados, respecto de su participación en votaciones para programas en que tengan interés, directo o indirecto, en virtud de lo establecido en el artículo 28.  En dicho caso serán reemplazados por el o los suplentes que procedan.



En caso de empate en las votaciones, el Presidente tendrá voto dirimente.



Artículo 23.- Los consejos regionales del Fondo estarán integrados por:



a) Cinco representantes de las organizaciones de interés público, de cada región, incorporadas al Catastro que crea esta ley.



b) El secretario regional ministerial de Gobierno;



c) El secretario regional ministerial de Planificación, y



d) Dos miembros designados por el intendente con acuerdo del consejo regional.



En el proceso de elección de los representantes de la letra a), deberá también elegirse al menos a tres miembros suplentes, definiéndose su orden de prelación.



El presidente de cada consejo regional del Fondo será elegido por el intendente regional respectivo, de entre los cinco representantes señalados en la letra a). En tanto el presidente del consejo no sea designado o en caso de ausencia del titular, el consejo designará de entre sus miembros y por mayoría simple a un presidente provisorio. 



El quórum para sesionar y para adoptar decisiones será la mayoría absoluta de sus miembros, quienes deberán inhabilitarse, o podrán ser recusados, respecto de su participación en votaciones para programas en que tengan interés, directo o indirecto, en virtud de lo establecido en el artículo 28.  En dicho caso serán reemplazados por él o los suplentes que procedan. 



En caso de empate en las votaciones, el presidente tendrá voto dirimente.



Artículo 24.- Los representantes a que se refieren la letra e) del artículo 22 y la letra a) del artículo 23, serán elegidos por las organizaciones de interés público, incorporadas al catastro a que se refiere esta ley. 



El reglamento fijará el procedimiento de selección de los representantes de las organizaciones de interés público que deberán formar parte del Consejo Nacional y de los consejos regionales del Fondo, debiendo garantizar una participación proporcional de los distintos tipos de asociaciones a que se refiere la presente ley. Sin embargo, el voto de cada organización será por un solo candidato.



Los miembros del Consejo Nacional y de los consejos regionales del Fondo se renovarán cada dos años, no recibirán remuneración o dieta de especie alguna por su participación en los mismos, sin perjuicio de los recursos que la Secretaría Ejecutiva del Fondo destine para solventar los gastos de transporte, alimentación y alojamiento que se deriven de su concurrencia a las sesiones de dichos consejos.



Artículo 25.- Son causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:



a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante;



b) Renuncia voluntaria,



c) Condena a pena aflictiva; y



d) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.



Los reemplazantes de las vacantes que se puedan generar serán elegidos por el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y serán consejeros por el resto del período que a éste le correspondía cumplir.



Artículo 26.- Al Consejo Nacional del Fondo le corresponderá:



a) Aprobar las bases generales y los requisitos administrativos para la postulación de proyectos o programas a ser financiados en el país por los recursos del Fondo; 



b) Adjudicar los proyectos o programas de carácter nacional que postulen anualmente, y



c) Cumplir las demás funciones determinadas por la presente ley y su reglamento.



Artículo 27.- A los consejos regionales del Fondo les corresponderá:



a) Fijar anualmente, dentro de las normas generales definidas por el Consejo Nacional, criterios y prioridades para la adjudicación de los recursos del Fondo entre proyectos y programas que sean calificados de relevancia para la región;



b) Adjudicar los recursos del Fondo a proyectos o programas de impacto regional, y



c) Cumplir las demás funciones que señala esta ley y su reglamento.



En las restantes materias, los consejos regionales del Fondo estarán sujetos a las regulaciones establecidas por el Consejo Nacional.



Artículo 28.- Serán inhábiles para presentar proyectos al Fondo, las organizaciones de interés público relacionadas con miembros que formen parte del Consejo Nacional en virtud de la letra e) del artículo 22, o de los consejos regionales en virtud de la letra a) del artículo 23, que por sí tengan vinculación con aquellas organizaciones por interés patrimonial o por la realización de labores remuneradas. La misma inhabilidad se aplicará respecto de los reemplazantes a que se refieren los artículos señalados.



Las autoridades que deben formar parte de los consejos señalados en el inciso anterior, o sus reemplazantes según sea el caso, que se encuentren vinculados con alguna asociación o fundación por intereses patrimoniales o por la realización de labores remuneradas en ellas, ya sea por sí o por personas ligadas a él hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo grado de afinidad, se encontrarán inhabilitados para presentar proyectos y participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva asociación o fundación.



La misma inhabilidad del inciso anterior se aplicará a los miembros elegidos como representantes de las organizaciones de interés público, cuando personas ligadas a ellos hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo grado de afinidad se encuentren vinculadas con alguna asociación o fundación por intereses patrimoniales o por la realización de labores remuneradas en ellas.



Artículo 29.- La función ejecutiva del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público estará radicada en el Ministerio Secretaría General de Gobierno, que actuará como soporte técnico para el funcionamiento regular del Fondo así como de su Consejo Nacional y consejos regionales.



Corresponderá a un Secretario Ejecutivo, nombrado por el Sistema de Alta Dirección Pública, la responsabilidad de coordinar la función ejecutiva señalada en el inciso precedente.



Un funcionario con la denominación de coordinador regional designado por resolución de la respectiva secretaría regional ministerial del Ministerio Secretaría General de Gobierno y dependiente de ésta, ejercerá la coordinación de las funciones ejecutivas del Fondo en cada región del país. 



Los gastos que origine el funcionamiento del Consejo Nacional, de los consejos regionales del Fondo y de la Secretaría Ejecutiva, se financiarán con cargo al presupuesto del Ministerio Secretaría General de Gobierno.



Artículo 30.- Un reglamento del Ministerio Secretaría General de Gobierno, suscrito además por los Ministros de Hacienda y de Planificación, establecerá el funcionamiento del Fondo.



Artículo 31.- Tanto el catastro como las resoluciones del Consejo Nacional y de los consejos regionales del Fondo deberán encontrarse a disposición de la Contraloría General de la República, para el efecto de que ésta conozca la asignación y rendición de cuenta de los recursos.

Título IV
DE LA MODIFICACIÓN DE OTROS CUERPOS LEGALES

Párrafo 1°

Modificaciones en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado



Artículo 32.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:



1) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 3°, entre el vocablo “administrativas” y la coma (,) que sigue a éste, la frase “y participación ciudadana en la gestión pública”;



2) Intercálase antes del Título Final, el siguiente Título IV, pasando el actual artículo 69 a ser 76:

“Título IV

De la participación ciudadana en la gestión pública



Artículo 69.- El Estado reconoce a las personas el derecho de participar en sus políticas, planes, programas y acciones.



Es contraria a las normas establecidas en este Título toda conducta destinada a excluir o discriminar, sin razón justificada, el ejercicio del derecho de participación ciudadana señalado en el inciso anterior.



Artículo 70.- Cada órgano de la Administración del Estado deberá establecer las modalidades formales y específicas de participación que tendrán las personas y organizaciones en el ámbito de su competencia.



Las modalidades de participación que se establezcan deberán mantenerse actualizadas y publicarse a través de medios electrónicos u otros.



Artículo 71.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, cada órgano de la Administración del Estado deberá poner en conocimiento público información relevante acerca de sus políticas, planes, programas, acciones y presupuestos, asegurando que ésta sea oportuna, completa y ampliamente accesible. Dicha información se publicará en medios electrónicos u otros.



Artículo 72.- Los órganos de la Administración del Estado, anualmente, darán cuenta pública participativa a la ciudadanía de la gestión de sus políticas, planes, programas, acciones y de su ejecución presupuestaria. Dicha cuenta deberá desarrollarse desconcentradamente, en la forma y plazos que fije la norma establecida en el artículo 70.



En el evento que a dicha cuenta se le formulen observaciones, planteamientos o consultas, la entidad respectiva deberá dar respuesta conforme a la norma mencionada anteriormente.



Artículo 73.- Los órganos de la Administración del Estado, de oficio o a petición de parte, deberán señalar aquellas materias de interés ciudadano en que se requiera conocer la opinión de las personas, en la forma que señale la norma a que alude el artículo 70.



La consulta señalada en el inciso anterior deberá ser realizada de manera informada, pluralista y representativa.



Las opiniones recogidas serán evaluadas y ponderadas por el órgano respectivo, en la forma que señale la norma de aplicación general.



Artículo 74.- Los órganos de la Administración del Estado deberán establecer consejos de la sociedad civil, de carácter consultivo, que estarán conformados de manera diversa, representativa y pluralista por integrantes de asociaciones sin fines de lucro que tengan relación con la competencia del órgano respectivo.



Artículo 75.- Las normas de este Título no serán aplicables a los órganos del Estado señalados en el inciso segundo del artículo 21 de esta ley.



Dichos órganos podrán establecer una normativa especial referida a la participación ciudadana.”.

Párrafo 2°

Modificaciones en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades



Artículo 33.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:



1) Reemplázase en la letra c) del artículo 5º, el término “consejo económico y social de la comuna” por la frase “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.



2) Sustitúyese en la letra m) del artículo 63 la expresión “consejo económico y social comunal” por “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil;”.



3) Intercálase en el inciso primero del artículo 67, a continuación de la palabra “concejo”, la frase “y al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.



4) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 75 la palabra “comunales” por la expresión “consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil”.



5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 79:



a) Intercálase en la letra k), entre la expresión “territorio comunal” y el punto y coma (;) que la sigue, la frase “previo informe escrito del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.



b) Agréganse las siguientes letras n) y ñ):



“n) Pronunciarse, a más tardar el 31 de marzo de cada año, a solicitud del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, sobre las materias de relevancia local que deben ser consultadas a la comunidad por intermedio de esta instancia, como asimismo la forma en que se efectuará dicha consulta, informando de ello a la ciudadanía, y



ñ) Informar a las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional; a las asociaciones sin fines de lucro y demás instituciones relevantes en el desarrollo económico, social y cultural de la comuna, cuando éstas así lo requieran, acerca de la marcha y funcionamiento de la municipalidad, de conformidad con los antecedentes que haya proporcionado el alcalde con arreglo al artículo 87.”.



6) Reemplázase en la letra a) del artículo 82 la expresión “consejo económico y social comunal” por “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.



7) Agrégase el siguiente inciso en el artículo 93:



“Con todo, la ordenanza deberá contener una mención del tipo de las organizaciones que deben ser consultadas e informadas, como también las fechas o épocas en que habrán de efectuarse tales procesos. Asimismo, describirá los instrumentos y medios a través de los cuales se materializará la participación, entre los que podrán considerarse la elaboración de presupuestos participativos, consultas u otros.”.



8) Sustitúyese el artículo 94 por el siguiente:



“Artículo 94.- En cada municipalidad existirá un consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil.



Éste será elegido por las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional, y por las organizaciones de interés público de la comuna. Asimismo, y en un porcentaje no superior a la tercera parte del total de sus miembros, podrán integrarse a aquellos representantes de asociaciones gremiales y organizaciones sindicales, o de otras actividades relevantes para el desarrollo económico, social y cultural de la comuna.



En ningún caso la cantidad de consejeros titulares podrá ser inferior al doble ni superior al triple de los concejales en ejercicio de la respectiva comuna.



El consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil se reunirá a lo menos cuatro veces por año bajo la presidencia del alcalde.



Un reglamento, elaborado sobre la base de un reglamento tipo propuesto por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo que el alcalde respectivo someterá a la aprobación del concejo, determinará la integración, organización, competencia y funcionamiento del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, como también la  forma  en  que podrá autoconvocarse, cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes. Dicho reglamento podrá ser modificado por los dos tercios de los miembros del Concejo, previo informe del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil.



Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones. En ausencia del alcalde, el consejo será presidido por el vicepresidente que elija el propio consejo de entre sus miembros. El secretario municipal desempeñará la función de ministro de fe de dicho organismo.



Las sesiones del consejo serán públicas, debiendo consignarse en actas los asuntos abordados en sus reuniones y los acuerdos adoptados en las mismas. El secretario municipal mantendrá en archivo tales actas, así como los originales de la ordenanza de participación ciudadana y del reglamento del consejo, documentos que serán de carácter público.



El alcalde deberá informar al consejo acerca de los presupuestos de inversión, del plan comunal de desarrollo y sobre las modificaciones al plan regulador, el que dispondrá de quince días hábiles para formular sus observaciones.



Con todo, en el mes de marzo de cada año, el consejo deberá pronunciarse respecto de la cuenta pública del alcalde, sobre la cobertura y eficiencia de los servicios municipales, así como sobre las materias de relevancia comunal que hayan sido establecidas por el concejo, y podrá interponer el recurso de reclamación establecido en el Título final de la presente ley.



Asimismo, los consejeros deberán informar a sus respectivas organizaciones, en sesión especialmente convocada al efecto y con la debida anticipación para recibir consultas y opiniones, acerca de la propuesta de presupuesto y del plan comunal de desarrollo, incluyendo el plan de inversiones y las modificaciones al plan regulador, como también sobre cualquier otra materia relevante que les haya presentado el alcalde o el concejo.



Cada municipalidad deberá proporcionar los medios necesarios para el funcionamiento del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil.”.



9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 95:



a) Reemplázase, en sus incisos primero y tercero, la expresión “consejo económico y social comunal” por “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.



b) Elimínase en su inciso tercero la frase “en el artículo 74 y en la letra b) del artículo 75”.



10) Sustitúyese el inciso primero del artículo 98 por el siguiente:



“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, cada municipalidad deberá habilitar y mantener en funcionamiento una oficina de informaciones, reclamos y sugerencias abierta a la comunidad. La ordenanza de participación establecerá un procedimiento público para el tratamiento de las presentaciones o reclamos, como asimismo los plazos en que el municipio deberá dar respuesta a ellos, los que, en ningún caso, serán superiores a treinta días, de acuerdo a las disposiciones contenidas en la ley N° 19.880.”.



11) Reemplázase el artículo 99 por el siguiente:



“Artículo 99.- El alcalde, con acuerdo del concejo, a requerimiento de los dos tercios de los integrantes en ejercicio del mismo y a solicitud de dos tercios de los integrantes en ejercicio del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, ratificada por los dos tercios de los concejales en ejercicio, o por iniciativa de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna, someterá a plebiscito las materias de administración local relativas a inversiones específicas de desarrollo comunal, a la aprobación o modificación del plan comunal de desarrollo, a la modificación del plan regulador o a otras de interés para la comunidad local, siempre que sean propias de la esfera de competencia municipal, de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos siguientes.”.



12) Sustitúyese en el artículo 100 el guarismo “10%” por “5%”.



13) Suprímese en el artículo 141 letra b) la expresión “éste o de otros”.



14) Agrégase la siguiente disposición transitoria:



“Artículo 4° transitorio.- La ordenanza a que alude el artículo 93 y el reglamento señalado en el artículo 94 deberán dictarse dentro del plazo de 180 días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley.



Los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, deberán quedar instalados en el plazo de 60 días, contado desde la fecha de publicación del reglamento mencionado en el inciso precedente.”.

Párrafo 3°

Modificaciones en la ley N° 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias



Artículo 34.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 19.418:



1) Agrégase un nuevo inciso tercero al artículo 6°, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto y el inciso cuarto a ser quinto, cuyo texto es el siguiente: 



“Será obligación de las municipalidades enviar al Servicio de Registro Civil e Identificación, semestralmente, y para efectos de mantener actualizado el Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro, una copia con respaldo digital de los registros públicos señalados en los incisos primero y segundo de este artículo.”.



2) Sustitúyese en el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, la forma verbal “Será”, por las expresiones “Asimismo, será”.



3) Intercálase el siguiente artículo 6° bis:



“Artículo 6º bis.- Las uniones comunales de juntas de vecinos y las uniones comunales de organizaciones comunitarias funcionales podrán agruparse en federaciones y confederaciones de carácter provincial, regional o nacional.  Un reglamento establecerá el funcionamiento de este tipo de asociaciones, garantizando la debida autonomía en sus distintos niveles de funcionamiento.”.



4) Introdúcense las siguientes modificaciones en su artículo 19:



a) Sustitúyese en su inciso primero las expresiones “cinco ” por “tres” y “dos” por “tres”, respectivamente.



b) Agrégase el siguiente inciso cuarto: 



“No podrán ser parte del directorio de las organizaciones comunitarias territoriales y funcionales los alcaldes, los concejales y los funcionarios municipales que ejerzan cargos de jefatura administrativa en la respectiva municipalidad, mientras dure su mandato.”.



5) Agrégase al inciso final del artículo 45 la siguiente frase: “El concejo deberá cuidar que dicho reglamento establezca condiciones uniformes, no discriminatorias y transparentes en el procedimiento de asignación, así como reglas de inhabilidad que eviten los conflictos de intereses y aseguren condiciones objetivas de imparcialidad.”.



6) Agrégase un nuevo artículo 54 bis: 



“Artículo 54 bis.- Las uniones comunales podrán constituir federaciones que las agrupen a nivel provincial o regional.



Será necesario a lo menos un tercio de uniones comunales de juntas de vecinos o de organizaciones comunitarias funcionales de la provincia o de la región, para formar una federación. Un tercio de  federaciones regionales de un mismo tipo podrán constituir una confederación nacional.



Cada unión comunal que concurra a la constitución de una federación, o que resuelva su retiro de ella, requerirá de la voluntad conforme de la mayoría de los integrantes del directorio de dicha unión comunal, dejando constancia de ello en el acta de la sesión especialmente convocada para tal efecto. El mismo procedimiento será aplicable para las federaciones que constituyan una confederación.



La federación o confederación gozará de personalidad jurídica por el solo hecho de realizar el depósito de su acta constitutiva y estatutos en la secretaría municipal de la comuna donde reconozca su domicilio, de acuerdo al reglamento, el que establecerá, además, los procedimientos para su constitución, regulación y funcionamiento, de conformidad con esta ley.”.

Párrafo 4º

Modificaciones a la ley de los Tribunales Electorales Regionales



Artículo 35.- Sustitúyese en el número primero del inciso primero del artículo 10 de la ley Nº 18.593, la expresión “Consejos de Desarrollo Comunal” por la frase “consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil”.
Párrafo 5º

Modificaciones a las leyes sobre organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno



Artículo 36.- Incorpórase la siguiente letra i) en el artículo 2º de la ley Nº 19.032, que reorganiza el Ministerio Secretaría General de Gobierno:



“i) Dar cuenta anualmente sobre la participación ciudadana en la gestión pública para lo cual deberá establecer los mecanismos de coordinación pertinentes.”.



Artículo 37.- Reemplázase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1992, que modifica la organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno, por el siguiente:



“Artículo 3°.- Corresponderá, especialmente, a la División de Organizaciones Sociales:



a) Contribuir a hacer más eficientes los mecanismos de vinculación, interlocución y comunicación entre el gobierno y las organizaciones sociales, favoreciendo el asociacionismo y el fortalecimiento de la sociedad civil.



b) Promover la participación de la ciudadanía en la gestión de las políticas públicas.



c) Coordinar, por los medios pertinentes, la labor del Ministerio señalada en la letra i) del artículo 2° de la ley N° 19.032.”.

Párrafo 6°

Modificaciones al Título XXXIII del Libro I del Código Civil



Artículo 38.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil: 



1º.- En el artículo 545:



a) Incorpórase, al final del inciso segundo, la siguiente frase: “Las corporaciones de derecho privado se llaman también asociaciones”. 



b) Agrégase el siguiente inciso, a continuación del segundo: 



“Una asociación se forma por una reunión de personas en torno a objetivos de interés común a los asociados. Una fundación, mediante la afectación de bienes a un fin determinado de interés general.”.



2º.- En el artículo 546, sustitúyese la frase “hayan sido aprobadas por el Presidente de la República” por “se hayan constituido conforme a las reglas de este Título”.



3º.- Sustitúyese el artículo 548 por los siguientes: 



“Artículo 548.- El acto por el cual se constituyan las asociaciones o fundaciones constará en escritura pública o privada suscrita ante notario, oficial del Registro Civil o funcionario municipal autorizado por el alcalde.



Copia del acto constitutivo, autorizada por el ministro de fe o funcionario ante el cual fue otorgado, deberá depositarse en la secretaría municipal del domicilio de la persona jurídica en formación, dentro del plazo de treinta días contados desde su otorgamiento. Este plazo no regirá para las fundaciones que se constituyan conforme a disposiciones testamentarias.



Dentro de los treinta días siguientes a la fecha del depósito, el secretario municipal podrá objetar fundadamente la constitución de la asociación o fundación, si no se hubiere cumplido los requisitos que la ley o el reglamento señalen. No se podrán objetar las cláusulas de los estatutos que reproduzcan los modelos aprobados por el Ministerio de Justicia. La objeción se notificará al solicitante por carta certificada. Si al vencimiento de este plazo el secretario municipal no hubiere notificado observación alguna, se entenderá por el solo ministerio de la ley que no objeta la constitución de la organización, y se procederá de conformidad al inciso quinto.



Sin perjuicio de las reclamaciones administrativas y judiciales procedentes, la persona jurídica en formación deberá subsanar las observaciones formuladas, dentro del plazo de treinta días, contado desde su notificación. Los nuevos antecedentes se depositarán en la secretaría municipal, procediéndose conforme al inciso anterior. El órgano directivo de la persona jurídica en formación se entenderá facultado para introducir en los estatutos las modificaciones que se requieran para estos efectos. 



Si el secretario municipal no tuviere objeciones a la constitución, o vencido el plazo para formularlas, de oficio y dentro de quinto día, el secretario municipal archivará copia de los antecedentes de la persona jurídica y los remitirá al Servicio de Registro Civil e Identificación para su inscripción en el Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro, a menos que el interesado solicitare formalmente hacer la inscripción de manera directa. La asociación o fundación gozará de personalidad jurídica a partir de esta inscripción.”.



Artículo 548-1.- En el acto constitutivo, además de individualizarse a quienes comparezcan otorgándolo, se expresará la voluntad de constituir una persona jurídica, se aprobarán sus estatutos y se designarán las autoridades inicialmente encargadas de dirigirla.



Artículo 548-2.- Los estatutos de las personas jurídicas a que se refiere este Título deberán contener:



a) El nombre y domicilio de la persona jurídica;



b) La duración, cuando no se la constituya por tiempo indefinido;



c) La indicación de los fines a que está destinada;



d) Los bienes que forman su patrimonio inicial, si los hubiere, y la forma en que se aporten; 



e) Las disposiciones que establezcan sus órganos de administración, cómo serán integrados y las atribuciones que les correspondan; y



f) Las disposiciones relativas a la reforma de estatutos y a la extinción de la persona jurídica, indicándose la institución sin fines de lucro a la cual pasarán sus bienes en este último evento.



Los estatutos de toda asociación deberán determinar los derechos y obligaciones de los asociados, las condiciones de incorporación y la forma y motivos de exclusión.



Los estatutos de toda fundación deberán precisar, además, los bienes o derechos que aporte el fundador a su patrimonio, así como las reglas básicas para la aplicación de los recursos al cumplimiento de los fines fundacionales y para la determinación de los beneficiarios.



Artículo 548-3.- El nombre de las personas jurídicas a que se refiere este Título deberá hacer referencia a su naturaleza, objeto o finalidad. 



El nombre no podrá coincidir o tener similitud susceptible de provocar confusión con ninguna otra persona jurídica u organización vigente, sea pública o privada, ni con personas naturales, salvo con el consentimiento expreso del interesado o sus sucesores, o hubieren transcurrido veinte años desde su muerte.



Artículo 548-4.- Todos aquellos a quienes los estatutos de la corporación irrogaren perjuicio podrán recurrir a la justicia, en procedimiento breve y sumario, para que éstos se corrijan o se repare toda lesión o perjuicio que de la aplicación de dichos estatutos les haya resultado o pueda resultarles.”.



4º.- En el artículo 550: 



a) Sustitúyese la palabra “sala”, por “asamblea”, las dos veces que aparece.


b) Introdúcese a continuación del inciso primero, el siguiente: 



“La asamblea se reunirá ordinariamente una vez al año, y extraordinariamente cuando lo exijan las necesidades de la asociación.”.



5º.- Sustitúyese el artículo 551 por los siguientes:



“Artículo 551.- La dirección y administración de una asociación recaerá en un directorio de al menos tres miembros, cuyo mandato podrá extenderse hasta por cinco años.



No podrán integrar el directorio personas que hayan sido condenadas a pena aflictiva.



El director que durante el desempeño del cargo fuere condenado por crimen o simple delito, o incurriere en cualquier otro impedimento o causa de inhabilidad o incompatibilidad establecida por la ley o los estatutos, cesará en sus funciones, debiendo el directorio nombrar a un reemplazante que durará en sus funciones el tiempo que reste para completar el período del director reemplazado. 



El presidente del directorio lo será también de la asociación, la representará judicial y extrajudicialmente y tendrá las demás atribuciones que los estatutos señalen.



El directorio sesionará con la mayoría absoluta de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes, decidiendo en caso de empate el voto del que presida.



El directorio rendirá cuenta ante la asamblea de la inversión de los fondos y de la marcha de la asociación durante el período en que ejerza sus funciones. Cualquiera de los asociados podrá pedir información acerca de las cuentas de la asociación, así como de sus actividades y programas. 



Artículo 551-1.- Los directores ejercerán su cargo gratuitamente, pero tendrán derecho a ser reembolsados de los gastos, autorizados por el directorio, que justificaren haber efectuado en el ejercicio de su función.



Sin embargo, y salvo que los estatutos dispusieren lo contrario, el directorio podrá fijar una retribución adecuada a aquellos directores que presten a la organización servicios distintos de sus funciones como directores. De toda remuneración o retribución que reciban los directores, o las personas naturales o jurídicas que les son relacionadas por parentesco o convivencia, o por interés o propiedad, deberá darse cuenta detallada a la asamblea o, tratándose de fundaciones, al directorio. 



La regla anterior se aplicará respecto de todo asociado a quien la asociación encomiende alguna función remunerada.” 



Artículo 551-2.- En el ejercicio de sus funciones los directores responderán solidariamente hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a la asociación.



El director que quiera salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo del directorio, deberá hacer constar su oposición, debiendo darse cuenta de ello en la próxima asamblea.”.



6º.- En el artículo 553:



a) Sustitúyese la voz “penas” por “sanciones”.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo: 



“La potestad disciplinaria que le corresponde a una asociación sobre sus asociados se ejercerá a través de una comisión de ética, tribunal de honor u otro organismo de similar naturaleza, que tendrá facultades disciplinarias respecto de los integrantes de la respectiva asociación, las que ejercerá mediante un procedimiento racional y justo, con respeto de los derechos que la Constitución, las leyes y los estatutos confieran a sus asociados. En todo caso, el cargo en el órgano de administración es incompatible con el cargo en el órgano disciplinario.”.



7º.- Derógase el artículo 554. 



8º.- Sustitúyese el artículo 556 por el siguiente: 



“Artículo 556.- Las asociaciones y fundaciones podrán adquirir, conservar y enajenar toda clase de bienes, a título gratuito u oneroso, por actos entre vivos o por causa de muerte.


El patrimonio de una asociación se integrará, además, por los aportes ordinarios o extraordinarios que la asamblea imponga a sus asociados, con arreglo a los estatutos.



Las rentas, utilidades, beneficios o excedentes de la asociación no podrán distribuirse entre los asociados ni aún en caso de disolución.”.



9º.- Sustitúyese el artículo 557 por los siguientes:



“Artículo 557.- Corresponderá al Ministerio de Justicia la fiscalización de las asociaciones y fundaciones. 



En ejercicio de esta potestad podrá requerir a sus representantes que presenten para su examen las actas de las asambleas y de las sesiones de directorio, las cuentas y memorias aprobadas, libros de contabilidad, de inventarios y de remuneraciones, así como cualquier otra información respecto del desarrollo de sus actividades.



El Ministerio de Justicia podrá ordenar a las corporaciones y fundaciones que subsanen las irregularidades que comprobare o que se persigan las responsabilidades pertinentes, sin perjuicio de requerir del juez las medidas que fueren necesarias para proteger de manera urgente y provisional los intereses de la persona jurídica o de terceros. 



El incumplimiento de las instrucciones impartidas por el Ministerio de Justicia se mirará como infracción grave a los estatutos. 



Artículo 557-1.- Las personas jurídicas regidas por este Título estarán obligadas a llevar contabilidad de conformidad con los principios de contabilidad de aceptación general. Deberán además confeccionar anualmente una memoria explicativa de sus actividades y un balance aprobado por la asamblea o, en las fundaciones, por el directorio.



Las personas jurídicas cuyo patrimonio o cuyos ingresos totales anuales superen los límites definidos por resolución del Ministro de Justicia, deberán someter su contabilidad, balance general y estados financieros al examen de auditores externos independientes designados por la asamblea de asociados o por el directorio de la fundación de entre aquéllos inscritos en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros.



Artículo 557-2.- Las asociaciones y fundaciones podrán realizar actividades económicas que se relacionen con sus fines. Asimismo podrán invertir sus recursos de la manera que decidan sus órganos de administración.



Las rentas que se perciban de esas actividades sólo deberán destinarse a los fines de la asociación o fundación o a incrementar su patrimonio.



Artículo 557-3.- De las deliberaciones y acuerdos del directorio y, en su caso, de las asambleas se dejará constancia en un libro o registro que asegure la fidelidad de las actas.



Las asociaciones y fundaciones deberán mantener permanentemente actualizados registros de sus asociados, directores y demás autoridades que prevean sus estatutos.”.



10º.- Sustitúyese el artículo 558 por el siguiente: 



“Artículo 558.- La modificación de los estatutos de una asociación deberá ser acordada por la asamblea citada especialmente con ese propósito. La disolución o fusión con otra asociación deberán ser aprobadas por dos tercios de los asociados que asistan a la respectiva asamblea.



Los estatutos de una fundación sólo podrán modificarse por acuerdo del directorio, previo informe favorable del Ministerio, siempre que la modificación resulte conveniente al interés fundacional. No cabrá modificación si el fundador lo hubiera prohibido. 



El Ministerio de Justicia emitirá un informe respecto del objeto de la fundación, como asimismo, del órgano de administración y de dirección, en cuanto a su generación, integración y atribuciones.



En todo caso deberá cumplirse con las formalidades establecidas en el artículo 548.”.



11º.- Sustitúyese el artículo 559 por el siguiente: 



“Artículo 559.- Las asociaciones se disolverán: 



a) Por el vencimiento del plazo de su duración, si lo hubiera;



b) Por acuerdo de la asamblea general extraordinaria, cumpliendo los requisitos formales establecidos en el artículo 558;



c) Por sentencia judicial ejecutoriada, en caso de: 



1) estar prohibida por la Constitución o la ley o infringir gravemente sus estatutos; o



2) haberse realizado íntegramente su fin o hacerse imposible su realización, y



d) Por las demás causas previstas en los estatutos y en las leyes.



La sentencia a que se refiere la letra c) precedente sólo podrá dictarse en juicio incoado a requerimiento del Consejo de Defensa del Estado, en procedimiento breve y sumario, el que ejercerá la acción previa petición fundada del Ministerio de Justicia. En el caso a que se refiere el número 2 de la letra c) precedente, podrá también dictarse en juicio promovido por la institución llamada a recibir los bienes de la asociación o fundación en caso de extinguirse.”.



12º.- Derógase el artículo 560. 



13º.- En el artículo 562, sustitúyese la frase “será suplido este defecto por el Presidente de la República”, por “se procederá en la forma indicada en el inciso segundo del artículo 558”.

Título V
DISPOSICIONES TRANSITORIAS



PRIMERA.- Los ministerios y servicios referidos en el Título IV de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, deberán dictar la respectiva norma de aplicación general  a que se refiere su artículo 70, dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley.


SEGUNDA.- Las disposiciones de la presente ley contenidas en el Párrafo 2° del Título I, en el artículo 34 N° 1 y en el Párrafo VI del Título IV, entrarán en vigencia doce meses después de su publicación en el Diario Oficial. 



TERCERA.- Las corporaciones y fundaciones cuya personalidad jurídica sea o haya sido conferida por el Presidente de la República con arreglo a leyes anteriores se regirán por las disposiciones establecidas por la presente ley en cuanto a sus obligaciones, fiscalización, requisitos y formalidades de modificación y de extinción.



CUARTA.- Los procedimientos de concesión de personalidad jurídica de corporaciones y fundaciones que a la entrada en vigencia de la presente ley se encuentren en curso continuarán hasta su conclusión con arreglo a la ley antigua en caso de haberse formulado observaciones a la constitución o a los estatutos. En los demás casos, el interesado podrá acogerse a las normas que fija esta ley, requiriendo al Ministerio de Justicia la remisión de los antecedentes a la secretaría municipal que corresponda. 



Igual regla se aplicará a los procedimientos pendientes sobre aprobación de reformas de estatutos y de acuerdos relacionados con la disolución de corporaciones.



Los procedimientos que tengan por objeto la cancelación de la personalidad jurídica de corporaciones o fundaciones y se encuentren pendientes seguirán tramitándose conforme a la ley antigua. 



QUINTA.- Dentro del año siguiente a la vigencia de la presente ley, según lo establecido en la disposición segunda transitoria, el Ministerio de Justicia deberá remitir al Servicio de Registro Civil e Identificación, todos los antecedentes relativos a corporaciones y fundaciones preexistentes que se encuentren incorporados en el Registro de Personas Jurídicas a cargo del Ministerio, para su inclusión en el Registro Nacional de Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro. Durante el lapso previo a la remisión, el referido Ministerio cursará las certificaciones de vigencia de aquéllas personas jurídicas sin fines de lucro, que se hubieren constituido en conformidad a la ley antigua, según los requisitos que aquéllas y su reglamento establecían.


Dentro del mismo plazo y con igual objeto, los secretarios municipales deberán remitir al Servicio copia de los antecedentes contenidos en los registros públicos correspondientes a las juntas de vecinos, organizaciones comunitarias y uniones comunales constituidas en su territorio y que se encuentren vigentes.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor García, quien solicita que se recabe el asentimiento de la Sala para autorizar el ingreso a la misma de la señora Subsecretaria General de Gobierno.



Requerido dicho acuerdo, éste no se obtiene. Al efecto, se hace presente que al no concurrir -la citada Subsecretaria- acompañando a un Ministro de Estado, no se configura uno de los supuestos necesarios para dar la anuencia, según lo dispuesto en el artículo 71 del Reglamento de la Corporación.



Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Prokurica y Letelier y señora Pérez San Martín.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Sabag y Orpis.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es aprobada por 28 votos a favor, de un total de 32 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Navarro y Larraín, señoras Allende y Pérez San Martín, señores Lagos y Sabag, señora Rincón y señores Letelier y Bianchi.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el que se transcribe precedentemente.
_______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobado por la Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad 

ciudadana


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana, y que tiene los Boletines N°s 3.848-06, 6.289-25 y 6.363-06, refundidos.


Añade que la controversia entre ambas ramas del Congreso se originó en el rechazo de la Cámara de Diputados a dos enmiendas introducidas por el Senado.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias, propone aprobar el texto despachado por nuestra Corporación, en el segundo trámite constitucional, con cuatro modificaciones:



1.- Las municipalidades podrán autorizar, por un plazo de 5 años, el cierre o medidas de control de acceso a calles, pasajes o conjuntos habitacionales urbanos o rurales.



2.- Dichas medidas podrán ser revocadas en cualquier momento, cuando así lo solicite a lo menos el 50 por ciento de los propietarios o sus representantes.



3.- La ordenanza que regule esta materia establecerá las condiciones para que el cierre de calles sea compatible con el desarrollo de la actividad económica del sector.



4.- Los permisos pertinentes deberán adecuarse a las normas de esta ley en el plazo de un año contado desde su dictación.



La Comisión Mixta dejó constancia de que sus miembros presentes confirmaron -por unanimidad- la constitucionalidad de la iniciativa, en el sentido de que la facultad que se confiere a las municipalidades para autorizar el cierre de calles y pasajes no transgrede la garantía constitucional consagrada en el N° 7° del artículo 19 de la Carta Fundamental.



Corresponde señalar que la Cámara de Diputados, en sesión de 26 de octubre pasado, acogió lo propuesto en el informe de la Comisión Mixta, y para su aprobación en el Senado se requieren los votos conformes de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.



Así, dicha Comisión, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, propone aprobar el texto del Senado, con las siguientes enmiendas:
Artículo único

N° 2



- En el párrafo primero de la letra q), intercalar la frase “en cualquier momento”, a continuación de la palabra “revocarla”, y sustituir el guarismo “90” por la frase “a lo menos, el 50,”, precedida de una coma (,).


- Incorporar la siguiente frase final al párrafo tercero de la letra q): “Asimismo, la ordenanza deberá establecer las condiciones para conceder la señalada autorización de manera compatible con el desarrollo de la actividad económica del sector.”.



- Agregar el siguiente párrafo final al literal q):



“La facultad a que se refiere el párrafo primero de esta letra podrá ser ejercida una vez que se haya dictado la ordenanza mencionada en el párrafo precedente.”.

Artículo transitorio



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo transitorio.- Los permisos, autorizaciones o cualquier situación de hecho que conlleven el cierre o medidas de control de acceso de calles, pasajes, vías locales y conjuntos habitacionales urbanos o rurales al 30 de julio del año 2010, deberán adecuarse a las normas de esta ley en el plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de esta ley.”.

- - -



Cabe señalar que la Sala -por la unanimidad de sus miembros presentes- acuerda discutir hoy la proposición de la Comisión Mixta y votarla en la sesión del día de mañana, sin fundamento de voto.

- - -



En discusión dicha proposición, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Sabag, señora Pérez San Martín y señores Tuma, Prokurica y Navarro.



Enseguida, declara cerrado el debate, quedando pendiente la votación de la proposición de la Comisión Mixta.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Bianchi:


1) Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, para que informe sobre la repatriación de los restos del señor Juan Andrés Oyarzo, desde la Isla Saint Marteen.


2) Al señor Ministro de Educación, respecto de propuesta que indica, relacionada con la Universidad de Magallanes.


3) Al señor Ministro de Salud -y, por su intermedio, al Servicio de Salud de Magallanes-, sobre la eventual inclusión de diversos consultorios de esa Región dentro de la calificación de establecimientos urbanos de desempeño difícil.


- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los Ministros de Economía, Fomento y Turismo; de Salud, y del Trabajo y Previsión Social, y a la señora Intendenta de la Región de Aysén, respecto de la implementación de una cámara hiperbárica en dicha Región.


2) A la señora Intendenta de la Región de Aysén, a la Dirección Ejecutiva del CIEP y al señor Subsecretario de Pesca, sobre información relativa a la diversificación y mejora de las condiciones socioeconómicas de los pescadores artesanales de Aysén.


- Del Honorable Senador señor Larraín al señor Ministro del Interior, solicitando la instalación de mesas de sufragio en el sector Orilla de Maule, VII Región.



- Del Honorable Senador señor Navarro:



1) Al señor Ministro de Agricultura, sobre la participación del Gobierno en la reciente Reunión de Seguridad Alimentaria de APEC, en Japón.


2) Al señor Ministro de Energía, acerca de diversos anuncios formulados por S.E. el Presidente de la República, en materia de energía nuclear, con ocasión de su gira a Francia.



3) Al señor Comandante en Jefe de la Armada, respecto del número de zarpes industriales y artesanales, y la cantidad de pescadores artesanales y tripulantes industriales fallecidos en períodos que indica.


4) Al señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas, en cuanto a antecedentes relacionados con el proyecto “Central Termoeléctrica Santa María”, comuna de Coronel.


5) Al señor Subsecretario de Pesca, sobre la pesca de investigación en Chile.


6) Al señor Director Nacional de SERNAPESCA, respecto de las certificaciones de desembarque cursadas por dicho Servicio.



7) Al señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, en lo relativo a los alcances de la desafección de una zona declarada monumento nacional.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.


Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 64ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 3 DE NOVIEMBRE DE 2010



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Zaldívar.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones sesenta y uno y sesenta y dos, ambas ordinarias, de los días 26 y 27 de octubre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes



Ocho de Su Excelencia el Presidente de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (Boletín N° 5.837-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (Boletín N° 4.864-29).



3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización (Boletín N° 5.083-04).



4.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y la Corporación Andina de Fomento (CAF), para el desarrollo de las actividades de la CAF en Chile”, suscrito en Santiago de Chile, el 15 de julio de 2009 (Boletín N° 7.096-10).



5.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar, sin orden previa, las primeras diligencias de investigación de un delito (Boletín N° 7.050-07).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que denomina Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura al Museo Folclórico Araucano Juan Antonio Ríos  (Boletín N° 7.023-24).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales (Boletín N° 6.792-06).



8.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica N° 35, sobre el Comercio de Servicios, celebrado entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno de Chile, en Montevideo, el 27 de mayo de 2009 (Boletín N° 6.690-10).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que aprobó la proposición de la Comisión Mixta, constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Tuma, Cantero, Quintana, Navarro y Walker, don Ignacio, referido a las personas jurídicas sostenedoras de establecimientos educacionales (Boletín N° 7.068-04).



-- Se toma conocimiento y se remite el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 73 de la Constitución Política.



Con el segundo, comunica que ha prestado su aprobación, en el tercer trámite constitucional, a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que crea un Organismo Administrador para la Implementación de la Portabilidad Numérica (Boletín N° 6.964-15).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el tercero, informa que aprobó la proposición de la Comisión Bicameral relativa al Reglamento del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto a sus antecedentes.



De la señora Intendenta Regional de la Región del Biobío, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las medidas adoptadas en esa Región en relación con las consecuencias del terremoto del pasado 27 de febrero.



-- Queda a disposición de los Honorables Senadores.

Mociones



De los Honorables Senadores señor Tuma, señora Rincón y señores Bianchi, Escalona y Lagos, con la que inician un proyecto de ley que declara inexistente la indemnización por término anticipado de contratos de servicios que indica (Boletín N° 7.286-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



Del Honorable Senador señor Orpis, con la que da inicio a un proyecto de ley que asegura el cumplimiento del deber de compensar retiros de energía mediante fuentes renovables no convencionales (Boletín N° 7.287-08).



-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Lagos, Navarro y Tuma, con la que inician un proyecto de ley sobre administración e inversión del seguro de accidentes laborales y enfermedades profesionales.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en los números 2° y 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyecto de acuerdo



Del Honorable Senador señor Chahuán, con el que solicita el envío de un proyecto de ley que salde la deuda histórica con los jubilados de ASMAR (Boletín N° S 1.303-12).



-- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

Permiso Constitucional



Solicitud de la Honorable Senadora señora Matthei, para ausentarse del país entre los días 14 y 24 de noviembre del año en curso.



-- Se accede a lo solicitado.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Bianchi, quien pide que se recabe el consentimiento de la Sala para dirigir oficio a S.E. el Presidente de la República, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Horvath, Lagos, Navarro y Tuma, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, sobre administración e inversión del seguro de accidentes laborales y enfermedades profesionales, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.



Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente saluda a una delegación de alumnos del Colegio Madre de Dios, de la comuna de Frutillar, presente en las tribunas.

- - -



Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobado por la Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad 

ciudadana



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana, y que tiene los Boletines N°s 3.848-06, 6.289-25 y 6.363-06, refundidos.


Añade que en la sesión de ayer se efectuó el debate sobre la proposición de la Comisión Mixta, quedando pendiente su votación. La unanimidad de la Sala acordó realizarla hoy, sin fundamento de voto.



Para aprobar dicha proposición se requiere del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

- - -



Puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por 19 votos a favor, uno en contra y una abstención, de un total de 32 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag y Zaldívar.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:



1.- Sustitúyese en la letra c) del artículo 5° el punto y coma (;) por un punto aparte (.) y agrégase el siguiente párrafo final:



“Las municipalidades podrán autorizar, por un plazo de cinco años, el cierre o medidas de control de acceso a calles, pasajes y vías locales, o a conjuntos habitacionales urbanos o rurales con una misma vía de acceso y salida, con el objeto de garantizar la seguridad de los vecinos. Dicha autorización requerirá el acuerdo del concejo respectivo. El plazo se entenderá prorrogado automáticamente por igual período, salvo resolución fundada en contrario de la municipalidad con acuerdo del concejo.”.



2.- Reemplázase en el artículo 65 la coma (,) y la conjunción “y” ubicadas al final de su letra o) por un punto y coma (;), sustitúyese el punto aparte (.) con que termina su letra p) por una coma (,) seguida de la conjunción “y” y agrégase la siguiente letra q):



“q) Otorgar la autorización a que se refiere el párrafo segundo de la letra c) del artículo 5°, previo informe de las direcciones o unidades de tránsito y de obras municipales y de la unidad de Carabineros y el Cuerpo de Bomberos de la comuna, siempre que la solicitud sea suscrita por a lo menos el 90 por ciento de los propietarios de los inmuebles o de sus representantes cuyos accesos se encuentren ubicados al interior de la calle, pasaje, vía local o conjunto habitacional urbano o rural que será objeto del cierre. La autorización deberá ser fundada, especificar el lugar de instalación de los dispositivos de cierre o control; las restricciones a vehículos, peatones o a ambos, en su caso, y los horarios en que se aplicará. La municipalidad podrá revocarla en cualquier momento cuando así lo solicite, a lo menos, el 50 por ciento de los referidos propietarios o sus representantes.



La facultad señalada en el párrafo anterior no podrá ser ejercida en ciudades declaradas patrimonio de la humanidad o respecto de barrios, calles, pasajes o lugares que tengan el carácter de patrimonio arquitectónico o sirvan como acceso a ellos o a otros calificados como monumentos nacionales.



La municipalidad dictará una ordenanza que señale el procedimiento y características del cierre o medidas de control de que se trate. Dicha ordenanza, además, deberá contener medidas para garantizar la circulación de los residentes, de las personas autorizadas por ellos mismos y de los vehículos de emergencia, de utilidad pública y de beneficio comunitario. Asimismo, la ordenanza deberá establecer las condiciones para conceder la señalada autorización de manera compatible con el desarrollo de la actividad económica del sector.



La facultad a que se refiere el párrafo primero de esta letra podrá ser ejercida una vez que se haya dictado la ordenanza mencionada en el párrafo precedente.”.



“Artículo transitorio.- Los permisos, autorizaciones o cualquier situación de hecho que conlleven el cierre o medidas de control de acceso de calles, pasajes, vías locales y conjuntos habitacionales urbanos o rurales al 30 de julio del año 2010, deberán adecuarse a las normas de esta ley en el plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de esta ley.”.”.

_______________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio, con 

informe de la Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.074-05.


Añade que su objetivo principal es conceder, por una sola vez, un bono extraordinario a todos los cónyuges que cumplan 50 años de matrimonio y que integren un hogar perteneciente al 80 por ciento más vulnerable de la población. El bono ascenderá a 250 mil pesos por matrimonio y se pagará por mitades a cada uno de los cónyuges.



La Comisión de Hacienda discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por tres votos a favor (Honorables Senadores señores Escalona, García y Zaldívar) y una abstención (Honorable Senador señor Lagos).
- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Allende.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 23 votos a favor y 2 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei y Pérez San Martín, y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Horvath, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Bianchi, Ruiz-Esquide, Letelier, Muñoz Aburto, Prokurica, Zaldívar y García.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Gómez, fundamentando, la primera, su decisión.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 29 de noviembre del año en curso, siendo consideradas por la Comisión de Hacienda y, luego, por la Comisión Especial de la Discapacidad y del Adulto Mayor, lo que así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a todos los cónyuges que reúnan los siguientes requisitos:



a) Cumplir 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010. El matrimonio podrá haber sido celebrado en Chile o en un país extranjero, en cuyo caso deberá haber sido inscrito en el registro señalado en el inciso segundo del artículo 135 del Código Civil;



b) Que el matrimonio no hubiese terminado por cualquier causa legal;



c) Que los cónyuges no se encontraren separados de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo III de la ley N° 19.947, de Matrimonio Civil;



d) Que los cónyuges no se encontraren divorciados de conformidad con la Ley de Matrimonio Civil del 10 de enero de 1884;



e) Integrar un hogar perteneciente al 80% más vulnerable de la población, de acuerdo con la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace. Los cónyuges deberán pertenecer al mismo hogar o acreditar residencia, ambos o cualquiera de ellos, en un establecimiento de larga estadía para adultos mayores reconocido por la autoridad competente, y



f) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a cuatro años en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios que otorga esta ley.



Un reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda y suscrito además por el Ministro de Planificación, señalará la forma de acreditar la residencia en común. Dicho reglamento también fijará el umbral de focalización que determinará quiénes cumplen con el requisito consagrado en la letra e), y establecerá las demás normas necesarias para la aplicación de esta ley.



Lo establecido en las letras anteriores, no obsta a que puedan ser beneficiarios del bono los cónyuges que, en un segundo o posterior matrimonio, celebrado conforme al ordenamiento jurídico vigente, cumplan con los requisitos señalados precedentemente.



Artículo 2°.- El bono establecido en esta ley ascenderá a $250.000, por matrimonio, y se pagará en iguales partes a cada uno de los cónyuges.



El bono no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.



El monto del bono se reajustará el 1 de octubre de cada año, en el 100% de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes de septiembre del año precedente y el mes de agosto del año en que opere el reajuste respectivo.



Artículo 3°.- Para impetrar el derecho al bono establecido en esta ley, los cónyuges, sea personalmente o debidamente representados, a partir de la fecha del cumplimiento del requisito de la letra a) del artículo 1° y hasta los doce meses siguientes a la verificación de dicha exigencia, deberán presentar conjuntamente su solicitud ante el Instituto de Previsión Social. Se entenderá que renuncian al bono los beneficiarios que no lo soliciten en el plazo antes señalado.



Artículo 4°.- El Instituto de Previsión Social verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono y ordenará su pago, con todos los antecedentes que disponga el Sistema de Información contenido en el artículo 56 de la ley N° 20.255. Además, el Instituto estará facultado para solicitar al Servicio de Registro Civil e Identificación, al Ministerio de Planificación, a la Policía de Investigaciones de Chile y otros organismos públicos, los datos personales y la información necesaria para verificar el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono.



Artículo 5°.- El bono será de cargo fiscal y se pagará por el Instituto de Previsión Social, por una sola vez, en la parte que corresponda a cada cónyuge. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos de pago con una o más entidades que garanticen la cobertura nacional. El plazo para el cobro del bono será de seis meses contado a partir de la fecha en que fue ordenado su pago por el mencionado Instituto.



Artículo 6°.- El Instituto de Previsión Social conocerá y resolverá los reclamos relacionados con las materias del bono de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.880, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social, sin perjuicio de las facultades de esta última.



Artículo 7°.- A quienes perciban indebidamente el bono extraordinario que otorga esta ley, ocultando datos o proporcionando datos falsos, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.



Artículo 8°.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la supervigilancia y fiscalización del otorgamiento y pago del bono. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y esta ley. Además, la Superintendencia podrá requerir a los órganos señalados en el artículo 4° los datos personales y la información que fuere necesaria para el ejercicio de las funciones precedentemente indicadas.



El personal del Instituto de Previsión Social y de la Superintendencia de Seguridad Social deberá guardar reserva y secreto absoluto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en virtud del artículo 4°; sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, dicho personal deberá abstenerse de usar los datos recopilados en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Disposiciones transitorias



Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, y reúnan los demás requisitos establecidos en el artículo 1°, tendrán derecho a impetrar, por una sola vez, el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido 60 años de matrimonio. En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.



De igual forma, los cónyuges que durante el año 2010 cumplan 61 o más años de matrimonio y reúnan los demás requisitos exigidos, podrán impetrar, por una sola vez, el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley. Con todo, aquellos cónyuges que cumplan 61 años de matrimonio entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre de 2010, tendrán derecho a impetrar el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido el periodo de matrimonio mencionado en este inciso.



Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 ó 60 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él.



Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.



Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.



Artículo tercero.- El primer reajuste al monto del bono se efectuará el 1 de octubre de 2011.”.

_______________
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Libre Comercio, entre la República de Chile y la República de Turquía”, suscrito el año 2.009, con informes de las Comisiones de Relaciones 

Exteriores y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Libre Comercio, entre la República de Chile y la República de Turquía”, suscrito el año 2.009, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 6.833-10.


Añade que el objetivo principal del Tratado es establecer una zona de libre comercio entre Chile y Turquía, que beneficiará principalmente a los sectores minero, frutícola, agroalimentario, pesquero y forestal.


La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó esta iniciativa tanto en general, cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín, Kuschel, Letelier y Walker (don Ignacio).


Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución, en forma unánime, por sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos y Zaldívar.
- - -

Puesta en discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Larraín.

Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 18 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei y Pérez San Martín, y señores Cantero, Coloma, García, Gómez, Horvath, Larraín, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Cantero.

- - -



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Letelier, se deja testimonio de su opinión favorable a la aprobación de esta iniciativa.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y la República de Turquía”, suscrito en Santiago el 14 de julio de 2009.”.

_______________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 104 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, para permitir que la persona que se enferme en sus vacaciones haga uso de su licencia médica, con informe de la Comisión de Gobierno, 

Descentralización y Regionalización



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 104 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, para permitir que la persona que se enferme en sus vacaciones haga uso de su licencia médica, y que tiene el Boletín N° 5.709-06.



Añade que su objetivo principal es suspender el cómputo del feriado legal respecto de los trabajadores a quienes se les extienda licencia médica al tiempo de estar ejerciéndolo, caso en el cual se les reconocerá el derecho a reasumir sus funciones o de seguir gozando el referido feriado una vez expirada la licencia.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió la iniciativa tanto en general, cuanto en particular, por ser de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Sabag y Zaldívar, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.
- - -


Puesta en discusión en general la iniciativa, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Sabag, señora Alvear, señores Navarro, Larraín y García, señora Matthei y señor Letelier.

- - -



A continuación, la Sala -por unanimidad- acuerda enviar el proyecto en consulta a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que informe sobre la constitucionalidad del mismo.



Queda terminada la discusión de este asunto.

_______________
Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Orpis, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Horvath, en primer trámite constitucional, que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales, con 

informe de la Comisión de Minería y Energía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Orpis, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Horvath, en primer trámite constitucional, que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales, y que tiene el Boletín N° 7.201-08.


Añade que su objetivo principal es alcanzar una meta de generación de electricidad del 20 por ciento para el año 2020, con energías renovables no convencionales.



La Comisión discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señoras Allende y Rincón, y señores Gómez, Horvath y Orpis.
- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis y Horvath.

- - -



Cabe señalar que el Honorable Senador señor Prokurica expresa que, conforme a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 8° del Reglamento de la Corporación, se inhabilitará para votar este asunto.

- - -



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 19 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei y Rincón, y señores Cantero, Coloma, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Sabag y Tuma.



Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Horvath.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 15 de noviembre del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 150 bis del decreto con fuerza de ley N°4/20.018, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos:



a) En el inciso primero sustitúyese el guarismo “10%” por “20%”.



b) Intercálanse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos, pasando sus incisos segundo a undécimo a ser incisos quinto a decimocuarto, respectivamente:



“Las empresas eléctricas tendrán la facultad de comprar los atributos o certificados de ERNC respecto de proyectos ejecutados por clientes libres aún cuando no estén conectados al respectivo sistema eléctrico, para los efectos de acreditar la obligación establecida en el inciso anterior.



Asimismo, los clientes libres o las localidades rurales que desarrollen proyectos de ERNC de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, ya sea para incorporarlos dentro de sus propios procesos productivos o para electrificación, podrán certificar este atributo o comercializarlo respecto de aquellos que deban acreditar la obligación establecida en el inciso primero.



Las empresas de distribución eléctricas tendrán la facultad de comprar a los clientes libres o las localidades rurales los atributos o certificados de ERNC, con el propósito de comercializarlos entre aquellos que deben acreditar la obligación establecida en el inciso primero.”.



Artículo 2°.- Reemplázanse en el inciso cuarto del artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257, los guarismos “0,5%” por “2,5%”; “5,5%” por “8%”; “6%” por “10,5%”; “2024” por “2020”, y “10%” por “20%”.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor García al señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, a fin de solicitarle copia del sumario administrativo contra funcionarios de ese organismo por pagos indebidos en la Región de La Araucanía.



- De la Honorable Senadora señora Rincón:



1) A S.E. el Presidente de la República, pidiendo el envío formal del “Plan Nacional de Reconstrucción Terremoto y Maremoto del 27 de febrero de 2010”.


2) Al señor Ministro de Hacienda, sobre medidas de BancoEstado por deudas posterremoto de agricultores de Yerbas Buenas.


3) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiendo el envío del “Protocolo de Acuerdo del Borde Costero”, relacionado con las comunas de Constitución, Pelluhue y Licantén.


4) Al señor Ministro de Agricultura, para que informe sobre los subsidios a la certificación de pequeños huertos de frambuesas en la comuna de Yerbas Buenas.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.


Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE PLEBISCITO Y CONSULTAS DE CARÁCTER COMUNAL

(7308-06)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto modificar la ley Nº 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, la ley Nº 18.700 Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, y la ley N° 18.593, de los Tribunales Electorales Regionales, en materia de consultas ciudadanas.

I.
ANTECEDENTES
De acuerdo a lo establecido en el artículo 4º de la Constitución, Chile es una república democrática. Este principio está fundado sobre el reconocimiento efectuado por el artículo 5º inciso primero de la misma Carta Fundamental, que indica que “La soberanía reside esencialmente en la Nación”. Dicha soberanía, agrega el texto constitucional, se ejerce por el pueblo de formas diversas. La primera de ellas es a través del plebiscito. La segunda, a través de elecciones periódicas, y, la tercera, a través de las autoridades que la Constitución establece.

Es por ello que, desde una perspectiva constitucional, nuestro sistema democrático no es exclusivamente representativo. Si bien el ejercicio de la soberanía se efectúa, en la práctica, esencialmente a través de las autoridades que el Derecho reconoce, su ejercicio no se agota allí.

El concepto de democracia que la Constitución contempla es mucho más amplio que el representativo. El constituyente también contempla espacios de participación ciudadana directa en ciertos aspectos de nuestra vida institucional. Uno de ellos es, por ejemplo, el caso de la reforma constitucional. En efecto, el artículo 128 inciso segundo de nuestro Código Político refiere que en caso de que un proyecto de reforma fuera aprobado por las dos cámaras y el Presidente lo rechazare, siempre que las cámaras insistan por dos tercios de sus miembros en ejercicio, existe la posibilidad que el Jefe de Estado llame a plebiscito. La razón de ello es simple: en caso de un conflicto institucional como el señalado, el pueblo, ejerciendo la soberanía, está llamado legítimamente a resolver acerca del texto constitucional que regirá la comunidad política.

Sin embargo, el constituyente no ha pensado la participación ciudadana sólo en casos in extremis, como el descrito. También la ha contemplado a nivel local. El ejemplo de ello son los plebiscitos comunales y las consultas no vinculantes. Junto con reconocer el ejercicio de la autoridad en el alcalde y el concejo,  el artículo 118 de la Constitución refiere a la participación de la comunidad local en las actividades municipales. Es decir, se reconoce que, como regla general, el ejercicio de la soberanía recae sobre las autoridades elegidas popularmente, pero ello no obsta a la intervención directa de la comunidad en asuntos de carácter marcadamente local.

Es por lo anterior que el mismo artículo 118 inciso quinto de la Carta Fundamental contempla la posibilidad de convocar tanto a plebiscitos como a consultas no vinculantes en la comuna.

Sin embargo, toda esta filosofía constitucional, que incentiva la participación de la comunidad local en los asuntos de la comuna, ha sido durante estos veinte años, salvo excepciones, letra muerta. Con excepción de algunos municipios, la mayoría de las comunas no han implementado mecanismos eficaces de participación ciudadana directa.

En cuanto a los plebiscitos, tan sólo tres han sido convocados a nivel comunal durante estos veinte años en las trescientas cuarenta y cinco comunas de Chile. Y dentro de ese limitado universo, sólo uno ha sido a requerimiento de los ciudadanos.
Pero la situación de las consultas no vinculantes es aún peor. Hasta el día de hoy no existe una regulación legal que se haga cargo de los requisitos y procedimientos relativos a la práctica de “consultas no vinculantes”. Es decir, tenemos un mecanismo de participación contemplado en la Constitución respecto del cual no existe regulación alguna que lo haga ejecutable de forma uniforme en nuestro país.

Adicionalmente, nuestra actual legislación tampoco considera la situación financiera de nuestros municipios. La organización de plebiscitos y consultas envuelven, actualmente, costos económicos muy altos. No es por ello extraño que los municipios que han organizado plebiscitos al día de hoy hubiesen sido únicamente municipalidades con altos recursos económicos.

Es este el panorama que enfrenta hoy nuestra legislación en materia de participación ciudadana a nivel comunal.

Definitivamente esto es un problema que afecta la raíz de nuestro sistema democrático. Buena parte del prestigio social del cual goza una democracia está relacionado con el grado de participación que los ciudadanos tienen en la adopción de políticas públicas que los afectan directamente. Si la ciudadanía percibe que dispone de cierto grado de participación directa en esos asuntos, su percepción del régimen democrático e institucional es buena. Existiendo esa percepción es mucho más fácil generar interés por los asuntos públicos. Por el contrario, si los ciudadanos no perciben esa participación, el sistema democrático completo se desprestigia, y, por tanto, existen menos incentivos para participar en la cosa pública.

Asimismo, la participación ciudadana a nivel local fortalece la sociedad civil. Una sociedad civil que participa de forma activa en procesos de toma de decisiones que los afectan directamente es una sociedad civil empoderada y fiscalizadora. El empoderamiento de los ciudadanos frente al Estado es otro de los ejes temáticos de nuestro gobierno. Queremos promover una sociedad civil activa, capaz de exponer sus necesidades y sus puntos de vista al gobierno nacional, regional, o local.

Hoy es realmente paradójico que en el lugar donde se pueden crear más canales de participación ciudadana, como lo son las comunas, existan requisitos y procedimientos que, en la práctica, dificultan o hacen imposible dicha participación a través, por ejemplo, de plebiscitos. El costo adicional que significan los referidos requisitos y procedimientos hacen que la intención del constituyente, activar mecanismos de participación ciudadana a nivel local, quede en una mera aspiración o declaración de intenciones.

Este gobierno ha entendido el problema, y ha asumido su solución como un compromiso en el Programa de Gobierno. Del mismo modo, reconoce la preocupación demostrada por parlamentarios de todos los sectores, quienes ven en esta materia una forma real de mejorar la participación ciudadana. Ya en junio de 1994, en mi calidad de Senador, presenté una moción que buscaba profundizar la participación de la ciudadanía facilitando la celebración de plebiscitos. Del mismo modo, se han presentado distintas mociones parlamentarias que han propuesto tanto reformas constitucionales como modificaciones legales con el mismo objeto, pudiendo destacar, entre otras, la presentada por los parlamentarios Eugenio Cantuarias, Carlos Bombal, Alejandro Navarro, Leopoldo Sánchez, Eugenio Tuma, Cristián Leay, Patricio Melero, Pedro Araya, Gabriel Ascencio, Francisco Chahuán, Marco Enríquez-Ominami, Álvaro Escobar, María Antonieta Saa, Marcelo Díaz, Carolina Goic, Patricio Hales, Felipe Harboe, Iván Moreira, Esteban Valenzuela, Patricio Vallespín, Ximena Vidal y Guido Girardi.

Es por ello que el Mensaje que tengo el honor de presentar, contempla mecanismos y herramientas que incentivan la participación comunal en la resolución de asuntos que afectan directamente a la comunidad. Nos referimos específicamente a los plebiscitos comunales y “consultas no-vinculantes”, que son los mecanismos de participación ciudadana directa contemplados en la Constitución.

Junto con lo anterior, este proyecto producirá un efecto de carácter práctico que se convertirá en un incentivo más para la participación. Este mensaje no sólo simplifica ciertos requisitos y procedimientos para la realización de plebiscitos comunales, sino también elimina parte de los costos adicionales que ellos significan y que impiden, en la práctica, que las comunas de más escasos recursos puedan organizar estas instancias de participación ciudadana directa. Con esto se logra que todas las comunas de Chile en que exista interés en que la ciudadanía se pronuncie puedan hacerlo, y no se vean impedidas de realizar estos procesos de participación ciudadana por un problema de recursos.
Mejorar la operatividad de estos mecanismos también tiene una razón de eficiencia. Incentivar la participación ciudadana a nivel local permite encontrar mejores soluciones a los problemas cotidianos que enfrentan las personas en las comunas nuestro país. Generalmente, el objeto de los plebiscitos y las consultas no vinculantes son asuntos que afectan directamente a las personas que viven en la comuna. Luego, son esos ciudadanos los más interesados en generar soluciones adecuadas a sus propios problemas. El costo que para ellos pueda significar generar una respuesta ineficiente puede ser muy alto, porque –a diferencia de los asuntos de exclusivo carácter nacional– los efectos inmediatos y directos se radicarán en la comunidad. Ello constituye otro incentivo para la correcta solución de problemas comunales.

Por tanto, la participación ciudadana en la resolución de asuntos comunales se encuentra justificada tanto desde una perspectiva doctrinaria como práctica. La toma de decisiones respecto de asuntos que afectan directamente a las personas constituye un incentivo para generar soluciones adecuadas y creativas a los problemas reales que sufren los habitantes de nuestras comunas.

II. OBJETO DEL PROYECTO

El objeto del proyecto es reformar ciertas disposiciones contenidas en la ley Nº 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, en la ley Nº 18.700 Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios y en la ley N° 18.593, de los Tribunales Electorales Regionales. Lo anterior tiene dos objetivos: primero, facilitar la realización de plebiscitos comunales y consultas no vinculantes a nivel local, y, segundo, reducir los costos que esos mecanismos de participación significan para los municipios del país.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO
A.
Plebiscitos Comunales
1. Ampliación de materias
Se agregan a título ejemplar nuevas materias como denominación, uso y conservación de bienes nacionales de uso público y ordenanzas. Por otra parte se limita la iniciativa para proponer plebiscitos al alcalde con acuerdo del concejo en caso de que tengan relación con materias con incidencia en los recursos económicos de las municipalidades, para mantener una responsabilidad presupuestaria.

2. Disminución de períodos en los cuales no se pueden celebrar plebiscitos
Se disminuyen los períodos con prohibición de celebrar plebiscitos, limitándose éstas al período comprendido entre los 90 días antes y 60 días después de elecciones nacionales, o autorizándose su celebración en conjunto con elecciones distintas a las municipales. En el caso de estas últimas elecciones, se mantiene la misma restricción existente.
3. Procedimiento de plebiscito
Se incluye dentro de los funcionarios habilitados para certificar el porcentaje de firmas de los ciudadanos al personal del Servicio Electoral, con el objeto de dar mayores alternativas y rebajar los costos en que deben incurrir los ciudadanos que quieren promover un plebiscito.

Se mantiene la competencia del alcalde para definir el procedimiento del plebiscito, estableciendo ciertas garantías de imparcialidad y transparencia, y estableciendo un procedimiento de reclamo al Tribunal Electoral Regional para impugnar el proceso previo a la celebración del plebiscito.

Finalmente, se rebaja el porcentaje de los ciudadanos que deben votar para que el plebiscito sea vinculante.

4. Aplicación supletoria de la ley Nº 18.700 Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios
Se regulan de mejor forma las materias que se someten a la ley 18.700, con el objeto de evitar el cumplir con obligaciones que se pueden obviar para estos procesos electorales como el cierre de locales de expendio de bebidas alcohólicas en una comuna. Asimismo, esta regulación busca disminuir los costos del proceso eleccionario al simplificar sus formalidades.

B.
Consultas no vinculantes

Se establece el marco dentro del cual se pueden celebrar las consultas no vinculantes, delegando en una ordenanza la regulación específica que cada municipalidad considere más adecuada, en ejercicio de su autonomía. Sólo se establecen ciertas reglas mínimas de carácter general, y se permite la celebración de este tipo de consultas en sectores de la comuna, asegurando la participación de todos los directamente interesados en sus resultados.
En mérito a lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:
1) Modifícase el artículo 99 en el siguiente sentido:

a) Introdúcese, a continuación de la frase “administración local”, la expresión “tales como aquellas”.

b) Introdúcese a continuación de la expresión “plan regulador”, precedida por una coma (,), la frase “al uso, denominación y conservación de bienes nacionales de uso público como plazas y parques, a otras materias contenidas en ordenanzas”.

c) Introdúcese el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Las materias que según el inciso primero puedan someterse a plebiscito no podrán contravenir las normas legales y reglamentarias, ni afectar derechos adquiridos. Asimismo, las materias que se refieren al ingreso, uso y destino de fondos municipales sólo se podrán someter a plebiscito por el alcalde, con acuerdo del concejo, y la consulta podrá considerar más de una alternativa de inversión de montos similares.”
2) Reemplázase el artículo 100 por el siguiente:

“Artículo 100.- Para la procedencia del plebiscito a requerimiento de la ciudadanía, deberá concurrir con su firma ante notario público, oficial del Registro Civil o funcionario habilitado del Servicio Electoral, a lo menos el 10% de los ciudadanos habilitados para votar en la comuna al 31 de diciembre del año anterior, debiendo acreditarse dicho porcentaje mediante certificación que expedirá el Director Regional del Servicio Electoral. 
El funcionario habilitado del Servicio Electoral será designado por el Director Regional y certificará las firmas de los ciudadanos a solicitud de los interesados, quienes sólo deberán pagar derechos equivalentes a los costos de traslado y a horas extraordinaria, según determine el Director del Servicio Electoral.
Un reglamento establecerá el procedimiento y las condiciones para la certificación de las firmas por el funcionario habilitado del Servicio Electoral.”

3) Modifícase el artículo 101 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “quince” por “diez” y la frase “y en un periódico de los de mayor circulación en la comuna” por “en un periódico de los de mayor circulación en la comuna y en el sitio electrónico institucional de la municipalidad”, precedido de una coma.

b) Reemplázase en el inciso segundo la frase “la o las cuestiones sometidas” por “la cuestión sometida”.
c) Agrégase en su inciso segundo, a continuación del punto seguido que está a continuación de la palabra “plebiscito” la frase “El texto de la consulta debe ser claro, no puede ser ambiguo o inducir a error, ni ser sesgado hacia una de las alternativas.”, y agrégase a continuación de la expresión “Diario Oficial” la frase “o de notificada la sentencia que se dicte en virtud de lo dispuesto en este artículo, en su caso, debiendo en este último caso dictarse un nuevo decreto alcaldicio que fije la fecha de su realización dentro de los plazos indicados anteriormente.”.
d) Intercálanse los siguientes incisos tercero cuarto y quinto, nuevos:

“La convocatoria a plebiscito, su rechazo u omisión, así como el texto de las cuestiones sometidas a plebiscito, podrán ser reclamadas ante el Tribunal Electoral Regional por al menos dos concejales, en su calidad de tales, los ciudadanos requirentes o por cualquier elector, dentro de los diez días siguientes a la publicación del decreto o de vencido el plazo sin que se hubiere dictado. El Tribunal Electoral Regional deberá citar al Alcalde y a los reclamantes o a los requirentes del plebiscito, según corresponda, para que presenten sus observaciones y descargos dentro del plazo de 5 días desde la notificación. Si el tribunal lo estima necesario por existir hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, podrá abrir un término de prueba de un máximo de 10 días, debiendo emitir su fallo en el plazo de 30 días de presentado el reclamo.

Las sentencias del Tribunal Electoral Regional serán apelables por cualquiera de las partes dentro del plazo de 5 días, contados desde la fecha de su notificación, ante el Tribunal Calificador de Elecciones, quien deberá fallar dentro de un plazo de 10 días de presentada la apelación.
Los locales de votación se podrán ubicar en la sede comunal u otros lugares públicos que faciliten una mayor participación de los ciudadanos. Dicha ubicación deberá contar en todo caso con la aprobación del Servicio Electoral. Las mesas receptoras de sufragios funcionarán con tres vocales elegidos según lo dispuesto en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”
e) Reemplázase en el inciso tercero, que pasa a ser sexto, la frase “siempre que vote en él más del 50% de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna” por “siempre que vote en él más de un 40% de los electores de la comuna”.
4) Modifícase el artículo 102 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Los plebiscitos no se podrán celebrar en el período indicado en el inciso segundo. En caso de elecciones populares distintas de las elecciones municipales, no se podrán celebrar plebiscitos entre los 90 días anteriores y los 60 días posteriores a ellas, pero se podrá celebrar el mismo día en que se efectúen tales elecciones. En este caso el procedimiento de plebiscito se someterá a la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en lo que sea aplicable. Si en el tiempo intermedio entre la convocatoria y la celebración del plebiscito comunal se convoca a plebiscito nacional o a elección extraordinaria de Presidente de la República, el plebiscito comunal se deberá celebrar en conjunto con esas elecciones.”

b) Reemplázase en su inciso segundo el vocablo “Tampoco” por “No”.
5) Derógase el artículo 103.
6) Modifícase el artículo 104 en el siguiente sentido:
a) Reemplázase su inciso primero, por el siguiente:
“En todo lo no regulado por esta ley será aplicable a la realización de los plebiscitos comunales lo dispuesto en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios con excepción de lo dispuesto en el Título VI, sin perjuicio de las medidas de seguridad que adopte el alcalde, y de lo dispuesto en el artículo 175 bis de la misma. En todo caso, son aplicables los artículos 115 y 119 de dicha ley.”
b) Reemplázase la frase “En todo caso” por “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 103”.

7) Agrégase a continuación del artículo 104, el siguiente párrafo 4°, nuevo, titulado “De las Consultas No Vinculantes”, al Título IV, “De la Participación Ciudadana”:
“Párrafo 4°

De las Consultas No Vinculantes

Artículo 104 bis.- El alcalde con acuerdo del concejo, a requerimiento de los dos tercios de los concejales o por iniciativa de la proporción de los ciudadanos habilitados para votar en la comuna que determine la ordenanza que se indica en el inciso siguiente, someterá a consulta no vinculante las materias indicadas en el artículo 99, con excepción de la aprobación o modificación del plano regulador, del plan comunal de desarrollo y materias propias de ordenanzas, respetando las condiciones indicadas en su inciso segundo.

Las municipalidades deberán dictar una ordenanza en que se regulen los períodos en que se podrán celebrar consultas no vinculantes. No se podrán efectuar estas consultas durante el año en que se celebren elecciones municipales.

Asimismo, dicha ordenanza deberá regular los plazos y formalidades que deberá cumplir el alcalde para convocar a consulta no vinculante, debiendo a lo menos establecer la publicación de la convocatoria en un medio de comunicación local, en la sede comunal y en el sitio electrónico institucional al menos 15 días antes de su celebración. Deberá regular además la forma en que se efectuará la consulta no vinculante, asegurando la posibilidad de participar en ella a todos los electores de la comuna o del sector donde se celebre.

Si la consulta se celebra en un sector de la comuna, la convocatoria deberá señalar la zona geográfica, unidades vecinales u organizaciones funcionales cuyos ciudadanos podrán participar, según la materia de la consulta, debiendo asegurarse la participación de todas las personas habilitadas para votar que tengan interés directo en la materia sometida a consulta no vinculante. Las personas habilitadas para votar serán determinadas según el domicilio inscrito en el respectivo registro electoral. Un reglamento determinará las zonas geográficas, unidades vecinales u organizaciones funcionales que podrán considerarse en las convocatorias a consulta no vinculante para asegurar la participación de todos los ciudadanos que tengan interés directo en la materia sometida a consulta no vinculante.

Los resultados de la consulta no vinculante deberán ser publicados en la sede comunal, en el o los medios de comunicación indicados en el inciso tercero y en el sitio electrónico institucional.”.

Artículo Segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

1) Elimínase en el artículo 26 la frase “En los plebiscitos comunales dicho texto será fijado por el alcalde.”
2) Derógase el artículo 171 bis.

Artículo Tercero.- Introdúcese el siguiente número 4° en el inciso primero del artículo 10 de la ley 18.593, de los Tribunales Electorales Regionales, pasando su actual número 4° a ser número 5°:

“4° Resolver las reclamaciones de que deba conocer según lo dispuesto en el artículo 101 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.”.

Dios guarde a V.E.,
Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Ministro del Interior.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia.- Ena von Baer Jahn, Ministra Secretaria General de Gobierno
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL PROTOCOLO DE ENMIENDA AL CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE CHILE Y VENEZUELA

(7214-10)



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Protocolo de Enmienda al Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República Bolivariana de Venezuela", suscrito en la ciudad de Porlamar, Venezuela, el 26 de septiembre de 2009.".
***


Hago presente a V.E. 

que el proyecto fue aprobado con el voto a favor de  99 Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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CERTIFICADO DE LAS COMISIONES DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN Y DE HACIENDA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE COMPLEMENTA Y MODIFICA LA LEY Nº 20.387, SOBRE BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES 

(7216-06)


C E R T I F I C O que con ésta fecha, 10 de noviembre de 2010, las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda del Senado, unidas, se abocaron a la discusión en particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que complementa y modifica la ley N° 20.387, sobre bonificación por retiro voluntario de funcionarios municipales  (Boletín N° 7.216-06), aprobándolo en los mismos términos en que se aprobó la idea de legislar.


No se formularon indicaciones.


El acuerdo precedente fue adoptado con la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Bianchi, Escalona, Frei, García, Pérez Varela y Sabag. 


El texto aprobado que se somete a la consideración de la Sala es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Facúltase a las municipalidades para otorgar la bonificación a que se refiere el artículo 1º de la ley N° 20.387 a los funcionarios que postularon al beneficio en el periodo fijado para el primer año de su vigencia, y que no fueron seleccionados por exceder los cupos disponibles de conformidad al inciso tercero del artículo 2º de dicha ley, no obstante haber cumplido con todos los requisitos para acceder a ella. Para efectos de su otorgamiento deberán haber cesado previamente en sus cargos por aceptación de su renuncia voluntaria.


La facultad concedida en el inciso anterior, se ejercerá con cargo a los cupos establecidos para el segundo año de vigencia de la citada ley Nº20.387.


La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior deberá dictar, dentro de los diez días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, una resolución en la que señale nominativamente los funcionarios que podrán acogerse a lo dispuesto en el inciso primero de este artículo.


Con todo, la bonificación adicional de cargo fiscal dispuesta en el artículo 5° de la ley N°20.387 se pagará con el Aporte Fiscal correspondiente al segundo año de vigencia de dicha ley y de conformidad con lo dispuesto en el decreto supremo N°885, de 2010, del Ministerio del Interior.


Artículo 2°.- Los funcionarios que se desempeñen en municipalidades ubicadas en las zonas afectadas por la catástrofe derivada del sismo, con características de terremoto, ocurrido el 27 de febrero del 2010, señaladas en el decreto supremo N°150, de 2010,  del Ministerio del Interior,  que debieron haber postulado en los plazos fijados para el primer año de vigencia de la ley y no lo hicieron, podrán postular excepcionalmente en el período correspondiente al año 2011, conforme el procedimiento general establecido en la ley N° 20.387 y su reglamento. No obstante, para postular, estos funcionarios deberán presentar su renuncia voluntaria y cesar en funciones a más tardar el 31 de enero de 2011.

Artículo 3º.- Sustitúyese la expresión “17 mil millones de pesos”, en el inciso primero del artículo primero transitorio de la ley 20.387, por “21 mil quinientos millones de pesos”.


Artículo 4°.- El mayor gasto que represente la aplicación del artículo anterior, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y, en lo que faltare, con recursos de la Partida del Tesoro Público.


Artículo 5°.- Las bonificaciones que les hubieren correspondido a los funcionarios contemplados en el artículo 1° y en el inciso primero del artículo 5° de la ley N° 20.387, que hubieren fallecido con posterioridad a la presentación de su solicitud, y que se incluyan dentro de las resoluciones a que hace referencia el artículo 10 del decreto supremo N°885, de 2010, del Ministerio del Interior, se considerarán dentro del acervo o masa de bienes que dejaron una vez fallecidos.


Por su parte, la bonificación que le hubiere correspondido a los funcionarios contemplados en el inciso quinto del artículo 5° de la ley citada en el inciso anterior, y que se incluyan dentro de las resoluciones a que hace referencia el inciso quinto del artículo 23 del decreto supremo precedentemente individualizado, se considerará dentro del acervo o masa de bienes que dejaron una vez fallecidos.


Las respectivas sucesiones se regirán por las normas generales, en lo que correspondiere.".

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LAS COMISIONES DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN Y DE HACIENDA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE EFECTÚA UN APORTE EXTRAORDINARIO AL FONDO COMÚN MUNCIPAL, Y COMPENSA MENORES INGRESOS DE COMUNAS AFECTADAS POR TERREMOTO Y MAREMOTO DE 27 DE FEBRERO DE 2010

(7262-06)

Honorable Senado:


Las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, tienen a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Jefe de la División Jurídica, señor Claudio Radonich; el Jefe de la División de Municipalidades, señor Mauricio Cisternas, y el abogado señor Álvaro Villanueva.

I.- OBJETIVO


Efectuar, por una sola vez, un aporte extraordinario de diez mil millones de pesos al Fondo Común Municipal para ser distribuidos a todos los municipios del país, y disponer recursos por la misma cantidad, también por una sola vez, que se distribuirán entre los municipios de las regiones afectadas por el terremoto del 27 de febrero, con el objeto de compensar sus menores ingresos por permisos de circulación, impuesto territorial y derechos de aseo.

II.- ANTECEDENTES

2.1. De Derecho


Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. 

2.2. De Hecho


Señala el mensaje con que el Ejecutivo inició este proyecto de ley que los municipios son las instituciones más cercanas a los ciudadanos, especialmente de los más vulnerables que acceden a sus servicios de educación y salud, por lo que apoyar su gestión significa atender a todos los chilenos y, en particular, a los más carenciados.


Agrega que el Ejecutivo, además de los aportes efectuados para paliar las consecuencias del terremoto en los municipios afectados, cumplirá su compromiso de incrementar el Fondo Común Municipal en el año 2010, y así mejorar la situación financiera de todos los municipios.


En un segundo apartado, el mensaje se refiere al aporte directo que se hará a los gobiernos locales y a una compensación que beneficiará a aquellos que hayan visto disminuidos sus ingresos por haber sido directamente afectados por la catástrofe del 27 de febrero.


Recuerda que el terremoto y posterior maremoto fueron de dimensiones gigantescas, provocando fallecimientos y desapariciones de personas, destruyendo tanto la propiedad privada como la estatal, inutilizando servicios de utilidad pública y acarreando, en definitiva, cuantiosas pérdidas de bienes y dañosas consecuencias para la actividad económica, además de graves secuelas psicológicas y emocionales en las personas.


Menciona, a continuación, las regiones declaradas zonas afectadas por la catástrofe: de Valparaíso; del Libertador Bernardo O´Higgins; del Maule; del Bío Bío; de la Araucanía y Metropolitana de Santiago.  En algunas de ellas, del Libertador Bernardo O´Higgins, del Maule y del Bío Bío, se decretó, además, el estado  de excepción constitucional de catástrofe por calamidad pública.


Seguidamente, el mensaje expresa que es de urgencia asistir a las administraciones locales de estas regiones para que puedan enfrentar adecuadamente los problemas financieros y de gestión derivados de la catástrofe, para lo cual se propone compensar los menores ingresos que han obtenido en el año 2010, como consecuencia directa de ella.


Este nuevo aporte, continúa, debe tener una distribución especial, distinta de la que regula el Fondo Común Municipal por dos razones: primero, porque beneficiará sólo a las comunas afectadas por la catástrofe y, en seguida, porque el método de distribución del Fondo considera variables que no tienen ninguna relación con la disminución de ingresos.


Hace presente el mensaje que el proyecto faculta al Ejecutivo para distribuir diez mil millones de pesos entregando a cada municipio el total de sus caídas brutas de ingresos por los permisos de circulación, impuesto territorial y derechos de aseo obtenidos en el año 2010, en comparación con los percibidos en el año 2009.  Si los menores ingresos fueren inferiores a la cifra mencionada, la diferencia se distribuirá por partes iguales entre el 60% de las comunas que percibieron menores recursos por estos conceptos.


Expresa a continuación el mensaje que como los pagos por los conceptos mencionados ingresan en las arcas municipales en distintos meses del año calendario, se efectuará una proyección del déficit que tendrían durante el año 2010, sobre la base de los conceptos ya enunciados, esto es, los menores ingresos por permisos de circulación, impuesto territorial y derechos de aseo.


Advierte el mensaje que para colaborar con los municipios de menores recursos, se excluyen de estos aportes compensatorios las municipalidades de Santiago, Las Condes, Lo Barnechea, Providencia y Vitacura.


Finalmente, el mensaje expresa que mediante decreto del Ministerio del Interior se determinarán los montos que corresponderán a cada municipio, considerando variables objetivas y en la proposición que señala el proyecto.

III.- ESTRUCTURA Y DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El proyecto de ley en informe, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, está conformado con ocho artículos que regulan las materias consignadas en el acápite precedente.


El artículo 1° faculta al Fisco para efectuar, por una sola vez, un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal por $ 10.000.000.000.-  (Diez mil millones de pesos), que se distribuirán de conformidad con las normas del Decreto Supremo N° 1.293, de 2009, del Ministerio de Interior.


El artículo 2° autoriza al Fisco para transferir a los municipios de las regiones declaradas zona de catástrofe, por una sola vez, para compensar sus menores ingresos por concepto de permisos de circulación, impuesto territorial y derechos de aseo en el año 2010, en comparación con el año 2009, recursos por $10.000.000.000.-  (Diez mil millones de pesos), sobre la base de las siguientes criterios:


Para calcular los menores ingresos brutos anuales por permisos de circulación, se considerará para cada municipalidad la diferencia negativa que resulte de comparar los montos de marzo de 2010 con respecto a marzo de 2009.  Para anualizar las cifras correspondientes a dichos ingresos se multiplicarán los montos por el factor uno coma  treinta y tres (1,33).


Para la misma operación de determinar los menores ingresos por impuesto territorial, se efectuará una resta de los ingresos de abril y junio considerando las diferencias entre abril del año 2010 y el mismo mes del año 2009 y de junio de 2010 con respecto a abril del año 2009.  Para anualizar esos menores ingresos se multiplicarán los valores de abril por tres (3) y los valores de junio por dos (2).


Finalmente, para calcular los menores ingresos por derechos de aseo se restarán los ingresos de abril y junio considerando las diferencias de abril de 2010 con respecto a abril de 2009 y de junio de 2010 con el mismo mes de 2009.  Esos menores valores se anualizarán multiplicando los valores de los meses de abril por tres (3) y los valores de los meses de junio por dos (2).


El artículo 3° prescribe que si la caída de ingresos fuere inferior a los diez mil millones de pesos, el saldo se repartirá por partes iguales entre el 60% de las comunas a las que correspondieren los menores ingresos por los conceptos señalados.


El artículo 4° dispone que mediante decreto del Ministerio del Interior se determinarán los montos que se asignarán a cada municipio.


El artículo 5° prevé que los municipios de Santiago, Las Condes, Lo Barnechea, Providencia y Vitacura no percibirán los recursos consignados en los artículos 2° y 3° de esta ley.


El artículo 6° declara que el cálculo para proceder a las asignaciones se practicará de acuerdo con la información que el efecto entregue el Servicio de Tesorerías.


El artículo 7° establece que el aporte y las transferencias a que se refieren los artículos 1°, 2° y 3° precedentes, se efectuarán desde el mes siguiente al de la entrada en vigor de esta ley.


El artículo 8° imputa el mayor gasto que irrogue esta ley ($20.000.000.000.-  Veinte mil millones de pesos) a los recursos consignados en la Partida 50, Tesoro Público.

IV.- DISCUSIÓN DE LA INICIATIVA


En sesión de hoy, las Comisiones unidas examinaron el proyecto en informe, requiriendo de los representantes del Ejecutivo antecedentes acerca de la forma cómo se han hecho los cálculos para determinar los recursos que se entregarán a cada municipio. A este efecto, el Ejecutivo acompañó una nómina con los recursos que recibirá cada una de las comunas del país por efecto del artículo primero del proyecto, y otra con los aportes que percibirán los municipios afectados por el terremoto, diferenciando además aquéllos que conforman el 60% de las administraciones locales que experimentarán las mayores disminuciones de sus ingresos. 


Con el mérito de este análisis, la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, señores Bianchi, Escalona, Frei, García, Lagos Weber, Pérez Varela y Sabag, aprobó en general este proyecto de ley, en los mismos términos propuestos. 


Con la misma unanimidad, las Comisiones unidas acordaron acompañar a este informe los datos estimados de los montos que recibirá cada municipio por concepto de incremento del Fondo Común Municipal y los recursos compensatorios adicionales que percibirán las municipalidades afectadas por el terremoto. 

- - -


En consecuencia, las Comisiones unidas de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda tienen a honra proponer a la Sala la aprobación de la idea de legislar respecto de esta iniciativa de ley despachada en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados. Su texto es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1º.- Facúltase al Fisco para que, mediante decreto expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República”, efectúe, por una sola vez, un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 14 de ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, por un monto de $10.000.000.000 (diez mil millones de pesos); los que se distribuirán según las normas establecidas en el decreto supremo Nº 1.293, de 2009, del Ministerio del Interior.


Artículo 2°.- Facúltase al Fisco para transferir a las municipalidades de las Regiones señaladas como zona afectada por catástrofe por el decreto supremo Nº 150, de 2010, del Ministerio del Interior, por una sola vez, y con el objeto de compensar sus menores ingresos brutos por concepto de permisos de circulación, de impuesto territorial y de derechos de aseo, obtenidos el año 2010 en comparación al año 2009, un monto de hasta $10.000.000.000 (diez mil millones de pesos).


Las municipalidades que registren menores ingresos brutos por los conceptos antes señalados, serán compensadas con el monto que resulte de la aplicación de los siguientes criterios, sucesivamente aplicados:


1. Para efectos de calcular los menores ingresos brutos anuales, en materia de pago de los permisos de circulación a que se refiere el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 2385, de 1996, del Ministerio del Interior, se efectuará, para cada municipalidad de las regiones individualizadas, la siguiente operación:


La diferencia negativa que resulte de comparar los montos anualizados de marzo de 2010, con respecto a marzo de 2009.


Para efectos de anualizar las cifras correspondientes a dichos ingresos, se multiplicarán los montos por el factor uno coma treinta y tres (1,33).


2. Para efectos de calcular los menores ingresos brutos, en materia de pago del impuesto territorial a que se refiere la ley Nº 17.235, se efectuará, para cada municipalidad, una resta de los ingresos del mes de abril y junio de manera particular, según las siguientes reglas:


a) Las diferencias negativas resultantes de la comparación del mes de abril de 2010 con respecto a idéntico mes de 2009, y del mes de junio de 2010 con respecto al mismo mes de 2009, ambas anualizadas.


b) Para anualizar dichos menores ingresos, se multiplicarán los valores de los meses de abril por el factor tres (3), y los valores de los meses de junio por el factor dos (2).


3. Para efectos de calcular los menores ingresos brutos por concepto de los derechos de aseo a que se refiere el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, se efectuará, para cada municipalidad, una resta de los ingresos del mes de abril y junio de manera particular, según las siguientes reglas:


a) Las diferencias negativas resultantes de la comparación del mes de abril de 2010 con respecto a idéntico mes de 2009, y del mes de junio de 2010 con respecto al mismo mes de 2009, ambas anualizadas.


b) Para anualizar dichos menores ingresos, se multiplicarán los valores de los meses de abril por el factor tres (3), y los valores de los meses de junio por el factor dos (2).


Artículo 3°.- En el evento que el total de las caídas de ingresos, así calculadas, que registren los municipios de las zonas afectadas por la catástrofe, en su conjunto, fuere inferior a la suma señalada en el artículo precedente, el saldo que quedare será distribuido por partes iguales entre el 60% de las comunas a las que les correspondiere percibir menor cantidad de recursos por concepto de menores ingresos brutos o no hubieren registrado éstos.


Artículo 4º.- Mediante decreto del Ministerio del Interior, expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se determinarán los montos que corresponderá transferir a cada municipalidad, según el procedimiento de cálculo señalado en los artículos precedentes.


Artículo 5°.- Las municipalidades contempladas en el inciso segundo del artículo 37 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 32-18.992, de 1991, del Ministerio del Interior, no percibirán los recursos contemplados en los artículos 2° y 3° de la presente ley.


Artículo 6°.- El sistema de cálculo se hará sobre la base de la información que proporcione el Servicio de Tesorerías respecto de cada comuna beneficiada.


Artículo 7°.- El aporte y transferencias contemplados en los artículos 1 °, 2 ° y 3° se deberán efectuar a contar del mes siguiente al de entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo 8°.- El mayor gasto que irrogue la presente ley, ascendente a $20.000.000.000.- (veinte mil millones de pesos), se financiará con cargo a los recursos que se consulten en la Partida 50 del Tesoro Público.".

- - -


Acordado en sesión de fecha 10 de noviembre de 2010 con asistencia de los Honorables Senadores señor Sabag (Presidente) y señores Bianchi, Escalona, Frei, García, Lagos Weber y Pérez Varela.

Sala de la Comisión, a 10 de noviembre de 2010.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA EL LEVANTAMIENTO DEL SECRETO BANCARIO EN INVESTIGACIONES DE LAVADO DE ACTIVOS

(4426-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión trató este proyecto concurrieron, especialmente invitados, el señor Subsecretario de Hacienda, don Rodrigo Álvarez; su Jefe de Gabinete, don Cristián Valenzuela, y el asesor legislativo de esa Subsecretaría, don Jaime Salas.


En representación de la Unidad de Análisis Financiero, asistieron su Directora, la señora Tamara Agnic; la Encargada de Asuntos Internacionales, señora Consuelo Espinoza, y el asesor de la División Jurídica, señor Adrián Fuentes.


Participó, asimismo, el Director de la Unidad de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado, de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández.


También estuvieron presentes el Asistente de Comisiones del Ministerio Secretaría de la Presidencia, señor Francisco Acevedo; el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada, y el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, don Marcelo Drago.

NORMAS DE QUÓRUM


Cabe hacer presente que el artículo 38, agregado por el número 11 del artículo 1° del proyecto, y los artículos 2° y 3° del mismo, fueron aprobados, como normas de carácter orgánico constitucional y deben, en consecuencia, ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 77 y 84, en relación con el inciso segundo del artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República.

- - - - - - - - - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- JURÍDICOS


I. Disposiciones legales relacionadas con el tema en estudio:


a) Ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero;


b) Ley N° 20.406, que permiten el acceso a la información bancaria por parte de la autoridad tributaria;


c) Decreto Ley N° 3.538, de 1980, que creó la Superintendencia de Valores y Seguros;


d) Decreto con Fuerza de Ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, sobre Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio;


e) Ley N° 18.314, sobre conductas terroristas;


f) Decreto con Fuerza de Ley N° 707, de 1982, del Ministerio de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre cuentas corrientes bancarias y cheques;


g) Decreto con Fuerza de Ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos;


h) Ley N° 20.019, sobre Sociedades Anónimas deportivas profesionales;


i) Ley N° 18.876, que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y custodia de valores, y


j) Ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

B.- DE HECHO





Cabe connotar que esta iniciativa tuvo su origen en una Moción de los Honorables Diputados señores Ascencio, Burgos, y Montes, y de los ex Diputados señores Bustos, Encina, Escobar y Saffirio, don Eduardo.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO





Esta iniciativa se estructura en tres artículos.




El artículo 1°, que se divide en 11 números, introduce diversas enmiendas a la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero.




El artículo 2° modifica el artículo 1° de  la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques.




El artículo 3° enmienda el artículo 154 de la Ley General de Bancos.

PROPÓSITO ORIGINAL DE LA MOCIÓN:




Con ocasión de la tramitación de la ley N° 20.119 que modificó la normativa que regula el funcionamiento de la Unidad de Análisis Financiero (UAF), el Congreso Nacional aprobó dos enmiendas a las siguientes normas:




La primera, al artículo 1° de la Ley de Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques (decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982) con el fin de permitir que el Ministerio Público, previa autorización del juez de garantía, pueda requerir a las Instituciones Financieras  la entrega de todos los antecedentes relacionados con cuentas corrientes bancarias, cuando investigue los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la Ley que creó la Unidad de Análisis Financiero, y




La segunda, al artículo 154 de la Ley General de Bancos (decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997), para permitir que el Ministerio Público, previa autorización del juez de garantía, pueda requerir a las instituciones financieras la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza  realizados por personas los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la Ley N° que creó la Unidad de Análisis Financiero.





El Tribunal Constitucional declaró, en la sentencia dictada en el expediente el Rol 521-06, inconstitucional ambos preceptos, por un defecto de forma en su tramitación, que consistió en no haberlos aprobados con el quórum correspondiente a las leyes orgánicas constitucionales.



En consecuencia, la Moción pretendía, originalmente, sólo reponer las mencionadas normas. Asimismo, sus autores hacían ver que de tales disposiciones eran fundamentales para perfeccionar el sistema de prevención, detección y persecución del delito de lavado de activos. Para lograr ese objetivo, señalaban que era esencial dotar al Ministerio Público de nuevas atribuciones para investigar los ilícitos mencionados.

MODIFICACIONES APROBADAS EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS





Al iniciar la discusión de esta iniciativa, el Ejecutivo hizo llegar a la Cámara de Diputados una indicación sustitutiva de la misma que contiene una serie de normas que complementan las atribuciones de la Unidad de Análisis Financiero y del Ministerio Público, en lo que se refiere al análisis de información relacionada con el blanqueo y la persecusión criminal de quien lo realice, respectivamente.





En relación con las modificaciones a la ley N° 19.913, precisa que se faculta a la mencionada Unidad para examinar y analizar operaciones sospechosas que pudiesen estar vinculadas al financiamiento del terrorismo. Asimismo, se le entregan nuevas atribuciones respecto de los sujetos obligados por esta normativa.





Agrega que también quedarán sujetas a medidas de control y fiscalización todas aquellas Bolsas de Valores y Bolsas de Productos que puedan o estén vinculadas con actividades financieras. Se incluyen dentro de esta numeración a todas las organizaciones deportivas profesionales y no sólo a las sociedades anónimas contempladas en la ley N° 20.019.





Puntualiza que se amplía el ámbito de supervisión y la obligación de reportar a la Unidad a las Cooperativas de Ahorro y Crédito, así como también a las representaciones de Bancos extranjeros y a otras entidades de tipo financiero.




La indicación del Ejecutivo, contiene, además un procedimiento administrativo de retención preventiva de activos, que es ejercido por la Unidad de Análisis Financiero. De esta manera, añade, se da cumplimiento a diversos tratados internacionales suscritos por Chile, así como también a diferentes resoluciones del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. El referido procedimiento tiene dos fases: la primera, esencialmente administrativa y preventiva, a cargo de la tantas veces mencionada Unidad, y, la segunda, de carácter judicial, en la que interviene la Corte de Apelaciones de Santiago, a petición de la referida Unidad o del Ministerio Público.





Seguidamente, la indicación recuerda las razones por las cuales el Tribunal Constitucional, mediante sentencia de fecha 1 de agosto de 2006, declaró inconstitucionales las normas referidas al levantamiento del secreto bancario contenidas en el proyecto de ley que modificaba la ley N° 19.913, que, finalmente, diera lugar a la ley N° 20.119, por no haber cumplido éstas el quórum de aprobación requerido por la Constitución Política de la República.





Con el objeto de superar tal obstáculo, la proposición del Gobierno incorpora como disposiciones finales normas similares a las que contiene la Moción que originó este proyecto.





En síntesis y como consecuencia de lo anterior, la Cámara de Diputados agregó al proyecto, un artículo 1°, nuevo, que introduce 21 modificaciones (mediante los 11 números consignados el referido artículo) a la ley N° 19.913, cuerpo legal que creó la Unidad de Análisis Financiero (UAF), así como aquellas que fueron reparadas de constitucionalidad, según se ha explicado.





Algunas de esas enmiendas son formales (por ejemplo: los números 6 y 10 del artículo 1°). La gran mayoría, en cambio, tienen un carácter material. 




En este último grupo de disposiciones, hay algunas que precisan las atribuciones de la Unidad de Análisis Financiero, otras acrecienta el catálogo de conductas que se consideran delito de lavados de dinero y su penalidad (nuevas letras a) y b) del artículo 27). Asimismo, se define el destino los bienes incautados o el producto de lo decomisados en investigaciones por lavados de activos (artículos 36 y 37), entre otras materias.

INFORME DE LA CORTE SUPREMA.




Este proyecto cuenta con un informe de la Corte Suprema dirigido al Senado.




En ese documento el Máximo Tribunal informa favorablemente esta iniciativa legal, salvo en aquella parte que, en el nuevo artículo 38 que se agrega a la Ley N° 19.913, establece que le corresponderá a un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago -designado, por sorteo, por el Presidente de dicho Tribunal- la ratificación de las medidas de seguridad adoptadas por la Unidad de Análisis Financiero, estimándose, en cambio, que tal actuación podría corresponder, con mayor propiedad, al juez de garantía competente.





Señala que lo anterior se debe, básicamente, a que en la actualidad -con el nuevo sistema procesal penal vigente en todo el país- es a estos magistrados a quienes compete el control de las garantías constitucionales, mientras que los Ministros de Cortes de Apelaciones ya no tienen, en lo penal, la participación jurisdiccional que sí les otorgaba el sistema inquisitivo anterior.
DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciar el debate, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, explicó que el Gobierno había solicitado a la Comisión avocarse especialmente al conocimiento de esta iniciativa en atención a que su despacho se vincula con el cumplimiento de ciertos compromisos de nuestro país en el ámbito internacional.


Seguidamente ofreció el uso de la palabra al Subsecretario de Hacienda, señor Rodrigo Álvarez, quien expresó que esta iniciativa contiene normas que complementan las atribuciones legales de la Unidad de Análisis Financiero (UAF) y del Ministerio Publico, en el análisis de información relacionada con el lavado de activos y la persecución criminal de quien lo realice.

Agregó que el proyecto adecua las normas legales vigentes a los estándares internacionales establecidos por el Grupo de Acción Financiera (GAFI) y supera las deficiencias detectadas en nuestro Sistema Nacional de Prevención, Persecución y Sanción de Lavado de Activos y Financiamiento del Terrorismo, por el Grupo de Acción Financiera de Sudamérica (GAFISUD) en la evaluación internacional que esa entidad efectuara el año 2006.

En relación con lo anterior, informó que el GAFISUD evacuará en diciembre próximo la evaluación internacional que determinará cuánto ha avanzado Chile en los últimos 4 años y, en particular, entre marzo y noviembre de 2010.


Advirtió que si este proyecto de ley no está vigente en diciembre de 2010, el país en su conjunto será internacionalmente mal evaluado respecto del avance alcanzado entre 2006 y diciembre de 2010, y continuará, durante cuatro años más, calificado como atrasado en materia de legislación preventiva, persecutoria y sancionadora de lavado de activos.


Luego anunció que es propósito del Gobierno presentar indicaciones a esta iniciativa para efectuar algunos cambios al texto aprobado en primer trámite constitucional, entre los cuales mencionó la sustitución de la denominación con que se conoce este proyecto, toda vez que la actual induce a errores debido a que el levantamiento del secreto bancario en investigaciones por lavado de activos ya es ley de la República.


Una enmienda más de fondo, añadió, busca establecer que, para que la Unidad de Análisis Financiero aplique el procedimiento administrativo de retención preventiva o congelamiento de activos presuntamente terroristas dictaminado en las resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, debe existir la autorización previa -y no posterior- del Poder Judicial.


Sin embargo, lo más relevante, destacó, es clarificar que el proyecto en discusión alude sólo a la información sujeta a reserva bancaria, y no se refiere nunca a la información sujeta a secreto bancario, y que, para acceder a ella, la Unidad de Análisis Financiero debe solicitar previamente la autorización de un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago.


Concluyó expresando que esta iniciativa establece que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 154 de la Ley General de Bancos, la mencionada Unidad podrá acceder a la información sujeta a reserva bancaria sin necesidad de contar con autorización judicial previa por tratarse de un organismo público que tiene la legitimidad institucional necesaria para solicitar esta información.


A continuación, expuso la Directora de la Unidad de Análisis Financiero, señora Tamara Agnic.





La señora Directora entregó, en primer lugar, algunos antecedentes generales acerca del contexto que caracteriza a la iniciativa legal en la actual coyuntura de evaluación internacional en la que se encuentra Chile, así como del funcionamiento del Sistema Nacional de Prevención de Lavado de Activos y Financiamiento del Terrorismo en Chile.





Explicó que, para ello, presentaría una agenda temática respecto de los antecedentes generales y específicos del proyecto de ley, y que, posteriormente, se referiría al contenido específico de la iniciativa legal respecto de las modificaciones a la ley Nº 19.913 de la Unidad de Análisis Financiero (UAF) y de las modificaciones a facultades del Ministerio Público. Anunció que, finalmente, atendida la actual coyuntura de evaluación en la que se encuentra Chile, detallaría algunas conclusiones que avalan la necesidad de legislar en esta materia.





En cuanto a lo primero, manifestó que la Unidad que ella dirige tiene como función legal prevenir e impedir el uso del sistema financiero y de otros sectores de la actividad económica, que suman un total de 34, para la comisión de los delitos señalados en los artículos 27 y 28 de la ley Nº 19.913, que son el lavado de activos y sus delitos base o precedentes.





Agregó que se ha definido como misión de la Unidad de Análisis Financiero la prevención del lavado de activos y financiamiento del terrorismo en Chile, mediante la realización de inteligencia financiera, la creación de normativa, la fiscalización de su cumplimiento y la difusión de información de carácter público, con el fin de proteger al país y a su economía de las distorsiones que generan ambos delitos.





En definitiva, dijo, esta entidad previene el lavado de activos en nuestro país, y coordina el Sistema Nacional de Prevención de Lavado de Activos y Financiamiento del Terrorismo.





En materia de prevención, continuó exponiendo, la Unidad norma, fiscaliza y sanciona administrativamente a sus sujetos obligados para el cumplimiento efectivo de la legislación nacional antilavado de activos; y realiza la inteligencia financiera preventiva que colabora con la investigación y persecución penal del delito de lavado de activos que efectúa el Ministerio Público.




Informó que, además, por su rol de representante de Chile ante el Grupo de Acción Financiera de Sudamérica, esa Unidad ejerce la función de coordinación del Sistema Nacional de Prevención de Lavado de Activos y Financiamiento del Terrorismo. En dicho sistema, acotó, participan el Banco Central y los Ministerios del Interior, de Hacienda, de Justicia y de Relaciones Exteriores; el Servicio de Impuestos Internos; las superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras, de Valores y Seguros, de Casinos de Juego y de Pensiones; el Servicio Nacional de Aduanas y el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes; y entre otros, los 34 sectores económicos de sujetos obligados, compuestos por personas naturales y jurídicas.




Hizo presente que, entre los antecedentes generales del proyecto de ley, deben considerarse los riesgos que el delito de lavado de activos genera para nuestro país en su dimensión social, económica, financiera y reputacional.





El riesgo social existe, aseveró, porque el lavado de activos favorece indirectamente la criminalidad, ya que permite al delincuente ‘legitimar’ o dar apariencia de legalidad el producto del ilícito cometido. Con ello, añadió, se da inicio o se genera el incentivo necesario para la aparición del círculo vicioso de una nueva criminalidad.





El riesgo económico, afirmó, consiste en que el lavado de activos produce distorsiones en los movimientos financieros, sobrevalorando industrias o sectores más vulnerables a su intromisión.





El riesgo financiero, puntualizó, se genera porque el lavado de activos introduce desequilibrios macroeconómicos y daña la integridad del sistema financiero afectando seriamente su estabilidad y el nivel de confianza para los inversionistas y la ciudadanía en general. 





Luego se refirió a los efectos del lavado de activos en materia económica y financiera. Estos son, dijo, la pérdida paulatina de prestigio, de capacidad de crédito y reputación de las entidades financieras y no financieras, de sus profesionales, y del país en su conjunto. Lo anterior, enfatizó, va afectando directamente las mediciones internacionales mediante las cuales se califica a Chile. Puso de relieve que el lavado de dinero es el combustible con que traficantes de drogas, terroristas, comerciantes ilegales en armas, funcionarios públicos corruptos y demás, pueden operar y ampliar sus actividades ilícitas.





Manifestó que actualmente los organismos especializados saben que el alcance internacional del delito va en aumento y que los aspectos financieros de éste son más complejos debido al rápido avance de la tecnología y a la mundialización de la industria de los servicios financieros. Por ello, resaltó, el objetivo general del proyecto de ley es proteger y defender de mejor manera la institucionalidad económica y financiera del país, en lo referido a los flagelos que conllevan el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo.





Coincidió con el señor Subsecretario en que, en lo particular, la iniciativa legal adecua las normas legales vigentes a los estándares internacionales establecidos por el Grupo de Acción Financiera (GAFI), y busca superar las deficiencias del Sistema Nacional de Prevención, Persecución y Sanción Penal de Lavado de Activos de Chile detectadas en 2006 por el Grupo de Acción Financiera de Sudamérica (GAFISUD).





Al respecto, recordó que GAFISUD es el capítulo regional del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), organización intergubernamental formada por el G-7, en 1989, que fija los estándares internacionales contra el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo a través de las 40+9 Recomendaciones suscritas por más de 150 países, y validadas por organismos internacionales tales como el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco Mundial (BM) y el Comité de Basilea.





Luego connotó que, en diciembre de 2006, el GAFISUD sancionó el informe de evaluación de Chile, fijando recomendaciones de mejoras en los ámbitos normativo, institucional y jurídico. La mayoría de las observaciones, dijo, fueron incorporadas en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, como ocurre con la necesidad de adecuar el actual tipo penal de lavado de activos; de ajustar los delitos base que contempla la ley Nº 19.913; y de implementar un procedimiento claro y expedito que a través de la retención preventiva de fondos permita proteger y defender nuestra institucionalidad económica y financiera.





Luego, se refirió a las cinco materias fundamentales contempladas en las disposiciones del proyecto en estudio.





Primeramente informó que la iniciativa formula diversas proposiciones vinculadas con la Unidad de Análisis Financiero:





a) Incorpora normas que la facultan expresamente para examinar y analizar operaciones sospechosas que pudiesen estar vinculadas al financiamiento de terrorismo, así como también nuevas atribuciones respecto de sus sujetos obligados a informar;





b) Incluye dentro de su ámbito de control y fiscalización nuevos sujetos obligados a informar operaciones sospechosas, tales como las bolsas de valores y bolsas de productos que puedan estar o estén vinculadas con actividades financieras, las organizaciones deportivas profesionales contempladas en la ley Nº 20.019, las cooperativas de ahorro y crédito, así como también a las representaciones de bancos extranjeros, otras entidades de tipo financiero, y los servicios y organismos públicos;





c) Le permite a la Unidad de Análisis Financiero acceder a información sujeta a reserva bancaria sin necesidad de contar con autorización judicial previa, por ser un organismo público que tienen la legitimidad necesaria para solicitar esta información de acuerdo con lo establecido en el artículo 154 de la Ley General de Bancos. Ello implica modificar la actual ley Nº 19.913 que establece que la UAF tiene acceso a la información sujeta a reserva bancaria utilizando el mismo procedimiento aplicable a aquella que está sujeta a secreto bancario, es decir,  previa autorización de un juez de Corte de Apelaciones.





d) Contempla la aplicación de un nuevo procedimiento administrativo de retención preventiva o congelamiento de activos, para que la Unidad dé cumplimiento a lo dictaminado en las resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en cuanto a reforzar la  labor preventiva tanto en el lavado de activos como en el financiamiento del terrorismo.





e) Establece sanciones por el incumplimiento de la obligación de reportar las operaciones sospechosas vinculadas al financiamiento del terrorismo, así como también el no inscribirse en el registro que mantendrá esa entidad.





f) Finalmente, se corrigen errores de referencia que tenía la ley Nº 19.913.




En segundo lugar, manifestó que, en relación con el Servicio Nacional de Aduanas se refuerza la necesaria labor de prevención que debe ejecutar ese organismo en los controles fronterizos o de avanzada, debiendo asegurar que quienes ingresan o salen de Chile con más de diez mil dólares en dinero efectivo o en instrumentos negociables al portador, han cumplido con la obligación de realizar una Declaración de Porte y Transporte de Efectivo. Para ello, agregó, el proyecto de ley faculta al Servicio Nacional de Aduanas a aplicar las multas que correspondan cuando detecta que no se ha declarado el ingreso o salida de dinero o instrumentos, de acuerdo a lo que dispone el artículo 4° de la ley Nº 19.913, pudiendo retener hasta un 30 por ciento del dinero no declarado o el 100 por ciento de los instrumentos que se portaban.




En tercer término, señaló que el proyecto considera dos normas referidas al Ministerio Público. Se propone, indicó, que los fiscales tengan la facultad de acceder a las cuentas corrientes bancarias, y a toda la información que resulte pertinente cuando estén investigando operaciones financieras relacionadas con el lavado de activos, ya que ello forma parte integral de un buen sistema de detección de lavado de capitales. Además, aseveró, se establecen nuevas facultades para el Ministerio Público en materia de levantamiento del secreto bancario, modificando la Ley de Cuentas Corrientes y la Ley General de Bancos, permitiendo que nuestra institucionalidad cuente con un sistema adecuado de prevención y detección del lavado de activos y financiamiento del terrorismo.





Luego se refirió a las enmiendas que se plantean en el ámbito de las investigaciones por lavado de activos, con el objeto de proteger y enfrentar de mejor manera el éxito de las mismas. Estas son las siguientes:




a) se adecua y perfecciona el listado de delitos base de lavado de activos tales como la producción y comercialización de la pornografía infantil, la falsificación y piratería –actualmente sólo son delitos contra la propiedad intelectual e industrial-; la fabricación y hacer circular billetes falsos; las estafas y defraudaciones; el contrabando y otros delitos aduaneros; y finalmente, las asociaciones ilícitas.




b) se establecen reglas especiales de aplicación de la pena por lavado de dinero, cuando es mayor a la que el juez puede aplicar por el delito base investigado.





c) se extiende el secreto de la investigación no sólo a los delitos de lavado de dinero y asociación ilícita para lavar dinero, sino también a todos aquellos contemplados en la ley Nº 19.913.





d) se regula de mejor forma el archivo provisional de los antecedentes por parte de los fiscales.





e) se crea un nuevo tipo penal por omisión de denuncia que sigue el tipo penal ya existente en la Ley Nº 20.000.




Concluyendo su exposición, estimó imprescindible enfatizar que Chile está atrasado en materia de ampliación de los delitos base del lavado de activos. Por ello, acotó, para proteger la estabilidad económica y financiera del país, es imprescindible mantener y perfeccionar rápida y oportunamente la legislación pertinente, el marco normativo, de manera que cumpla con  los más altos estándares internacionales y los controles que nos entregan señales de alerta adecuadas.





Expresó que el fortalecimiento de nuestro Sistema Nacional de Prevención, Persecución y Sanción Penal de Lavado de Activos, permitirá inhibir el uso de la economía nacional por parte de los lavadores y realizar una detección temprana de la comisión de los delitos precisados. Agregó que mientras mayor sea el cumplimiento de las recomendaciones de GAFISUD y GAFI, mayor será el nivel de confianza que depositan los inversionistas extranjeros en Chile.




Puso de relieve, una vez más, que hoy, ad portas a la nueva evaluación de diciembre de 2010, lo que se busca es actualizar nuestra legislación conforme a las objeciones sancionadas en 2006. reiteró que si en diciembre de 2010 no ha sido promulgado el proyecto de ley, Chile puede ser incorporado a la lista internacional de revisión intensificada en prevención, persecución y sanción antilavado de activos.





Destacó que aún existe la oportunidad legislativa de evitar que Chile exhiba internacionalmente un retraso estructural en materia de desarrollo institucional anti lavado de activos, ya que la evaluación del GAFISUD que viene será realizada en 2014. Por lo anterior, agradeció el interés manifestado hoy por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, por avanzar en esta iniciativa legal tan crucial para Chile.


A continuación, intervino el Director de la Unidad de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado, del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández.


Valoró esta iniciativa legal como un avance muy importante, por cuanto, dijo, se hace cargo de deficiencias y debilidades que se observan en nuestro sistema de investigación de los delitos que se busca perseguir mediante la ley N° 19.913.


Aclaró, sin embargo, que este proyecto de ley no dice relación con nuevas atribuciones o mayores potestades para el Ministerio Público, salvo la que dio el nombre a la Moción original, esto es, tomar conocimiento de información que se mantiene bajo secreto bancario, que corresponde, recordó, a la norma aprobada por el Congreso Nacional pero que fue observada por el Tribunal Constitucional posteriormente. Enfatizó que en lo relativo al congelamiento de recursos sospechosos, por ejemplo, tampoco intervendrán los fiscales, sino que solamente la Unidad de Análisis Financiero y los jueces, en ciertas hipótesis.


Aseguró que el núcleo central del proyecto consiste en fortalecer y ampliar el ámbito de la detección y averiguación de operaciones sospechosas por parte de órganos administrativos, especialmente la Unidad de Análisis Financiero, lo que consideró de la mayor trascendencia. Destacó que el proyecto persigue dar una mayor capacidad de detección de ilícitos porque se amplía el horizonte de las actividades investigadas, ampliando el número de ámbitos que podrán ser pesquisados, los cuales generan muchos recursos y un gran número de operaciones sospechosas.


En efecto, agregó, al Ministerio Público, en tanto destinatario final de los reportes de operaciones potencialmente ilícitas, le interesa que esa etapa previa de investigación de operaciones particularmente ilícitas se realice de la mejor forma posible.


Afirmó que el sistema sancionatorio del delito de lavado de activos ha funcionado adecuadamente. Informó que en todos los casos que las Fiscalías han llevado al plano judicial se han acompañado antecedentes suficientes para comprobar las denuncias y, finalmente, se han obtenido resultados satisfactorios. En concreto, señaló que en el último tiempo se han dictado 23 sentencias condenatorias, las que se encuentran ejecutoriadas. En cambio, recalcó, en el sistema inquisitivo anterior no hubo sentencias condenatorias.


Puso de relieve que, además, el sistema de investigación de lavado de dinero ha funcionado bien en las relaciones de entidades privadas y públicas, así como desde la perspectiva de los vínculos que deben darse entre la Unidad de Análisis Financiero y el Ministerio Público.


Se ha demostrado, insistió, que la persecución al delito de lavado de dinero ha dado lugar a sanciones severas para quienes lucran organizadamente con actividades ilícitas. Por ello, concluyó, debe apoyarse el mejoramiento de la normativa que, en términos concretos, genera sanciones de cárcel y penas patrimoniales que impiden a estas bandas reorganizarse cuando recuperan su libertad.

- - - - - -


A continuación los señores miembros de la Comisión manifestaron algunas inquietudes en torno a esta iniciativa y formularon diversas consultas.


En primer término, el Honorable Senador señor Larraín expresó su agradecimiento por la completa e interesante información expuesta en relación con la materia a que se refiere esta iniciativa.


Luego pidió que los invitados caracterizaran con mayor precisión el tipo de casos que se están conociendo actualmente; que informaran si es mayor el número de investigaciones por lavado de dinero que de financiamiento de actividades terroristas y, en general, que describan la tendencia que, a partir de la mayor información de que se dispone actualmente, se observa en este campo.

Solicitó, asimismo, que se precise si las normas de este proyecto están en concordancia con las recomendaciones y exigencias que plantea la OCDE, y la relación que existe entre este organismo y la GAFI.


Por otra parte, manifestó su inquietud por la eventual ambigüedad que puede generar la utilización de los términos “reserva” y “secreto” en esta normativa. Al respecto, recordó que recientemente el legislador ha hecho un especial esfuerzo por simplificar la nomenclatura en el conjunto de normas que consagran el principio de transparencia. Por ello, agregó, pudiera considerarse la posibilidad de homologar los términos que se utilicen en este ámbito con el que se usa en el resto de nuestra legislación.


Finalmente, advirtió que, según se ha expresado, el secreto de la investigación será extendido a todos los procesos que se siguen bajo esta legislación especial. Opinó que ello resulta contradictorio con el objetivo fundamental de alcanzar mayor transparencia, que se ha buscado mediante la implementación del nuevo proceso penal. Consultó, entonces, si la mantención de ese secreto era necesario y no favorecería el rumor y la especulación, como ocurría en el antiguo sistema inquisitivo y de sumario.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, hizo presente que para nuestro país representó un esfuerzo importante incorporarse a la OCDE. Recordó que, para ese efecto, hubo que, entre otras cosas, efectuar una serie de modificaciones a nuestro ordenamiento legal. Manifestó que si bien pertenecer a esa entidad prestigia a nuestro país, al mismo tiempo plantea la obligación de perfeccionar normas y regular prácticas que se aceptan en Chile pero que no están acorde con los estándares que propicia el mencionado organismo.


Enfatizó que es partidaria de avanzar en el estudio y consagración de normas que permitan cumplir compromisos internacionales.


En este sentido, connotó que luego de los atentados terroristas ocurridos en Estados Unidos que impactaron al mundo, Chile también decidió colaborar en la represión del terrorismo internacional, comprometiéndose a sancionar el financiamiento de grupos y actos terroristas, para lo cual es necesario, igualmente, hacer coherente nuestro ordenamiento con las normas internacionales sobre represión de esos delitos.


En relación con una de las observaciones formuladas por el Honorable Senador señor Larraín, hizo presente que la Ley General de Bancos regula separadamente actuaciones financieras que tienen el carácter de “secretas” de otras que denominada como “reservadas”, señalando para cada una de ellas efectos diferentes. De esta forma, añadió, se evita confundir unas y otras.


Por último, valoró que el Ejecutivo haya decidido apoyar la exigencia de contar con autorización judicial para tomar conocimiento de antecedentes sobre operaciones financieras que, en principio, son secretas o reservadas.


Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó su voluntad de aprobar en general este proyecto de ley, sin perjuicio de presentar indicaciones durante la discusión en particular del mismo.


Además, consultó a los invitados sobre la procedencia de la intervención judicial en el caso del congelamiento de fondos depositados en instituciones financieras nacionales, y coincidió con la señora Presidenta de la Comisión en cuanto a la conveniencia de que para el levantamiento del secreto bancario sea preciso previamente obtener la autorización del juez competente.


Haciéndose cargo de las observaciones y consultas recién consignadas, el señor Subsecretario de Hacienda reiteró que, en efecto, mediante la aprobación de las normas contenidas en este proyecto de ley se está dando cumplimiento a compromisos contraídos por nuestro país que constituyen, al mismo tiempo, exigencias planteadas por organismos internacionales de los que Chile forma parte.


Dejó constancia, asimismo, de que, en efecto, se ha presentado algún grado de confusión a raíz de que algunas disposiciones de nuestro ordenamiento se refieren indistintamente a “reserva” y “secreto”. No obstante, agregó, la Ley General de Bancos distingue en forma explícita y precisa las materias de uno y otro carácter, y aseveró que la ley que creó la Unidad de Análisis Financiero y el proyecto en discusión, que la modifica, se ajustan a esas definiciones.


Concordó con los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, en que es preciso introducir algunas enmiendas a esta iniciativa, las que se propondrán durante la fase de discusión en particular que se desarrollará próximamente.


Finalmente, reiteró su agradecimiento a la Comisión por la celeridad en efectuar la discusión en general de este proyecto, lo que estimó muy necesario, de cara a la evaluación a que se someterá nuestro país en las próximas semanas en relación a los avances que presenta en el combate al delito de lavado de activos.


La Directora de la Unidad de Análisis Financiero, señora Tamara Agnic, complementó estas explicaciones señalando que el trabajo que desarrolla la entidad a su cargo es esencialmente preventivo y su desafío es fortalecer los distintos sectores económicos obligados a informar operaciones sospechosas para que no sean usados como vías de lavado de activos.


Precisó que la información que a esa Unidad se debe hacer llegar, ella la recibe como objeto de sospechas que deben analizar e intentar confirmar, comprobar y tratar de acreditar.


Por esta razón, agregó, se justifica el secreto en que se mantiene la investigación, toda vez que tratándose de sospechas no hay antecedentes acreditados ni, menos aún, certezas acreditadas judicialmente.


Concluyó su intervención explicando que, precisamente por lo anterior, la entidad que dirige plantea acceder a la información que la Ley de Bancos califica como “reservada”: si estuviera obligada a recurrir a la Corte de Apelaciones en cada caso, aumentaría significativamente la vulnerabilidad de la investigación. Por el contrario, añadió, la mayor fortaleza del sistema usado por la UAF radica en que el gran volumen de información que administra le permite establecer en forma relativamente rápida los casos en que no existe lavado de activos.

- - - -


Luego de contestarse las consultadas formuladas por los señores miembros de la Comisión, se consideró pertinente aprobar en general el proyecto de ley en estudio, sin perjuicio de introducir, en su discusión particular, los ajusten que se estimen procedentes.

IDEA DE LEGISLAR

En virtud de las consideraciones expuestas precedentemente, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker (don Patricio), aprobó, en general, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados.


Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY





“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero:





1) Agrégase en el inciso primero del artículo 1°, a continuación de la palabra “ley”, sustituyendo el punto aparte (.) por una coma (,), la siguiente frase: “como asimismo el contenido en el artículo 8° de la ley N° 18.314.”.





2) Modifícase el artículo 2° en el siguiente sentido:





a) En la letra b):

a-1. Suprímense en el inciso segundo las dos veces que aparecen, las expresiones “o reserva”.





a-2. Agrégase el siguiente inciso final:




“Tratándose de la entrega de antecedentes amparados por reserva bancaria, en la solicitud realizada por la Unidad en el ejercicio de la presente atribución, se entenderán cumplidos los requisitos establecidos en la primera oración del inciso segundo del artículo 154 de la Ley General de Bancos, quedando exenta de responsabilidad legal la empresa bancaria que proporcione la información en los términos citados.”.





b) Sustitúyese en la letra d), la segunda vez que aparece, la conjunción “y” por una coma (,) e intercálase a continuación de la palabra “datos”, los términos “y registros”.





c) En la letra i) suprímese la frase “o reserva”.




 d) Agrégase en el inciso final, entre la palabra “ley” y la coma (,), que la sigue, la siguiente frase: “o del artículo 8° de la ley N° 18.314”.





3) Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:




a) En su inciso primero:





a-1. Reemplázanse las expresiones “las bolsas de comercio;” por lo siguiente: “las bolsas de valores y las bolsas de productos, así como cualquier otra bolsa que en el futuro esté sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Valores y Seguros;”.





a-2. Reemplázase la frase final: “, y las sociedades anónimas deportivas profesionales, regidas por la ley N° 20.019.” por las siguientes “; organizaciones deportivas profesionales, regidas por la ley N° 20.019; las cooperativas de ahorro y crédito; las representaciones de bancos extranjeros y las empresas de depósito de valores regidas por la ley N° 18.876.”.





b) Intercálase en su inciso segundo, entre las expresiones “jurídica aparente” y la coma (,) que la sigue, las siguientes oraciones: “o pudiera constituir alguna de las conductas contempladas en el artículo 8° de la ley N° 18.314, o sea realizada por una persona natural o jurídica que figure en los listados de alguna resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas”.





c) Agrégase el siguiente inciso sexto, pasando el actual a ser séptimo:





“Las superintendencias, los servicios y los órganos públicos estarán obligados a informar sobre los actos, transacciones u operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus funciones. No obstante lo anterior, no estarán sujetos a las obligaciones contenidas en el inciso cuarto de este artículo y a lo dispuesto en el artículo 5° de esta ley.”.





4) Reemplázanse en el artículo 5° las expresiones “cuatrocientas cincuenta unidades de fomento” por “diez mil dólares de los Estados Unidos de América”.





5) Agrégase en el inciso final del artículo 13, a continuación del guarismo “28”, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,), lo siguiente: “como también de aquellos que le sirven de base y que se señalan en la letra a) del artículo 27.”.





6) Sustitúyense en el artículo 15 las expresiones “ley N° 19.366” por las siguientes “ley N° 20.000”.





7) Sustitúyese la letra c) del artículo 19, por la siguiente:





“c) Serán infracciones graves el no dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en los artículos 2°, letra b), 3°, 39 y 41 de esta ley.”.





8) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 27:

a) En el inciso primero:





a-1. Sustitúyese la letra a), por la siguiente:





“a) El que de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, provenientes de la perpetración de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad; en el artículo 10 de la ley N° 17.798, sobre control de armas; en el Título XI de la ley N° 18.045, sobre mercado de valores; en el Título XVII del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, Ley General de Bancos; en la Ordenanza de Aduanas; en las leyes de propiedad intelectual e industrial; en los artículos 59 y 64 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile; en los párrafos 4, 5, 6 y 9 del Título V, 10 del Título VI y 8 del Título IX, todos del  Libro Segundo del Código Penal; en los artículos 141, 142, 366 quinquies, 367, 367 bis y 374 bis del mismo Código y en esta ley, o bien, oculte o disimule estos bienes.”.





a-2. En la letra b), sustitúyese el párrafo inicial hasta el punto aparte (.) por el siguiente: “El que adquiera, posea, tenga o use los referidos bienes, conociendo o no pudiendo menos que conocer su origen ilícito.”.





b) En el inciso cuarto sustitúyese la frase “en la letra a)” por “en las letras a) o b)”.





c) Agrégase el siguiente inciso final:




“En todo caso, la pena aplicable por el delito de este artículo será presidio menor en su grado medio a máximo y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales, además de las accesorias que correspondan, cuando el delito base o precedente del lavado de activos esté sancionado en la ley con una pena de simple delito.”.





9) Agrégase en el artículo 30, a continuación del punto final que pasa a ser coma (,) la siguiente oración: “la identificación del tipo de la cuenta o producto y su número de registro interno.”.





10) Sustitúyese en el artículo 33 la expresión “ley N° 19.366” por la siguiente: “ley N° 20.000”.





11) Agréganse, a continuación del artículo 35, las siguientes disposiciones:





“Artículo 36.- Los bienes incautados o el producto de los decomisados en investigaciones por lavado de activos, podrán ser destinados, en los términos que establecen los artículos 40 y 46 de la ley N° 20.000, en todo o parte, a la persecución de dicho ilícito.





Artículo 37.- Durante la investigación de los delitos contemplados en los artículos 27 y 28 de esta ley, en aquellos casos en que como consecuencia de actos u omisiones del imputado no pudiera decretarse la incautación o alguna medida cautelar real sobre los bienes que sean objeto o producto de los mismos, el tribunal con competencia en lo penal que corresponda podrá decretar, a solicitud del fiscal y mediante resolución fundada, la incautación o alguna de las medidas cautelares reales establecidas en la ley, sobre otros bienes que sean de propiedad del imputado por un valor equivalente a aquel relacionado con los delitos, con excepción de aquellos que declara inembargables el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil.





Asimismo, ante una solicitud de autoridad competente extranjera, realizada en virtud de un requerimiento de asistencia penal internacional por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, se podrá decretar, en los mismos términos expresados en el inciso precedente, la incautación o medidas cautelares reales de bienes por un valor equivalente a aquellos relacionados con el delito investigado.





En el evento de dictarse sentencia condenatoria, y no habiéndose incautado o cautelado bienes relacionados con el delito sino sólo aquellos de un valor equivalente, el tribunal con competencia en lo penal que corresponda podrá, en la misma sentencia, decretar el comiso de aquellos bienes incautados o cautelados de conformidad a lo establecido en el inciso primero.





Artículo 38.- Las personas naturales y jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley, estarán obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que se intenten realizar, por alguna de las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas confeccionadas por el Comité establecido en las Resoluciones números 1267, de 1999, 1333, de 2000, y 1390, de 2002 del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y sus subsecuentes resoluciones o cualquiera otra que las adicione o reemplace.





Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que se intenten realizar, por alguna persona natural o jurídica que efectúe alguna de las actividades descritas en el párrafo 1, letra c) de la Resolución 1373, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas.





La Unidad de Análisis Financiero una vez recibidos los antecedentes y según las circunstancias en que el acto, transacción u operación hubiera sido realizada podrá ordenar, por resolución fundada, a quien haya realizado el reporte o a cualquiera otra de las personas naturales o jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley, la adopción de medidas que permitan evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un período determinado, que, en todo caso, no podrá exceder de 30 días.





Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas, la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de vigencia de la medida.




La Unidad de Análisis Financiero deberá solicitar la ratificación de la o las medidas adoptadas, de acuerdo a lo descrito en los incisos anteriores, ante un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designará por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. La Unidad de Análisis Financiero dispondrá de un plazo de 24 horas para hacer llegar el requerimiento a dicho tribunal, siempre y cuando el día siguiente sea hábil; de no ser así tendrá plazo hasta el día hábil siguiente, contado desde la fecha en que decretó la o las medidas descritas en los incisos anteriores. Para la tramitación de la solicitud de ratificación, se estará a lo dispuesto en el artículo 2° letra b) de esta ley.





Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, la Unidad de Análisis Financiero estará también obligada, en los términos expresados en el inciso anterior, a informar al Ministerio Público del hecho de haberse decretado alguna de las medidas descritas en los incisos tercero y cuarto de este artículo, acompañando todos los antecedentes que hicieron procedente la medida y una copia de la solicitud efectuada a la Corte de Apelaciones de Santiago.





En las incidencias que se presenten, en especial la relativa al reclamo que pudiera formular el afectado por errores manifiestos en la adopción de estas medidas, se estará a lo dispuesto en los artículos 22 y siguientes de esta ley.





Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 22, el procedimiento de reclamo de una de las medidas decretadas por la Unidad, estará sujeto a las siguientes normas especiales:





1. La notificación de la medida decretada se efectuará por carta certificada, al domicilio que el afectado tenga registrado en la entidad que haya realizado la operación. 





2. El afectado por una de las medidas contenidas en este artículo, una vez que ésta sea ratificada, tendrá el plazo de tres días para interponer sus descargos ante la Unidad.





3. Recibidos los descargos, o transcurrido el plazo para presentarlos, el Director, salvo que se abra un término probatorio especial a petición del afectado, deberá resolver sin más trámite el continuar aplicando la o las medidas adoptadas.





4. El término probatorio mencionado en el número anterior no podrá exceder de cinco días.





5. De la resolución que ratifique la adopción de las medidas descritas en este artículo, se podrá apelar de acuerdo a los términos y plazos descritos en el artículo 24.





Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la Unidad de Análisis Financiero periódicamente pondrá a disposición de todas las personas indicadas en el artículo 3° de esta ley, los listados confeccionados por el Comité establecido por el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, en virtud de lo dispuesto en las resoluciones 1267, de 199; 1333, de 2000, y 1390, de 2002. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero deberá informar al Ministerio de Relaciones Exteriores de todas aquellas personas naturales o jurídicas que figuran en dichos listados y respecto de las cuales no se hubiera encontrado antecedentes concretos, para efectos que éste lo informe a la Organización de las Naciones Unidas, a fin de que ésta considere su exclusión de las listas.





Artículo 39.- Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que en el ejercicio de sus funciones detecten una contravención a lo dispuesto en el artículo 4° de esta ley, aplicarán a la persona que porte moneda en efectivo o instrumentos negociables al portador y que no los hubiere declarado, una multa a beneficio fiscal de un 30% de la moneda en efectivo o del valor de dichas monedas o instrumentos no declarados, la que, en todo caso, no podrá ser superior a las tres mil unidades de fomento, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 20 N° 2 de esta ley.





Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio Nacional de Aduanas podrá retener el 30% de la moneda en efectivo o el 100% de los instrumentos negociables al portador no declarados. En caso de oposición a la retención, los funcionarios del Servicio podrán requerir directamente el auxilio de la fuerza pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 23 y en el Título VI de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas.





La retención establecida en este artículo, deberá ser notificada a la persona en el mismo acto, haciendo mención expresa y por escrito de los hechos que la constituyen, de las normas infringidas, la identificación de la persona a la que se ha efectuado la retención, la sanción que podría ser impuesta y los demás hechos fundantes que dieron lugar a la retención. Para todos estos efectos los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas tendrán la calidad de ministros de fe.





La imposición de la multa definitiva o la reclamación de la misma, se sujetará al procedimiento establecido en el Título II del Libro Tercero de la Ordenanza de Aduanas, salvo lo que dispone el inciso cuarto del artículo 185 del mencionado cuerpo legal.





Artículo 40.- Todas las personas naturales o jurídicas indicadas en el inciso primero del artículo 3° de esta ley, que sean o no supervisadas por alguna superintendencia, y sin perjuicio de su obligación de designar un funcionario responsable ante la Unidad de Análisis Financiero, deberán inscribirse en un registro que la Unidad mantendrá de acuerdo a lo dispuesto en la letra d) del artículo 2° de esta ley, y que deberá implementar en el plazo de 90 días hábiles contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.




Una vez inscritas, las personas indicadas en el inciso anterior deberán informar a la Unidad de Análisis Financiero, cualquier cambio relevante en su situación legal, en los términos que señalen las instrucciones generales que para estos efectos dictará la Unidad.
 



La Unidad de Análisis Financiero podrá hacer público el nombre y el rol único tributario de las personas naturales y las personas jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley y que se registren de acuerdo al presente artículo.





Artículo 41.- El funcionario público que, en razón de su cargo, tome conocimiento de alguno de los delitos contemplados en los artículos 6°, 7°, 13 y 31 de esta ley y omita denunciarlo al Ministerio Público, a los funcionarios de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones, o ante cualquier tribunal con competencia en lo criminal, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales.”. 




Artículo 2°.- Agrégase, en el inciso final del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, del Ministerio de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, luego del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente párrafo:




“Asimismo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley N° 19.913, el Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrá requerir la entrega de todo antecedente relacionado con cuentas corrientes bancarias, incluidos, entre otros, sus movimientos completos, saldos, estados de situación y demás antecedentes presentados para su apertura, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación.”.





Artículo 3°.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley  N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos:





“Con todo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley N° 19.913, los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 9 de noviembre de 2010, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidente), y señores  Andrés Chadwick Piñera, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 9 de noviembre de 2010.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE QUE A CADA REGIÓN ADMINISTRATIVA CORRESPONDA UNA ZONA PRIMARIA DEL SERVICIO TELEFÓNICO

(5552-15, 5919-15, 6270-19, 6304-19 y 6936-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros acerca el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en  las siguientes Mociones refundidas:


1.- Boletín N° 5552-15 de los Diputados  señores Espinoza;  Hales; Latorre; Monckeberg, don Cristián; Sabag y Uriarte, y de los ex Diputados señores Bustos, Enríquez- Ominami, Forni y Venegas, que establece que cada región administrativa corresponda a una zona primaria del servicio público telefónico local.


2.- Boletín N° 5919-15 de los Diputados señores Meza;  Espinosa y Robles, y de los ex Diputados señores Quintana y Venegas, que establece que todo el territorio nacional corresponda a una zona primaria del servicio público telefónico local.


3.- Boletín N° 6270-19 de los Diputados señores Barros; Bauer; Eluchans; Hernández; Norambuena; Recondo; Urrutia y Von Mülenbrock, y de los ex Diputados señores Alvarado y Forni, que modifica el artículo 4° transitorio de la ley N°19.302, sobre servicio público telefónico, en el sentido de fusionar las Zonas Primarias de Valparaíso, Los Andes, Quillota y San Antonio, en una sola.


4.- Boletín N° 6304-19 de las Diputadas señoras Marisol Turres y Marta Isasi y de los Diputados señores Arenas;  Bauer; Estay; García-Huidobro; Hernández y Lobos, y de los ex Diputados señores Alvarado y Forni, que modifica el artículo 4° transitorio de la ley N°19.302, sobre servicio público telefónico, en el sentido de fusionar las Zonas Primarias de Valdivia, Osorno y Puerto Montt, en una sola.


5.- Boletín N° 6936-15 de las señoras Diputadas María José Hoffmann; Marta Isasi y Andrea Molina, y de los señores Diputados Calderón; Eluchans; Hernández; Lobos; Melero; Morales y Vallespín, que modifica la ley N° 19.302 General de Telecomunicaciones, estableciendo macro zonas telefónicas en el país.
- - - - - - - - 


Dejamos constancia que esta iniciativa legal se discutió sólo en general, en conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36, del Reglamento del Senado.

- - - - - - - -


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton y del Jefe de la División Política Regulatoria y de Estudios de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Cristián Núñez.

- - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Eliminar en forma inmediata o gradual  la llamada de larga distancia nacional mediante la reducción de las veinticuatro zonas primarias del Plan de Encaminamiento Telefónico.

ANTECEDENTES JURÍDICOS.

Tienen incidencia, en este proyecto de ley, las siguientes normas jurídicas:


- Ley General de Telecomunicaciones Nº 18.168.


El inciso final de su artículo 26, establece que se considerará de larga distancia toda comunicación que exceda una zona primaria.


- Reglamento del Servicio Público Telefónico-


Su artículo 22 establece que las comunicaciones entre equipos telefónicos locales conectados a una misma red local son comunicaciones telefónicas locales y las comunicaciones entre equipos telefónicos locales conectados a redes telefónicas locales de distintas zonas primarias son comunicaciones telefónicas de larga distancia nacional. 

- Ley Nº 19.302, de 10 de marzo de 1994, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.168, entre otras,  crea el sistema multiportador que permite al usuario de telefonía local seleccionar los servicios de larga distancia nacional e internacional. 


Su artículo 4 transitorio dispone que, para los efectos del servicio público telefónico, excluida la telefonía móvil, el país se dividirá en veinticuatro zonas primarias según el Plan de Encaminamiento Telefónico,  con excepción de las zonas primarias de Santiago y Peñaflor, que se fusionan.
ANTECEDENTES DE HECHO

En la actualidad, las veinticuatro zonas primarias pueden abarcar una o más provincias.  Sin embargo, en ciertos casos ni siquiera las provincias incluidas en una zona primaria corresponden a la misma región administrativa, como es el caso, por ejemplo, de la provincia de Huasco, que está en la zona primaria de La Serena, IV Región, siendo que administrativamente corresponde a la III Región, de Atacama.  Otro ejemplo es el de las comunas de Curepto, La Unión y Río Bueno que están incluidas en zonas primarias que no corresponden a su provincia.


Como consecuencia de las circunstancias antes descritas se dan casos en que las llamadas desde Huasco y Freirina  dirigidas a la capital de su región (Copiapó), son de larga distancia, mientras que son de llamadas locales las que se efectúan a La Serena y Coquimbo.


Asimismo, existen Regiones que tienen hasta cuatro zonas primarias, como es el caso de Valparaíso, entre las cuales las llamadas son de larga distancia (Valparaíso, Quillota, San Felipe, Los Andes y San Antonio), mientras que en zonas más extensas, como es el caso de Antofagasta, tienen una sola zona primaria.


Los autores de las mociones sostienen que la creación de nuevas regiones y provincias ha agudizado las situaciones descritas y ha aumentado la incomprensión y malestar de los usuarios.


Se arguye que la reforma legal propuesta pretende hacer efectivo el principio constitucional de “igualdad ante la ley” que ha sido vulnerado con la división arbitraria de las actuales zonas primarias, beneficiando a ciertas regiones como la Metropolitana y perjudicando a otras como la Tercera, la Quinta, la Décima y Décimo Cuarta.


Se sostiene, por otra parte, que la tecnología actual permite soslayar la diferencia entre llamada local y llamada de larga distancia, manteniéndose una diferencia que es meramente comercial y no técnica.  Se añade que las llamadas realizadas por teléfonos celulares y la entrada al mercado de la telefonía sobre Protocolo de Internet (IP) demuestran que la llamada tiene el mismo costo para el emisor, independientemente del lugar en que se encuentre el receptor.


En las cinco mociones parlamentarias se desprende el diagnóstico común antes enunciado y la necesidad de modificar la estructura actual de las zonas primarias con el objeto de eliminar completamente las llamadas de larga distancia nacional o, al menos, reducirlas racionalmente.  

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


Se encuentra estructurado en dos artículos permanentes.


El artículo 1º reemplaza el artículo 4º transitorio de la ley Nº 19.302 por otro que señala, en su inciso primero, que para los efectos del servicio público telefónico, excluida la telefonía móvil, el país se divide en trece zonas primarias. Estas zonas corresponden a las existentes actualmente, según el Plan Técnico Fundamental de Encaminamiento Telefónico vigente, con excepción de las zonas primarias de Copiapó, La Serena y Ovalle, que se fusionan; de Quillota, Valparaíso, Los Andes y San Antonio, que se fusionan; de Talca, Linares y Curicó, que se fusionan; de Chillán, Concepción y Los Ángeles, que se fusionan; y de Valdivia, Osorno y Puerto Montt, que también se fusionan.


Su inciso segundo indica que a partir del primer día del trigésimo séptimo mes de vigencia de esta norma, y para los efectos del servicio público telefónico, excluida la telefonía móvil, el país se constituirá en una zona primaria, previo pronunciamiento favorable del Tribunal de la Libre Competencia, motivado por consulta que para ello deberá realizar el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a objeto de que dicho tribunal se pronuncie si están dadas las condiciones de competencia para la eliminación de la larga distancia nacional en el mercado de la telefonía fija.


Su artículo 2° establece la vigencia de la ley la que comenzará a regir 180 días después de su publicación en el Diario Oficial.
DISCUSIÓN EN GENERAL

Durante la discusión general, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que en la actualidad, la telefonía de larga distancia es cada vez menos competitiva, como consecuencia de la convergencia tecnológica.


La creación de nuevas regiones y otros cambios de tipo territorial administrativo, como la creación de nuevas provincias, y la evolución de la comunidad de intereses de los usuarios que utilizan la telefonía local está agudizando este tipo de situaciones.


El número de zonas primarias definidas a la fecha corresponde a una situación que se remonta a principios de la década de los noventa, donde la industria de telefonía local se caracterizaba por la presencia de operadores que tenían poder de mercado que afectaba al desarrollo de la telefonía local y de larga distancia. Por otra parte, la estructura de costos de estos operadores tenía un fuerte componente variable que dependía del tráfico y la distancia de los llamados efectuados.


En la actualidad, la industria de telefonía local se desarrolla en un ambiente más competitivo, donde la telefonía móvil ejerce un fuerte efecto disciplinador, transformándose en algunos casos en un sustituto para las comunicaciones locales, y más aún, en las de larga distancia. A su vez, la estructura de costos de la industria de la telefonía local paulatinamente se ha vuelto mucho más intensiva en costos fijos, lo que se traduce en que cada vez los costos de comunicarse al interior del país, se tornan independiente del tráfico y de la distancia involucrada.


La actual dinámica competitiva entre la telefonía local y la telefonía móvil, la inminencia de la portabilidad numérica, el fenómeno de la convergencia de los servicios, la existencia del actual esquema de definición de las zonas primarias ha determinado una asimetría regulatoria que impide a los concesionarios de telefonía local competir en condiciones similares que la telefonía móvil.


Expresó que en consideración a la realidad geográfica del país, las distancias comprometidas en las comunicaciones, se estima que este proceso debe asumirse de modo gradual, considerando las etapas que permitan ajustar las tarifas de los usuarios al nuevo esquema, con el objeto que no se transforme en un subsidio cruzado entre aquellos que utilizan las redes para la telefonía local y de larga distancia.


Finalmente, explicó que esta iniciativa legal considera dos etapas:


La primera etapa, establece que dentro de 180 días de publicada esta iniciativa legal, se fusionarán las siguientes zonas primarias:

- Zonas primarias de Copiapó, La Serena y Ovalle;

- Zonas primarias de Valparaíso, Quillota, Los Andes y San Antonio;

- Zonas primarias de Talca, Curicó y Linares;

- Zonas primarias de Concepción, Chillán y Los Ángeles, y

- Zonas primarias de Valdivia, Osorno y Puerto Montt.


De esta forma, resultarán 13 zonas primarias.


La segunda etapa, considera un plazo de implementación de 36 meses, para eliminar la larga distancia nacional, previa consulta al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, respecto si existen las condiciones de competencia para ello en el mercado de la telefonía fija.
- - - - - - 

VOTACIÓN 


Sometida a votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi y Novoa.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A continuación se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Reemplázase el artículo 4° transitorio de la ley N° 19.302, por el siguiente:


“Artículo 4° transitorio.- Para los efectos del servicio público telefónico, excluida la telefonía móvil, el país se divide en trece zonas primarias. Estas zonas corresponden a las existentes actualmente, según el Plan Técnico Fundamental de Encaminamiento Telefónico vigente, con excepción de las zonas primarias de Copiapó, La Serena y Ovalle, que se fusionan; de Quillota, Valparaíso, Los Andes y San Antonio, que se fusionan; de Talca, Linares y Curicó, que se fusionan; de Chillán, Concepción y Los Ángeles, que se fusionan; y de Valdivia, Osorno y Puerto Montt, que también se fusionan.


A partir del primer día del trigésimo séptimo mes de vigencia de esta norma, y para los efectos del servicio público telefónico, excluida la telefonía móvil, el país se constituirá en una zona primaria, previo pronunciamiento favorable del Tribunal de la Libre Competencia, motivado por consulta que para ello deberá realizar el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a objeto de que dicho tribunal se pronuncie si están dadas las condiciones de competencia para la eliminación de la larga distancia nacional en el mercado de la telefonía fija.”.


Artículo 2°.- La presente ley comenzará a regir 180 días después de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día de hoy, 10 de noviembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señores Francisco Chahuán Chahuán y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 10 de noviembre de 2010.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario
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